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Antes de entrar a valorar jurídicamente el supuesto cabe señalar de forma precisa 
los hechos acaecidos, teniendo los mismos la calidad de HECHOS PROBADOS: 
1. El buque Pobre Mitrofán con pabellón español, procedente de Mauritania es 
interceptado el 30/12/2013 por las patrulleras de la Guardia civil a 50 millas 
de las costas gallegas bajo sospecha de realizar actividades de contrabando. 
2. El buque transporta un cargamento de Conservas y congelados de la empresa 
Sousa-Holstein. Durante su inspección la Guardia civil incauta 2.000 
cajetillas de tabaco y detiene a todos los miembros de la tripulación, los 
cuales carecen de contrato laboral y ostentan distintas nacionalidades (seis 
son nacionales de España, cuatro de Dinamarca, cuatro de Burkina Faso, dos 
de Perú y dos de Filipinas). A excepción de españoles y daneses, el resto de la 
tripulación carece de documentación que acredite su identidad y nacionalidad. 
3. Lo españoles son puestos a disposición judicial y el resto son entregados a la 
policía y presentan solicitud de asilo alegando ser víctimas de una trama de 
tráfico ilícito de migrantes. Por otra parte, la Sra. Amina y el Sr. Thomas 
declaran estar casados y estar huyendo de Burkina Faso con sus dos 
hijas,Laina y Alima. Ambos basan su petición de asilo en el temor a que sus 
hijas sufriesen en su país de origen la mutilación genital; además, solicitan 
una prestación familiar a la Seguridad Social por tener hijos menores de edad 
y la prestación por desempleo. 
4. El patrón del barco, el Sr Gutiérrez, de nacionalidad española, sostiene,por un 
lado,que no tenía constancia de las cajetillas de tabaco, pudiendo haber sido 
introducidas y ocultadas en el buque por la tripulación sin su conocimiento ni 
autorización, por otro lado, niega acusaciones de tráfico de migrantes, 
alegando que todos los detenidos son tripulantes del barco. 
5. Por último, el 3 de Enero de 2014 el administrador de la empresa de 
Conservas y congelados Sousa-Holstein S.A., con domicilio social en Lalín, 
el Sr. Silvestre-Holms, nacional español y Senador de las Cortes Generales es 
detenido por orden del juez de instrucción. La inspección de Trabajo y 
Seguridad Social levanta un acta por infracciones laborales. 
Con base en los hechosexpuestos se presentan los informes solicitados: 
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II. INFORME SOBRE LA LEGALIDAD DE LA ACTUACIÓN DE LAS 
AUTORIDADES ESPAÑOLAS EN RELACIÓN CON EL BUQUE POBRE 
MITROFÁN, SU CARGA Y SUS TRIPULANTES 
De una forma general, en toda actuación de las autoridades españolas deben de 
cumplirse los principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y 
Cuerposde Seguridad recogidos en el artículo 5 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 
marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad1. 
1. Valoración de la legalidad de la actuación de las autoridades españolas con 
respecto al buque 
En primer lugar se realizará la valoración de la actuación de las autoridades 
españolas con respecto al buque y para ello es importante analizar la jurisdicción 
española sobre el mismo. Para poder determinarla, en primer lugar, hay que definir el 
lugar donde suceden los hechos de intervención y detención. Para ello es de aplicación 
                                                           
1
 “Principios básicos de actuación. Son principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad los siguientes: 
1. Adecuación al ordenamiento jurídico, especialmente: a) Ejercer su función con absoluto respeto a la 
Constitución y el resto del ordenamiento jurídico. b) Actuar, en el cumplimiento de sus funciones, con 
absoluta neutralidad política e imparcialidad y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razón de 
raza, religión u opinión. c) Actuar con integridad y dignidad. En particular, deberán abstenerse de todo 
acto de corrupción y oponerse a él resueltamente. d) Sujetarse en su actuación profesional a los 
principios de jerarquía y subordinación. En ningún caso la obediencia debida podrá amparar órdenes 
que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a la 
Constitución o a las Leyes. e) Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos 
establecidos en la Ley. 
2. Relaciones con la comunidad. Singularmente: a) Impedir, en el ejercicio de su actuación profesional, 
cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral. b) 
Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones con los ciudadanos, a quienes 
procurarán auxiliar y proteger, siempre que las circunstancias lo aconsejen o fueren requeridos para 
ello. En todas sus intervenciones, proporcionarán información cumplida, y tan amplia como sea posible, 
sobre las causas y finalidad de las mismas. c) En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la 
decisión necesaria, y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e 
irreparable;rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en 
la utilización de los medios a su alcance. d) Solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en 
que exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas, o 
en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana y de 
conformidad con los principios a que se refiere el apartado anterior. 
3. Tratamiento de detenidos, especialmente: a) Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
deberán identificarse debidamente como tales en el momento de efectuar una detención. b) Velarán por 
la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o que se encuentren bajo su custodia y 
respetarán el honor y la dignidad de las personas. c) Darán cumplimiento y observarán con la debida 
diligencia los trámites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la 
detención de una persona. 
4. Dedicación profesional. Deberán llevar a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir 
siempre, en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la Ley y de la seguridad 
ciudadana. 
5. Secreto profesional. Deberán guardar riguroso secreto respecto a todas las informaciones que 
conozcan por razón o con ocasión del desempeño de sus funciones. No estarán obligados a revelar las 
fuentes de información, salvo que el ejercicio de sus funciones o las disposiciones de la Ley les impongan 
actuar de otra manera. 
6. Responsabilidad. Son responsables personal y directamente por los actos que en su actuación 
profesional llevaren a cabo, infringiendo o vulnerando las normas legales, así como las reglamentarias 
que rijan su profesión y los principios enunciados anteriormente, sin perjuicio de la responsabilidad 
patrimonial que pueda corresponder a las Administraciones Públicas por las mismas”. 
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la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, hecha en MontegoBay el 
10 de diciembre de 1982 (en adelante CNUDM),la cual establece una serie de zonas en 
las que existen distintos grados de soberanía. 
La primera zona es el mar territorial, que, a tenor de los artículos 3 y 4 de dicha 
Convención, tiene una anchura de 12 millas marinas medidas a partir de las líneas de 
base. A continuación del mar territorial se sitúa la zona contigua, que se delimita en el 
artículo 33.2 de la CNUDM y tiene una extensión de 24 millas marinas contadas desde 
las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial. Por último, 
está la zona económica exclusiva, regulada en la misma Convención, en su artículo 57, 
que establece su anchura en 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a 
partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial2. Con base en lo expuesto, 
podemos concluir que la intervención y detención tienen lugar en zona económica 
exclusiva española ya que el buque es intervenido a 50 millas de las costas gallegas. 
La zona económica exclusiva consta de un régimen jurídico específico de 
acuerdo con el cual “los derechos y la jurisdicción del Estado ribereño y los derechos y 
libertades de los demás Estados se rigen por las disposiciones pertinentes de esta 
Convención”(artículo 55 CNUDM). La soberanía en la zona económica exclusiva se ve 
limitada y está vinculada a lo recogido en dicha Convención. El artículo 56 de la 
CNUDM regula los derechos y deberes del Estado ribereño y establece que el Estado 
ribereño tiene derecho de soberanía para fines de exploración y explotación, 
conservación y administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, de 
las aguas suprayacentes al lecho y del lecho y el subsuelo del mar, y con respecto a otras 
actividades con miras a la exploración y explotación económicas de la zona, tal como la 
producción de energía derivada del agua, de las corrientes y de los vientos. 
A pesar de verse limitada la soberanía, el artículo 73 de la CNUDM, atinente a la 
ejecución de leyes y reglamentos del Estado ribereño, establece que “el Estado 
ribereño, en el ejercicio de sus derechos de soberanía para la exploración, explotación, 
conservación y administración de los recursos vivos de la zona económica exclusiva, 
podrá tomar las medidas que sean necesarias para garantizar el cumplimiento de las 
leyes y reglamentos dictados de conformidad con esta Convención, incluidas la visita, 
la inspección...”. Por lo tanto,conforme al citado artículo, sería posible, de entrada, la 
inspección del buque por parte de las autoridades españolas; mas, con todo, ha de 
                                                           
2
 Junto con las disposiciones de la CNUDM, en el ámbito normativo interno la zona económica exclusiva 
es objeto de regulación específica en Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre zona económica. En concreto, 
el art. 1 de la citada Ley configura la zona económica del modo siguiente:“1. En una zona marítima 
denominada zona económica exclusiva, que se extiende desde el límite exterior del mar territorial 
español hasta una distancia de doscientas millas náuticas, contadas a partir de las líneas de base desde 
las que se mide la anchura de aquél, el Estado español tiene derechos soberanos a los efectos de la 
exploración y explotación de los recursos naturales del lecho y del subsuelo marinos y de las aguas 
suprayacentes.- En el caso de los archipiélagos, el límite exterior de la zona económica se medirá a 
partir de las líneas de base rectas que unan los puntos extremos de las islas e islotes que respectivamente 
los componen, de manera que el perímetro resultante siga la configuración general de cada 
archipiélago.- 2. En aplicación de lo dispuesto en el número anterior, corresponde al Estado español: a) 
El derecho exclusivo sobre los recursos naturales de la zona .b) La competencia de reglamentar la 
conservación, exploración y explotación de tales recursos, para lo que se cuidará la preservación del 
medio marino. c) La jurisdicción exclusiva para hacer cumplir las disposiciones pertinentes. d) 
Cualesquiera otras competencias que el Gobierno establezca en conformidad con el Derecho 
Internacional”. 
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tenerse presente que el precepto en cuestión tiene unos presupuestos muy concretos, que 
no están presentes en el caso sometido a dictamen. 
En orden a la determinación de la jurisdicción en la zona económica exclusiva, 
existen tres artículos en la CNUDM de especial relevancia. En primer lugar, el artículo 
91 de la CNUDM, que versa sobre sobre la nacionalidad de los buques y establece que 
los buques poseerán la nacionalidad del Estado cuyo pabellón estén autorizados a 
enarbolar3; por lo tanto y tal y como podemos observar en el caso que nos ocupa, el 
buque intervenido tiene nacionalidad española. En segundo lugar, el artículo 92 de la 
CNUDM, relativo a la condición jurídica de los buques y de acuerdo con el cual los 
buques estarán sometidos a la jurisdicción del Estado cuyo pabellón enarbolan, incluso 
en alta mar4; en el caso del buque Pobre Mitrofán, estaría sometido, a tenor de lo 
establecido en dicho precepto, a la jurisdicción española. Y por último, en tercer lugar, 
el artículo 94 de la CNUDM, que concreta los deberes del Estado del pabellón, entre los 
que está ejercer su jurisdicción conforme a derecho interno sobre todo buque que 
enarbole su pabellón, sobre el capitán, oficiales y tripulación sobre cuestiones 
administrativas5. 
A este respecto, y en relación con lo dispuesto en el citado art. 91 de la 
CNUDM, debe tenerse presente, como pone de manifiesto JIMÉNEZ SÁNCHEZ, que “la 
nacionalidad española de un buque se obtiene por un acto administrativo llamado 
abanderamiento”6, que es objeto de definición en el artículo 14 del Real Decreto 
1027/1989, de 28 de julio, por el que se regula el abanderamiento, matriculación de 
buques y registro marítimo, en los siguientes términos:“se entiende por abanderamiento 
de un buque el acto administrativo por el cual y tras la tramitación prevista en este 
Real Decreto, se autoriza a que el buque arbole el pabellón nacional”. Asimismo, en 
conexión con lo expuesto, debe tenerse en cuenta que, conforme a lo establecido en el 
artículo 252, apartados 1 y 2, del Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante (en adelante TRLPEMM), “[L]os buques debidamente registrados y 
abanderados en España tendrán a todos los efectos la nacionalidad española” y 
“[E]starán facultadas para obtener el registro y el abanderamiento de buques civiles 
                                                           
3En concreto, conforme al citado artículo 91 de la CNUDM: “1. Cada Estado establecerá los requisitos 
necesarios para conceder su nacionalidad a los buques, para su inscripción en un registro en su 
territorio y para que tengan el derecho de enarbolar su pabellón. Losbuques poseerán la nacionalidad 
del Estado cuyo pabellón estén autorizados a enarbolar. Ha de existir una relación auténtica entre el 
Estado y el buque.2. Cada Estado expedirá los documentos pertinentes a los buques a que haya 
concedido el derecho a enarbolar su pabellón”. 
4
 A tenor de lo establecido en el referido artículo 92 de la CNUDM: “1. Los buques navegarán bajo el 
pabellón de un solo Estado y,salvo en los casos excepcionales previstos de modo expreso en los 
tratadosinternacionales o en esta Convención, estarán sometidos, en la alta mar,a la jurisdicción 
exclusiva de dicho Estado. Un buque no podrá cambiarde pabellón durante un viaje ni en una escala, 
salvo en caso de transferencia efectiva de la propiedad o de cambio de registro”. 
5
 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 94 de la CNUDM, dos de los deberes que se resaltan para el 
caso son: “1. Todo Estado ejercerá de manera efectiva su jurisdicción ycontrol en cuestiones 
administrativas, técnicas y sociales sobre los buquesque enarbolen su pabellón. 2. En particular, todo 
Estado: a) Mantendrá un registro de buques en el que figuren los nombres y características de los que 
enarbolen su pabellón, con excepción de aquellos buques que, por sus reducidas dimensiones, estén 
excluidos de las reglamentaciones internacionales generalmente aceptadas; y b) Ejercerá su jurisdicción 
de conformidad con su derecho interno sobre todo buque que enarbole su pabellón y sobre el capitán, 
oficiales y tripulación, respecto de las cuestiones administrativas, técnicas y sociales relativas al buque”. 
6
 JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, 14ª ed., Editorial Marcial Pons, 2010, págs. 1.066 y 
1.067. 
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las personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en España u otros Estados 
pertenecientes al Espacio Económico Europeo siempre que, en este último supuesto, 
designen un representante en España”. 
En este orden de ideas, en relación con la determinación de la jurisdicción, ha de 
traerse a colación lo establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial (en adelante LOPJ), a cuyo tenor: “la jurisdicción se extiende a 
todas las personas, a todas las materias y a todo el territorio español, en la forma 
establecida en la Constitución y en las leyes”.El precepto transcrito debe ponerse, 
asimismo, en conexión con lo dispuesto en el artículo 9.3 del referido Cuerpo legal, que 
atribuye al orden jurisdiccional penal el conocimiento de las causas y juicios criminales, 
excepto los que correspondan a la jurisdicción militar. Con todo,la controversia atinente 
a la jurisdicción en el caso del buque Pobre Mitrofánse resuelve definitivamente a la luz 
del artículo 23.1 de la LOPJ, que otorga a la jurisdicción española en el orden penal el 
conocimiento de las causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o 
cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles7; y en el supuesto objeto de 
análisis, cabe ya adelantar, sin perjuicio de desarrollar ulteriormente la cuestión, que en 
el buque Pobre Mitrofán pudieran tener lugar dos posibles delitos: uno de tráfico de 
migrantes y otro de contrabando. 
Así pues, con fundamento en lo expuesto, resulta incuestionable que el Estado 
español tiene jurisdicción sobre las cuestiones penales suscitadas a bordo del buque 
Pobre Mitrofán. 
En cuanto a la intervención e inspección de la embarcación,ambas actuaciones 
están fundadas en la sospecha de la comisión de un delito de contrabando; ahora bien, es 
necesario concretar si tales sospechas son suficientes para legitimar el registro. 
El artículo 545 del Real Decreto, de 14 de septiembre de 1882, por el que se 
aprueba la Ley de enjuiciamiento criminal(LECrim en adelante) establece que “nadie 
puede entrar en el domicilio de un español o extranjero residente en España sin su 
consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previstos en las 
leyes”. Asimismo, conforme a lo previsto en el artículo 554 de la LECrim, se reputan 
como domicilio los buques nacionales mercantes. Así las cosas, por las implicaciones 
que para el supuesto analizado pudieran derivarse, se estima inexcusable ahondar en el 
concepto de domicilio, para lo cualresulta, a su vez, necesario examinar la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre el domicilio constitucionalmente protegido. 
En la STS 894/2007, Sala de lo Penal, de 31 de octubre de 2007 (Roj: 
7231/2007) se contiene una síntesis de la doctrina del TS sobre esta cuestión; en primer 
lugar, en el fundamento jurídico primero de la citada resolución se dispone que:“en la 
STS1009/2006, 18 de octubre, [se] estimó que «…ningún problema se plantea para 
reconocer la condición de domicilio al camarote de un barco como un lugar separado 
donde uno de los tripulantes o viajeros se independiza de los demás que comparten las 
zonas comunes para desarrollar su privacidad en la medida que lo desee»”. A 
                                                           
7
 A este respecto resulta ilustrativa la STS, Sala de lo Penal, de 19 de enero de 1993 (Roj 46/1993), que, 
en su fundamento jurídico tercero, precisa que “el artículo 23.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial, y el 8.1 del Código Civil, […] fijan la competencia de los Tribunales españoles en el 
orden penal cuando el hecho se haya producido en territorio español, utilizada la expresión en sentido 
amplio: tierra firme (continental o insular), aguas internas y territoriales, así como el espacio aéreo, 
además del supuesto de los buques y aeronaves que naveguen bajo bandera de España”. 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 
Celia Martínez Barbosa 
 
7 
continuación, en el mismo fundamento se recuerda que “la Sentencia 624/2002, de 10 
de abril, citada por la STS núm. 919/2014, de 12 de julio, declara que resulta del todo 
evidente que una embarcación puede constituir, en efecto, la morada de una o varias 
personas cuando la utilicen como reducto de su vida privada, pues sin duda están 
construidas tales embarcaciones de forma que algunas de sus dependencias, como los 
camarotes, resultan aptas para que en las mismas se desarrollen conductas o actividades 
propias de áreas de privacidad, aunque resulte dificultoso extender el concepto del 
domicilio en todo caso a otras zonas de aquella, como puede ocurrir con la cubierta, 
utilizada en las maniobras náuticas o como lugar de esparcimiento, o las bodegas, 
utilizadas exclusivamente para la carga, o la zona de máquinas, que no pueden 
entenderse aptas, con carácter general, para la vida privada”.Asimismo, en el 
fundamento jurídico primero de la STS 894/2007 se trae a colación la doctrina 
contenida en la STS núm. 1200/1998, de 9 de octubre, en la que se sostiene que “en el 
barco existen áreas propias y reservadas al ejercicio de la intimidad personal, que son 
precisamente las únicas protegidas por el derecho fundamental consagrado en el artículo 
18.2 de la Constitución. Las demás zonas de la embarcación, destinadas a otras 
finalidades, no gozan de la protección de que la Constitución dispensa al domicilio, 
aunque se trate de lugares respecto de los cuales su titular pueda excluir válidamente a 
terceros”. 
Igualmente relevante resulta la STS 312/2011, Sala de lo Penal, de 29 de abril 
(Roj: 3107/2011),que, en su fundamento jurídico octavo, hace mención a la doctrina del 
Tribunal Constitucional en los siguientes términos: “Según ha declarado el Tribunal 
Constitucional resaltando el carácter de base material de la privacidad (STC. 22/84), el 
domicilio es un«espacio apto para desarrollar vida privada» (STC. 94/99 de 21.5), un 
aspecto que «entraña una estrecha vinculación con su ámbito de intimidad», «el reducto 
último de su intimidad personal y familiar» (SSTC. 22/84, 60/91, 50/95, 69/99, 
283/2000)”. A continuación, el Alto Tribunal recuerda la propia doctrina de la Sala y 
define el domicilio como “el lugar cerrado, legítimamente ocupado, en el que transcurre 
la vida privada, individual o familiar, aunque la ocupación sea temporal o accidental”, y 
se entiende como “domicilio” “cualquier lugar cerrado en el que pueda transcurrir la 
vida privada, individual o familiar, o lo que es lo mismo, que «sirva de habitación o 
morada a quien en él vive»”. En cuanto a la protección constitucional del domicilio, la 
citada Sentencia dispone que “encontrarán la protección dispensada al domicilio 
aquellos lugares en los que, permanente y transitoriamente, desarrolle el individuo 
esferas de su privacidad alejadas de la intromisión de terceros no autorizados”. 
Por lo tanto, haciendo aplicación de lo expuesto al caso concreto, cabe concluir 
que el buque Pobre Mitrofán,en su conjunto,no se reputa domicilio; únicamente 
ostentarían esa condición los camarotes de la tripulación. 
Por otra parte, en el supuesto de hecho no se especifica el lugar en que son 
encontradas las 2.000 cajetillas de tabaco, por lo que deviene obligatorio analizar las 
distintas hipótesis posibles. De este modo, si las cajetillas estuviesen en los camarotes 
de la tripulación, dada su condición de domicilio constitucionalmente protegido, sería 
necesario para el registro orden judicial y notificación al interesado, tal y como dispone 
el artículo 550 de la LECrim. Pero, además, se requeriría consentimiento del que habita 
el domicilio a intervenir, entendiéndose que dicho consentimiento se presta en las 
condiciones que se recogen en el artículo 551, a cuyo tenor “se entenderá que presta su 
consentimiento aquel que, requerido por quien hubiere de efectuar la entrada y el 
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registro para que los permita, ejecuta por su parte los actos necesarios que de él 
dependan para que puedan tener efecto, sin invocar la inviolabilidad que reconoce al 
domicilio el artículo 6 de la Constitución del Estado”. Si no se prestase consentimiento 
sería necesario auto motivado del juez para el registro. Así pues, en el caso analizado, 
de hallarse las cajetillas en los camarotes, el registro se habría practicado sin orden 
judicial o auto motivado que lo autorice y este hecho conllevaría que se declarase ilegal 
la actuación de las autoridades españolas con respecto al registro del buque. 
Por otro lado, si las cajetillas hubiesen sido incautadas en cualquier otra estancia 
del buque, no existiría protección constitucional a efectos de domicilio. Y, por tanto, no 
sería preciso orden judicial ni autorización de ningún tipo para el registro del Pobre 
Mitrofán por parte de las autoridades españolas.A este respecto, si bien se refiere a un 
barco que por sus características y su uso exclusivo para la pesca no podía tratarse, de 
forma alguna, de lo que el precepto constitucional considera como domicilio, resulta 
sumamente ilustrativa la STS 1534/1999, Sala de lo Penal, de 16 de diciembre (Roj: 
8093/1999). En efecto, en el referido pronunciamiento, el Alto Tribunal, tras establecer 
una equiparación entre el barco en cuestión y un simple automóvil, precisa que en los 
casos en los que el barco no supone un reducto de la intimidad personal o familiar no se 
requiere,según constante jurisprudencia, mandamiento judicial para su registro;de ahí 
que, en el supuesto enjuiciado por el Tribunal Supremo, la “entrada y registro acordada 
judicialmente se transformase en el momento de realizarse en una simple inspección 
ocular, diligencia reglada en los artículos 326 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y en concreto, en lo que aquí interesa en el artículo 333 que no ordena la 
presencia obligatoria en la inspección de la persona declarada procesada como presunta 
autora del hecho punible o de quien se halle privado de libertad en razón de tal 
diligencia, pues el precepto utiliza el vocablo «podrá» si así lo solicitara (Sentencia, p.e. 
de 9 de mayo de 1997)”8. 
Para finalizar el análisis de la actuación de las autoridades españolas en lo que al 
buque se refiere, ha de hacerse referencia a la excepción que la Constitución española 
de 1978 (en adelante CE) y la LECrim recogen en supuestos de registro tanto para casos 
de domicilio como de lugares públicos. La CE en su artículo 18.2 establece que “el 
domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito”. El 
artículo 553 de la LECrim dispone que los agentes de policía podrán proceder de propia 
autoridad en casos de fragante delito “al registro que, con ocasión de aquélla, se 
efectúe en dichos lugares y a la ocupación de los efectos e instrumentos que en ellos se 
hallasen y que pudieran guardar relación con el delito perseguido. Del registro 
efectuado, conforme a lo establecido en el párrafo anterior, se dará cuenta inmediata al 
Juez competente, con indicación de las causas que lo motivaron y de los resultados 
obtenidos en el mismo, con especial referencia a las detenciones que, en su caso, se 
hubieran practicado. Asimismo, se indicarán las personas que hayan intervenido y los 
incidentes ocurridos”.De este modo, si existiese flagrante delito no sería necesaria 
orden judicial para el registro del buque en lo que a zonas constitucionalmente 
protegidas se refiere. 
                                                           
8
 En el mismo sentido cabe citar la STS 845/2001, Sala de lo Penal, de 16 de mayo (Roj: 3987/2001), que 
establece que “[E]n todo caso, de las características del barco cabe también inferir que no puede integrar 
lo que el precepto constitucional considera como domicilio, sino equiparable a un automóvil, que para su 
registro no requiere mandamiento judicial por no suponer un reducto de la intimidad personal y familiar”. 
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Por lo que respecta al concepto de flagrante delito, el Tribunal Constitucional, en 
la Sentencia 341/1993, de 18 de noviembre, en su fundamento jurídico octavo B, ha 
precisado, de un lado, que “la flagrancia es aquella situación fáctica en la que queda 
excluida aquella autorización judicial, precisamente porque la comisión del delito se 
percibe con evidencia y exige de manera inexcusable una inmediata intervención” y, de 
otro, que se debe reconocer la arraigada imagen de la flagrancia como “la situación 
fáctica en la que el delincuente es sorprendido -visto directamente o percibido de otro 
modo- en el momento de delinquir o en circunstancias inmediatas a la perpetración del 
delito”9. De igual modo, la doctrina establece como notas características propias del 
delito flagrante las siguientes: la inmediatez, esto es, que la acción delictiva se esté 
desarrollando o se acabe de realizar; que exista una relación directa del delincuente con 
el objeto, instrumentos o efectos del delito; que se produzca una percepción directa (no 
presuntiva) de la situación delictiva y que medie la necesidad urgente de la intervención 
para evitar la consumación o agotamiento del delito, o la desaparición de los efectos del 
mismo. 
Así las cosas, poniendo en relación el concepto expuesto de “flagrancia” con los 
dos posibles delitos cometidos a bordo del buque PobreMitrofán podemos concluir lo 
siguiente: 
- En cuanto al posible delito de contrabando, se cumple la nota característica 
de la inmediatez, dado que la actividad delictiva se está desarrollando. 
También existe una relación entre el delincuente y el objeto del delito y la 
necesidad de intervención para evitar la desaparición de los efectos del 
delito. Sin embargo, no se cumpliría el requisito de la percepción directa de 
la situación delictiva, dado que existe una mera sospecha y no se ofrece 
ningún dato referente a una percepción de cualquier tipo por parte de las 
autoridades españolas de la situación delictiva. Por tanto, no podría hablarse 
de una situación de delito flagrante. 
- En lo que al posible delito de tráfico de migrantes se refiere, ocurre lo mismo 
que en el caso anterior: se cumplen todas las notas características excepto el 
requisito de la percepción, dado que el delito fue descubierto con el registro. 
En consecuencia, tampoco estaríamos ante un caso de flagrante delito. 
2. Valoración de la legalidad de la actuación de las autoridades españolas con 
respecto a su carga 
Una vez examinada la actuación de la autoridades españolas con respecto al 
buque, se analizará la legalidad de su actuación con respecto a su carga. En este 
caso, el hecho más destacable es la incautación de las 2.000 cajetillas de tabaco, que 
fueron encontradas por las patrulleras de la Guardia civil. Para pronunciarse sobre el 
carácter procedente o improcedente de dicha incautación, es preciso analizar la 
existencia de un delito de contrabando. 
De entrada, debe tenerse presente, como señala la sección 3 de la Sala de lo 
Contencioso de la Audiencia Nacional, en Sentencia de 6 de junio de 2013 (Roj: 
2432/2013), en su fundamento jurídico tercero, que si bien“en la actualidad ha 
desaparecido el monopolio en el comercio al por mayor de tabaco, pues conforme al art. 
                                                           
9BOE núm. 295, de 10 de diciembre de 1993. 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 
Celia Martínez Barbosa 
 
10 
3 de la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y 
Normativa Tributaria, es libre la importación y distribución al por mayor de labores de 
tabaco cualquiera que sea su procedencia, ello precisa de la presentación de una 
declaración responsable ante el Comisionado para el Mercado de Tabacos”10. Y ello, 
por cuanto que en el caso del buque Pobre Mitrofán, al no constar que hubiera existido 
ningún tipo de declaración ante el Comisionado para el Mercado de Tabaco, se puede 
deducir la pretensión de introducir el género de forma ilegal en el territorio español. 
Efectuada la consideración precedente, con respecto al delito de contrabando 
debe tenerse en cuentaque es objeto de regulación enuna Ley penal especial; en 
concreto, se halla tipificado en el artículo 2 de la L.O. 12/1995, de 12 de diciembre, de 
represión de contrabando. En lo que aquí resulta de interés, conforme a lo previsto en la 
letra b) del apartado 2 del citado precepto, cometen delito de contrabando 
quienes“realicen operaciones de importación, exportación, comercio, tenencia, 
circulación degéneros estancados o prohibidos, incluyendo su producción o 
rehabilitación, sin cumplir los requisitos establecidos en las leyes”.Pero además, a 
tenor de lo dispuesto en la letra b del apartado 3 del propio artículo, ha de tenerse 
presente que la existencia del delito de contrabando se supedita a la circunstancia de que 
el valor de las labores de tabaco sea igual o superior a 15.000 €. 
                                                           
10En concreto, el artículo 3 de la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y 
Normativa Tributaria, en la redacción dada por el número dos del artículo 43 de la Ley 25/2009, de 22 de 
diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio,bajo el titulillo de “Régimen jurídico de la importación y 
distribución al por mayor de labores de tabaco” dispone lo siguiente: “Uno. Será librela importación y 
distribución al por mayor de labores de tabaco, cualquiera que sea su procedencia, sin más requisito que 
la presentación de una declaración responsable ante el Comisionado para el Mercado de Tabacos, que 
en el plazo máximo de quince días desde su presentación podrá acordar motivadamente su ineficacia, 
previa verificación del requisito establecido en los apartados dos y tres siguientes. Dos. La importación 
en territorio peninsular español, Islas Baleares, Ceuta y Melilla de labores de tabaco conllevará el 
control por parte del Comisionado para el Mercado de Tabacos de la disponibilidad de almacenes, 
propios o contratados, que permitan el correcto almacenamiento, y en condiciones de seguridad, de los 
productos así como la fácil comprobación por la Administración de las labores almacenadas, su origen y 
sus movimientos, salvo que el importador asegure la remisión directa del producto al almacén de 
cualquiera de los fabricantes o mayoristas registrados en el Comisionado para el Mercado de Tabacos. 
Tres. La distribución mayorista, en el ámbito territorial a que se refiere el artículo 1, apartado uno, 
conllevará el control por parte del Comisionado para el Mercado de Tabacos de la disponibilidad de 
almacenes, propios o contratados, que permitan el correcto almacenamiento, y en condiciones de 
seguridad, de los productos así como la fácil comprobación por la Administración de las labores 
almacenadas, su origen y sus movimientos. Cuatro. Los mayoristas sólo podrán suministrar tabaco 
elaborado a los expendedores de tabaco y timbre y no podrán remunerar a éstos más que con la 
retribución establecida por esta ley. Los plazos de pago, y cualesquiera otras condiciones de crédito y 
distribución al expendedor, se establecerán libremente por el mayorista, previa comunicación al 
Comisionado, en los términos que reglamentariamente se señalen, y serán homogéneas para todo el 
territorio a que se refiere el artículo 1, apartado uno, de modo que se garantice la neutralidad del 
suministro. Cinco. El mayorista suministrará los productos cuya distribución realice con regularidad y 
con garantía de cobertura de los suministros, en similares condiciones de servicio y plazos de entrega 
para todos los expendedores. Se entenderá por regularidad, a los efectos de este artículo, el suministro al 
menos con la periodicidad que se fije en las normas reglamentarias y, además, siempre que el pedido 
alcance el mínimo que aquéllas establezcan aunque no hubiera transcurrido el período máximo de 
suministro. Seis. Los fabricantes, importadores y mayoristas no podrán financiar, directa o 
indirectamente, a las organizaciones representativas de los expendedores y de los autorizados para la 
venta con recargo. Cualquier acuerdo, con o sin contenido económico, relacionado con el tabaco o ajeno 
a él, deberá someterse a la aprobación del Comisionado, que resolverá en el plazo de un mes”. 
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Como es sabido, en el caso del buque Pobre Mitrofán han sido interceptadas 
2.000 cajetillas de tabaco, pero se desconoce la cuantía económica de las mismas. Para 
poder determinar dichoimporte hay que hacer una valoración del género al cual 
pertenece el tabaco; y ello partiendo de la base de que el tabaco escalificado como 
género estancado a tenor de lo establecido en el artículo 1.11 de la ya mencionada L.O. 
12/1995, de 12 de diciembre11. 
Así las cosas, la referida valoración económica ha de hacerse atendiendo a los 
criterios queel artículo 10 de la misma L.O. 12/1995, de 12 de diciembre,ofrece para la 
fijación del valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos objeto de contrabando. En 
concreto,conforme a lo dispuesto en el apartado primero del mencionado precepto los 
géneros estancados se valorarán por el precio máximo de venta al público; de no estar 
señalado dicho precio, se adoptará la valoración establecida para la clase más similar y 
en caso de no ser posible, el juez fijará la valoración previa tasación pericial. Asimismo, 
en cuanto al momento en que se ha de efectuar la valoración, el apartado quinto del 
citado artículo 10 establece que dicho valor “se determinará en relación con la fecha de 
realización del ilícito o, de no conocerse ésta, en relación con el descubrimiento del 
ilícito o aprehensión de los bienes, géneros o efectos. A efectos de la determinación del 
precio medio, se tomará el mes natural anterior a la fecha fijada en el párrafo 
anterior”. 
Con base en todo lo anterior, y en el supuesto que nos ocupa, no podemos 
realizar una valoración exacta, debido a que desconocemos la marca del tabaco 
incautado y, por extensión, el precio máximo de venta al público de las cajetillas. Con 
todo, aun suponiendo que se trata de una marca de las de mayor precio de mercado, que 
oscila en torno a los 4,90 €, una cantidad de 2.000 cajetillas no tendría en España, en 
ningún caso, unvalor igual o superior a los 15.000€. 
Sentado lo anterior, dado que no cabe apreciar la existencia de un delito, 
debemos valorar la presencia de una posible infracción administrativa de contrabando, 
en los términos del artículo 11, apartado 1.º, de la L.O. 12/1995, de 12 de diciembre,de 
acuerdo con el cual,“incurrirán en infracción administrativa de contrabando las 
personas físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el artículo 35.4 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que lleven a cabo las acciones u 
omisiones tipificadas en los apartados 1 y 2 del artículo 2 de la presente Ley, cuando el 
valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos sea inferior a 150.000 o 50.000 
euros, respectivamente, o a 15.000 euros si se trata de labores de tabaco, y no 
concurran las circunstancias previstas en los apartados 3 y 4 de dicho artículo”. Por lo 
tanto, puesto que se cumplen los requisitos del artículo 2 de la citada L.O. y se trata de 
labores de tabaco que no superan los 15.000 €, cabe afirmar, con fundamento en el 
                                                           
11En efecto, el mencionado artículo 1.11 conceptúa como géneros o efectos estancados: “los artículos, 
productos o sustancias cuya producción, adquisición, distribución o cualquiera otra actividad 
concerniente a los mismos sea atribuida por ley al Estado con carácter de monopolio, así como las 
labores del tabaco y todos aquellos a los que por ley se otorgue dicha condición”. En la misma línea, cfr. 
SAN, Sala de lo Contencioso,sección 3, de 6 de junio de 2013 (Roj: 2432/2013)y SAN, Sala de lo 
Contencioso, sección 6, de 15 de febrero de 2012 (Roj: 491/2012), que en su fundamento jurídico 
segundo declara expresamente que “se considerarán géneros estancados, a efectos de la nueva Ley, las 
labores de tabaco, aunque se trate de mercancías comunitarias”. 
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precepto transcrito, que estamos en presencia de una infracción administrativa de 
contrabando12. 
La competencia para conocer sobre infracciones administrativas de contrabando 
corresponde a los órganos de la Administración aduanera de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria13. Y la sanción principal prevista para los responsables de 
tales infracciones consiste en la imposición de una multa pecuniaria proporcional al 
valor de las mercancías14 
En este orden de ideas, resulta también de aplicación el artículo 14 de la L.O. 
12/1995, de 12 de diciembre, que recoge las medidas complementarias para los casos de 
infracción de contrabando. En lo que aquí resulta de interés, baste señalar que el 
apartado primero del citado artículo 14 establece que se aplicará lo dispuesto, entre 
otros, en el artículo 5, que regula el comiso. Conforme a lo previsto en el referido 
artículo 5 de la L.O. 12/1995, deberán ser objeto de comiso las mercancías objeto del 
delito; en el caso concreto, todas las cajetillas de tabaco encontradas a bordo del buque 
y que han sido incautadas. Además, podría comisarse el medio de transporte, si bien en 
el caso del Pobre Mitrofánno se juzga necesario, dado que sería excesivo teniendo en 
cuenta su valor con respecto al importe de los bienes objeto del delito. 
En suma, a la vista de las consideraciones precedentes, se llega a la conclusión 
de la correcta actuación de las autoridades españolas con respecto a la carga del buque 
Pobre Mitrofán. 
3. Valoración de la legalidad de la actuación de las autoridades españolas con 
respecto a la tripulación 
Antes de enjuiciar la actuación de las autoridades españolas con respecto a los 
tripulantes, cabe analizar el hecho de la existencia de un posible delito de tráfico de 
migrantes, que es definido en el artículo 3.a del Protocolo contra el tráfico ilícito de 
migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la delincuencia organizada transnacional, hecha en Nueva York el 15 de 
                                                           
12
 Conforme a lo dispuesto en el artículo 11.2 de la L.O. 12/1995, “[L]as infracciones administrativas de 
contrabando se clasifican en leves, graves y muy graves, según el valor de los bienes, mercancías, 
géneros o efectos objeto de las mismas, conforme a las cuantías siguientes: Leves: inferior a 37.500 
euros; o, si se trata de labores de tabaco o de operaciones comprendidas en el artículo 2.2 de la presente 
Ley, inferior a 1.000 euros. Graves: desde 37.500 euros a 112.500 euros; si se trata de labores de 
tabaco, desde 1.000 euros a 7.200 euros o, si se trata de operaciones comprendidas en el artículo 2.2 de 
la presente Ley, desde 1.000 euros a 12.000 euros. Muy graves: superior a 112.500 euros; si se trata de 
labores de tabaco, superior a 7.200 euros o, si se trata de operaciones comprendidas en el artículo 2.2 de 
la presente Ley, superior a 12.000 euros”. 
13El artículo 13 de la L.O. 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando relativo a la 
competencia, procedimiento y recursos dispone lo siguiente: “1. Serán competentes para conocer de las 
infracciones de contrabando los órganos de la Administración aduanera de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, en la forma en que se disponga reglamentariamente. 2. Las resoluciones de 
los órganos administrativos aludidos en el punto anterior que resuelvan o pongan fin al expediente 
administrativo de contrabando podrán ser objeto de impugnación ante la vía económico-administrativa 
y, posteriormente, ante la jurisdicción contencioso-administrativa”. 
14
 En concreto, el artículo 12.2 de la L.O. 12/1995 precisa que “[L]os porcentajes aplicables a cada clase 
de infracción estarán comprendidos entre los límites que se indican a continuación: 1.º) Leves: el 200 y 
el 225 %, ambos incluidos. 2.º) Graves: el 225 y el 275 %. 3.º) Muy graves: el 275 y el 350 %, ambos 
incluidos. El importe mínimo de la multa será, en todo caso, de 1.000 euros”. 
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noviembre de 2000, como “la facilitación de la entrada ilegal de una persona en un 
Estado Parte del cual dicha persona no sea nacional o residente permanente con el fin 
de obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero u otro beneficio de orden 
material”. 
La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (en adelante, 
CP) tipifica el delito de la trata de seres humanos en el artículo 177 bis, de acuerdo con 
el cual, “será castigado […]como reo de trata de seres humanos,el que, sea en 
territorio español, sea desde España, en tránsito o con destino a ella, empleando 
violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de superioridad o de 
necesidad o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, la captare, 
transportare, trasladare, acogiere, recibiere o la alojare con cualquiera de las 
finalidades siguientes: 
a) La imposición de trabajo o servicios forzados, la esclavitud o prácticas 
similares a la esclavitud o a la servidumbre o a la mendicidad. 
b) La explotación sexual, incluida la pornografía. 
c) La extracción de sus órganos corporales”. 
Con todo, en el caso sometido a informe, cabe ya adelantar que no concurren los 
presupuestos para la apreciación del tipo penal en cuestión. En efecto, de entrada, se 
desconoce si concurrenlas finalidades a las que alude el precepto transcrito. Y si bien es 
cierto que el delito de trata de seres humanos se consuma una vez realizada la acción 
típica -independientemente de que se haya producido la situación concreta y efectiva de 
explotación laboral, sexual o de extracción de órganos corporales-en el supuesto de 
hecho que nos ocupa tampococonsta que medie violencia, intimidación, engaño o, en 
fin, abuso de autoridad15. 
En este orden de ideas,cabe traer a colación el artículo 313 del CP que, en sede 
de los delitos contra los derechos de los trabajadores, se refiere a la determinación o 
favorecimiento de la emigración mediante engaño16. En efecto, conforme al citado 
artículo 313 del CP incurre en dicho delito: “El que determinare o favoreciere la 
emigración de alguna persona a otro país simulando contrato o colocación, o usando 
de otro engaño semejante”. Para que se cumpla la conducta típica del precepto 
transcrito debe mediar engaño o simulación de contrato o colocación a la hora de 
favorecer a la migración yen el caso que examinamos se ignorasi los tripulantes del 
buque Pobre Mitrofán han sido objeto de tales simulaciones o engaños. 
Asimismo, se estima necesario tomar en consideración el artículo 318 bis del 
CP, a cuyo tenor: “el que, directa o indirectamente, promueva, favorezca o facilite el 
tráfico ilegal o la inmigración clandestina de personas desde, en tránsito o con destino 
a España, o con destino a otro país de la Unión Europea, será castigado con la pena de 
cuatro a ocho años de prisión”.El referido delito contra los derechos de los ciudadanos 
extranjeros ha sido objeto de análisis en la STS 582/2007, Sala de lo Penal,de 21 de 
junio de 2007(Roj: 4009/2007), que, en su fundamento jurídico tercero, precisa que se 
                                                           
15
 Cfr. MARTOS NUÑEZ, J.A., “El delito de trata de seres humanos: análisis del artículo 177 bis del 
Código penal”, en Revista de estudios penales y criminológicos, vol. XXXII, 2012, págs. 97-130. 
16
 Puede definirse la migración como un desplazamiento geográfico de individuos o grupos generalmente 
por causas económicas o sociales. Para un examen de conjunto de este tipo penal, vid., VIVES ANTÓN, 
TOMÁS S. (et al.), Derecho Penal. Parte Especial, 3ª ed., Tirant lo Blanch, 2010, págs. 556-
559. 
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trata de “un delito de mera actividad que se consuma por la realización de los actos de 
promover, favorecer o facilitar el tráfico ilegal o la inmigración clandestina de personas 
desde, en tránsito o con destino a España”; además, el citado pronunciamiento señala 
que “la conducta se describe […] de forma progresiva: promoción, que equivale a 
provocación, incitación o procurar su consecución; favorecimiento, integrado por 
cualquier acción de ayuda o apoyo al tráfico ilegal; y facilitar, que viene constituida por 
la remoción de obstáculos o prestación de medios para hacer posible el tráfico y que, en 
el fondo, no es más que una modalidad del favorecimiento. Podríamos decir que 
cualquier acción prestada al inicio o durante el desarrollo del ciclo emigratorio o 
inmigratorio y que auxilie a su realización en condiciones de ilegalidad está incluida en 
la conducta típica”; y, ya por último, la misma Sentencia declara que “basta con que se 
promueva, favorezca o facilite por cualquier medio la inmigración clandestina para que 
se consume el delito”. Así pues, a tenor de lo expuesto, cabe colegir que en el caso 
delbuquePobreMitrofán concurren todos los elementos del delito tipificado en el 
artículo 318 bis del CP dado que, por un lado, se favorece y facilita la migración 
clandestina de personas ayudando y poniendo los medios para hacer posible el tráfico 
ilegal de personas y, por otro, también existiría provocación puesto que se ha procurado 
la consecución del hecho. 
Dilucidada la cuestión precedente, procede ahora analizar la legalidad de 
laactuación de las autoridades españolas en lo que a la detención de los tripulantes del 
Pobre Mitrofán se refiere17. Como es sabido, la tripulación está conformada por seis 
nacionales de España, cuatro nacionales de Dinamarca, cuatro de Burkina Faso, dos 
nacionales de Perú y dos de Filipinas; sólo los españoles y los daneses pueden acreditar 
su identidad y su nacionalidad; y salvo los españoles, todos los demás alegan ser 
víctimas de un delito de tráfico ilícito de migrantes o migración clandestina. Por ello, se 
impone efectuar un tratamiento diferenciado en relación con la tripulación española, por 
un lado, la tripulación danesa y el resto de los tripulantes que pueden ser víctima del 
referido delito, por otro. 
En lo que atañe a los tripulantes españoles, la controversia de su detención 
entronca, en primer lugar, con la existencia de un presunto delito de contrabando. A este 
respecto, cabe reiterar las consideraciones efectuadas en el apartado precedente de este 
informe y, con base en las mismas, concluir que no se está en presencia de un delito de 
contrabando, sino ante una infracción administrativa de contrabando. Pues bien, sentado 
lo anterior, resulta aquí determinante lo dispuesto en el artículo 495 de la LECrim; y 
                                                           
17Con carácter general, la detención se puede definir como una medida cautelar y personal, que se 
caracteriza por limitar a una persona su derecho de libertad para ponerla a disposición judicial.El artículo 
17 de la CE establece las garantías con arreglo a las cuales se ha de llevar a cabo la detención.Según el 
citado precepto de laCE: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser 
privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la 
forma previstos en la ley. 
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de 
las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de 
setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial. 
3.Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de 
sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la 
asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley 
establezca. 
4.La ley regulará un procedimiento de "habeas corpus" para producir la inmediata puesta a disposición 
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de 
duración de la prisión provisional”. 
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ello por cuanto que establece la prohibición de realizar una detención en supuestos de 
meras faltas. 
Habiendo descartado el delito de contrabando como fundamento de la detención 
de los tripulantes españoles, se atenderá, en segundo lugar, a la existencia de un 
presunto delito de tráfico de migrantes. En lo que a este hecho se refiere,el artículo 
492.1ºde la LECrim obliga a las autoridades a detener a cualquiera que se halle en 
alguno de los casos del artículo 490 del propio Cuerpo legal, entre los que cabe 
destacarlos contemplados en los apartados primero (“al que intentare cometer un delito, 
en el momento de ir a cometerlo”) y segundo (“al delincuente, «in fraganti»”). 
Para determinar la consumación y participación de los tripulantes españoles en el 
delito cabe referirse,de nuevo, a la STS 582/2007, de 21 de junio de 2007, en cuyo 
fundamento jurídico tercero el Tribunal Supremo declara lo siguiente: “es suficiente la 
participación del infractor en alguna de las múltiples tareas que convergen para llevar a 
cabo la acción para cumplir la previsión normativa, por lo que pueden incluirse 
conductas tales como la financiación de la operación, la actuación como intermediario, 
transportista, piloto de embarcación, o a facilitación de ésta, etc. Ello implica que sea 
irrelevante que los inmigrantes lleguen a acceder a la península o islas o no se concluya 
la operación por causa de intervención de la policía judicial o por razón de naufragio, 
por cuanto el delito se consuma por la realización de los actos de promoción, 
favorecimiento o facilitación, sin exigir que se consiga llegar clandestinamente a 
territorio español (v. SSTS de 5 de febrero de 1998, y de 16 de julio de 2002)”. 
Así pues, a la vista de lo expuesto, la detención del patrón de la embarcación 
estaría justificada y se habría realizado legalmente, puesto que por el hecho de ser 
patrón del buque Pobre Mitrofán cabe entender que ha colaborado para llevar a cabo la 
acción constitutiva del delito y, además ha sido abordado por los agentes in fraganti.Los 
restantes tripulantes españoles pueden ser colaboradores o coparticipes del referido 
delito, ya que es necesaria la existencia de tripulación para su consecución; por tanto su 
detención también estaríaautorizada, dado que tendrían la condición de delincuentes in 
fraganti. 
Por último, por lo que respecta a la puesta a disposición judicial de los 
tripulantes españoles a la llegada al puerto de Burela, la actuación de las autoridades 
españolas sería conforme a tenor de lo establecido en el artículo 496 de la LECrim18. 
En cuanto a la detención de los tripulantes daneses, éstos como ciudadanos 
comunitarios están sometidos a un régimen especial, resultando cuestionable el hecho 
de que pudieran ser víctimas del delito de tráfico de migrantes. En este contexto, debe 
tenerse en cuenta que Dinamarca, en cuanto Estado miembro de la Unión Europea, ha 
ratificado el Convenio de Schengen, en virtud del cual los Estados signatarios han 
suprimido los controles en las fronteras interiores (entre ellos) y traslado estos controles 
a las fronteras exteriores (con países terceros); en otros términos, mediante este 
Convenio se establece un espacio común o espacio de Schengen, que tiene como 
                                                           
18
 A tenor de los establecido en el citado precepto: “El particular, Autoridad o agente de Policía judicial 
que detuviere a una persona en virtud de lo dispuesto en los precedentes artículos, deberá ponerla en 
libertad o entregarla al Juez más próximo al lugar en que hubiere hecho la detención dentro de las 
veinticuatro horas siguientes al acto de la misma. Si demorare la entrega, incurrirá en la 
responsabilidad que establece el Código Penal, si la dilación hubiere excedido de veinticuatro horas”. 
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objetivos la supresión de fronteras, la seguridad, la inmigración y la libre circulación de 
personas19. 
Por otra parte, a los fines de concretar el sujeto pasivo del delito de tráfico ilícito 
de migrantes, como pone de manifiesto LÓPEZ CERVILLA20, es posible distinguir en la 
doctrina dos posiciones contrapuestas: por un lado, están aquellos autores que 
consideran que el sujeto pasivo del delito es el Estado; por otro, la doctrina mayoritaria, 
para quien el sujeto pasivo seríanlos extranjeros, entendiendo por tales, ex artículo 1 de 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre los derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, “a los que carezcan de la nacionalidad 
española”. 
Al hilo de lo expuesto, y poniéndolo en relación con la cuestión de que los 
tripulantes daneses pudieran ser víctimas del delito de tráfico ilícito de migrantes, algún 
autor considera que la noción extranjero abarca también a los comunitarios, de modo 
que cabría concluir, a su juicio, que los ciudadanos de los países miembros de la Unión 
Europea, entre ellos Dinamarca, pueden ser sujetos pasivos del referido delito21. Sin 
embargo, en contraposición a lo expuesto, cabría invocar lo dispuesto en los apartados 2 
y 3 del mencionado artículo 1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, a cuyo tenor: 
“2. Lo dispuesto en esta Ley se entenderá, en todo caso,sin perjuicio de lo establecido 
en leyes especiales y en los Tratados internacionales en los que España sea parte. 3. 
Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea y aquellos a quienes sea 
de aplicación el régimen comunitario se regirán por la legislación de la Unión 
Europea, siéndoles de aplicación la presente Ley en aquellos aspectos que pudieran ser 
más favorable”.De este modo, se deduce que los ciudadanos comunitarios no podrán 
ser sujetos pasivos del delito al ostentar el derecho a la libre circulación22. 
En suma, en la medida en que los tripulantes daneses son ciudadanos 
comunitarios procedentes de un país que, al igual que España, forma parte del espacio 
Schengeny ostentan, por ello, la libre circulación dentro del citado espacio,no podemos 
considerarlos víctimas de un delito de tráfico ilícito de migrantes. Antes bien, los 
ciudadanos daneses podrían ser cómplices del referido delito, razón por la cual podrían 
ser detenidos por las autoridades españolas. 
                                                           
19
 En la actualidad forman parte del territorio de Schengen los siguientes países: Alemania, Austria, 
Bélgica, Dinamarca, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Holanda, Hungría, Islandia, 
Italia, Letonia, Liechtenstein, Lituania, Luxemburgo, Malta, Noruega, Polonia, Portugal, República 
Checa, República Eslovaca, Suecia y Suiza. 
20
 LÓPEZ CERVILLA, J.M., “Tráfico ilícito de personas. La reforma del artículo 318 bis del Código 
penal (I)”, en Boletín del Ministerio de Justicia, núm. 1977, 2004, págs. 15 y 16. 
21
 Así lo considera SERRANO-PIEDECASAS, citado por LÓPEZ CERVILLA, J.M., “Tráfico ilícito de 
personas,…”,op. et loc.cit. 
22
 Como señala RODRÍGUEZ MESA (citado por LÓPEZ CERVILLA, J.M., “Tráfico ilícito de 
personas,…”, op. et loc.cit.) “son los extranjeros que no reúnen los requisitos establecidos por la Ley para 
su entrada o permanencia en España los únicos que pueden ver afectados los derechos que el 
ordenamiento jurídico reconoce a los ciudadanos extranjeros y en consecuencia, son estos los potenciales 
sujetos pasivos del delito”. En este orden de ideas, por gozar del derecho a la libre circulación, han de 
excluirse como sujetos pasivos a los nacionales de países del Espacio Económico Europeo (Noruega, 
Islandia y Liechtenstein) y a los ciudadanos de la Confederación Suiza (Acuerdo de 21 de junio de 1999 
entre la Comunidad Europea y la Confederación Suiza sobre libre circulación de personas y Disposición 
Adicional primera del Real Decreto 178/2003, de 14 de febrero sobre Entrada y permanencia en España 
de nacionales de Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo). 
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Y en lo que atañe a la detención de los tripulantes nacionales de Burkina Faso, 
de Perú y de Filipinas, debemos acudir al Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes 
por tierra, mar y aire, que sienta las pautas básicas de actuación de los Estados ante 
situaciones como la del presente caso. Así, debe tenerse en cuenta que, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 5 del referido Protocolo, los migrantes, por el hecho de haber 
sido víctimas de tráfico ilícito, no estarían sujetos a enjuiciamiento penal;con todo, en el 
caso sometido a informe, no se hace mencióna enjuiciamiento alguno, por lo quela 
actuación de las autoridades españolas no supone una infracción de lo establecido en el 
citado artículo 5 del Protocolo. 
Continuando con el examen de la cuestión, debe tomarse en consideración el 
artículo 16 del Protocolo, que arbitra una serie de medidas de protección y asistencia a 
las personas que hubieran sido víctimas, entre otros, de un delito de tráfico ilícito de 
migrantes. De las medidas contempladas, en lo que aquí importa, cabe destacar las 
establecidas en los apartados 4 y 5 del referido precepto. A tenor de lo dispuesto en el 
artículo 16.4 del Protocolo, “los EstadosParte tendrán en cuenta las necesidades 
especiales de las mujeres y los niños”; en el caso del buque Pobre Mitrofán, por lo 
menos, un tripulante es mujer y dos son niñas menores de edad y se hace referencia a la 
petición de asilo y de prestaciones a la Seguridad Social, de modo que, a través de su 
reconocimiento, es posible entender que se atienden esas necesidades especiales a las 
que se acaba de aludir. A su vez, en su apartado 5, el artículo 16 del 
Protocolocontemplaque en los supuestos en que se proceda a la detención de personas 
que hayan sido objeto de conductas como el tráfico ilícito de migrantes “cada Estado 
Parte cumplirá las obligaciones contraídas con arreglo con arreglo a la Convención de 
Viena sobre Relaciones Consulares, cuando proceda, incluyendo la de informar sin 
demora a la persona afectada sobre las disposiciones relativas a la notificación del 
personal consular y a la comunicación con dicho personal”23. En el caso que nos 
ocupa, no consta que los tripulantes indocumentados hubiesen solicitado comunicación 
alguna con el consulado, pero ello no obsta para que debieran haber sido informados de 
esa posibilidad,extremo que no acontece en el supuesto analizado y que determina que 
la actuación de las autoridades españolas suponga, en relación con el extremo indicado, 
una infracción del Protocolo. 
Igualmente relevante pudiera ser el artículo 18.3 del mencionado Protocolo, 
atinente a las distintas formas de repatriación, de acuerdo con el cual “[A]petición del 
Estado Parte receptor [en nuestro caso sería España], todo Estado Parte requerido 
verificará, sin demora indebida o injustificada, si una persona que ha sido objeto[de 
tráfico ilícito de migrantes] es nacional de ese Estado Parte o tiene derecho de 
residencia permanente en su territorio”. En el caso del buque Pobre Mitrofán, la 
petición sería posible porque Burkina Faso, Perú y Filipinas han ratificado el Protocolo 
contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire; por tanto, como los 
tripulantes estaban indocumentados, España debía haber requerido a esos Estados para 
la verificación de su nacionalidad y, en su caso, facilitar su repatriación. 
                                                           
23
 A tenor de lo establecido en el artículo 36.b) de la Convención de Viena sobre relaciones consulares de 
24 de abril de 1963: “si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor 
deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, en su 
circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto 
en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arrestada, 
detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora por dichas autoridades, 
las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada acerca de los derechos que se le 
reconocen en este apartado”. 
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Además,confundamentoen el apartado 4 del propio artículo 18 del Protocolo, los 
Estados mencionados, previa solicitud del Estado receptor (España), deberán expedir los 
documentos de viaje o autorización para reingresar en su territorio. 
Finalmente, en relación con la situación de los tripulantes procedentes de 
Burkina Faso, Perú y Filipinas, en cuanto víctimas de un delito de tráfico ilícito de 
migrantes, habría que atender a lo dispuesto en el artículo 59 de la ya mencionadaLey 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de acuerdo con el cual, “el extranjero que se 
encuentre irregularmente en España y sea víctima, perjudicado o testigo de un acto de 
tráfico ilícito de seres humanos, inmigración ilegal, explotación laboral o de tráfico 
ilícito de mano de obra o de explotación en la prostitución abusando de su situación de 
necesidad, podrá quedar exento de responsabilidad administrativa y no será expulsado 
si denuncia a los autores o cooperadores de dicho tráfico, o coopera y colabora con las 
autoridades competentes, proporcionando datos esenciales o testificando, en su caso, 
en el proceso correspondiente contra aquellos autores”. 
Haciendo aplicación del precepto transcrito al caso concreto, no cabría 
descartar,por parte de los tripulantes de Burkina Faso, Perú y Filipinas, que hubiera 
existidodicha cooperación con las autoridades españolas, toda vez que aquéllos 
presentan una solicitud de asilo alegando ser víctimas de una trama de tráfico ilícito de 
migrantes y presumiblemente acusando de ello al patrón del barco. Por tanto,con base 
en lo establecido en el mencionado artículo 59 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, lostripulantes burkineses, peruanos y filipinos quedarían exentos de 
responsabilidad administrativa y no serían expulsados. En este orden de ideas, no existe 
constancia de apertura de procedimiento administrativo algunotendente a la expulsión 
de los tripulantes reseñados; por tanto, se colige la legalidad de la actuación de las 
autoridades españolas en este punto. 
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III. INFORME SOBRE LAS SOLICITUDES DE ASILO 
La segunda cuestión sobre la que se solicita informe razonado versa sobre la 
concesión o, en su caso, denegación del asilo solicitado por los tripulantes del buque 
Pobre Mitrofán nacionales de Burkina Faso, Perú, Filipinas y Dinamarca, que alegan 
ser víctimas de un delito de tráfico de migrantes. 
Antes de hacer un análisis pormenorizado de la cuestión a tratar cabe 
contextualizar la institución del asilo así como su regulación en la legislación española. 
El derecho de asilose encuentra recogido en el artículo 13.4 de la CE,de acuerdo con el 
cual “la Ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los 
apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España”; se trata,pues, de un derecho 
de configuración legal cuyo contenido y alcance depende de la concreta Ley que lo 
regule.Con todo, debe advertirse que el derecho de asilo tieneun contenido mínimo y 
esencial representado por el estatutodel refugiado en la Convención de Ginebra de 28 de 
julio de 1951, que es de aplicación en España y que, por tanto, ha de ser respetado por la 
regulación nacional del asilo.En otros términos, el estatuto internacionalmente admitido 
de los refugiados constituye un límite infranqueable para el legislador estatal, lo que no 
es sino consecuencia de lo establecido en el artículo 10.2 de la CE, de acuerdo con el 
cual, los derechos y libertades han de ser interpretadosde conformidad con los Tratados 
Internacionales de las mismas materias ratificados por España; cláusula constitucional 
que se aplica a todos los derechos contenidos en el Título I de la Constitución, entre los 
que figura el derecho de asilo. 
El asilo es básicamente el procedimiento para determinar si concurren las 
circunstancias que conllevan al reconocimiento de la protección internacional del 
refugio por un país. La decisión no puede ser soberana ni discrecional y el 
procedimiento debe estar sometido a los principios constitucionales del proceso 
recogidos en el artículo 24 de la CE. 
El derecho de asilo en la legislación española viene regulado en la Ley 12/2009, 
de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 
Elartículo2 de la citada Ley define el derecho de asilo como “la protección dispensada 
a los nacionales no comunitarios o a los apátridas a quienes se reconozca la condición 
de refugiado en los términos definidos en el artículo 3 de esta Ley y en la Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951, y su 
Protocolo, suscrito en Nueva York el 31 de enero de 1967”. 
En este orden de ideas, cabe mencionar que el artículo 1A de la citada 
Convención de Ginebra define el término “refugiado” como la persona que “debido a 
fundados temores de ser perseguido por motivos de raza, religión, pertenencia a un 
determinado grupo social u opiniones políticas se encuentra fuera del país de su 
nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la 
protección de tal país…”. Correlativamente el artículo 3 de la Ley 12/2009 establece 
como causas que otorgan a una persona la condición de refugiado las siguientes: 
1. Se reconoce la condición de refugiado a toda persona que“debido a 
fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia a determinado grupo social, 
de género u orientación sexual, se encuentra fuera del país de su 
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nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a 
la protección de tal país”. 
2. También se reconoce la condición de refugiado al “apátrida que, 
careciendo de nacionalidad y hallándose fuera del país donde antes tuviera 
su residencia habitual, por los mismos motivos no puede o, a causa de 
dichos temores, no quiere regresar a él”. 
En ambos casos debe cumplirse la condición recogida en el propio artículo 3 de 
la Ley 12/2009de no estar incurso en alguna de las causas de exclusión del artículo 8 o 
de las causas de denegación o revocación del artículo 9 de la Ley. 
Así pues, en una primera aproximación, cabe concluir que el concepto de 
refugiado es unitario y que Ley española se limita a regular el asilo como un 
procedimiento partiendo del concepto de refugiado de la Convención de Ginebra. 
Por lo que respecta a los elementos integrantes del derecho de asilo, su análisis 
puede acometerse tanto desde la perspectiva del Derecho europeo24, como desde el 
plano de la normativa interna, pero bien entendido que ésta trae causa de aquél25. Así las 
cosas, los referidos elementos se pueden concretar en los tres siguientes: el acto 
persecutorio, el agente persecutorio y los motivos de persecución. 
En relación con el acto persecutorio, únicamente existe consenso en cuanto a la 
interpretación que del concepto de “persecución” hace el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (en adelante, ACNUR), entendiendo por tal “toda 
amenaza contra la vida o la libertad así como otras violaciones graves de derechos 
humanos”. 
El artículo 6 de la Ley 12/2009, en consonancia con lo previsto en el artículo 9 
de la Directiva 2004/83/CE, enumera los actos de persecución en los siguientes 
términos: 
“1. Los actos en que se basen los fundados temores a ser objeto de persecución 
en el sentido previsto en el artículo 3 de esta Ley, deberán: 
a) ser suficientemente graves por su naturaleza o carácter reiterado como para 
constituir una violación grave de los derechos fundamentales, en particular los 
derechos que no puedan ser objeto de excepciones al amparo del apartado segundo del 
artículo 15 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales, o bien 
b) ser una acumulación lo suficientemente grave de varias medidas, incluidas 
las violaciones de derechos humanos, como para afectar a una persona de manera 
similar a la mencionada en la letra a). 
2. Los actos de persecución definidos en el apartado primero podrán revestir, 
entre otras, las siguientes formas: 
                                                           
24
 En este sentido, la normativa de referencia está constituida por la Directiva 2004/83/CE del Consejo, de 
29 de abril de 2004, por la que se establecen normas mínimas relativas a los requisitos para el 
reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como refugiados o personas que 
necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de la protección concedida. 
25Cfr. MERINO SANCHO, V.M., Tratamiento Jurídico de las Demandas de Asilo por Violencia contra 
las Mujeres en el Ordenamiento Jurídico Español: Perspectivas y Prospectivas, Editorial 
CivitasThomson Reuters, 2012, págs.216 a 225. 
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a) actos de violencia física o psíquica, incluidos los actos de violencia sexual; 
b) medidas legislativas, administrativas, policiales o judiciales que sean 
discriminatorias en sí mismas o que se apliquen de manera discriminatoria; 
c) procesamientos o penas que sean desproporcionados o discriminatorios; 
d) denegación de tutela judicial de la que se deriven penas desproporcionadas o 
discriminatorias; 
e) procesamientos o penas por la negativa a prestar servicio militar en un 
conflicto en el que el cumplimiento de dicho servicio conllevaría delitos o actos 
comprendidos en las cláusulas de exclusión establecidas en el apartado segundo del 
artículo 8 de esta Ley; 
f) actos de naturaleza sexual que afecten a adultos o a niños. 
3. Los actos de persecución definidos en el presente artículo deberán estar 
relacionados con los motivos mencionados en el artículo siguiente”26. 
En cuanto al agente persecutorio, éste debe tener carácter público, en el sentido 
de que los poderes públicos intervienen por acción u omisión, basándose la protección 
en el hecho de la negación o incapacidad del país para proteger al solicitante del asilo. 
En este sentido, a tenor de lo establecido en el artículo 13 de la Ley 12/2009, los 
posibles “agentes de persecución” son: el Estado, los partidos u organizaciones que 
controlen al Estado o una parte considerable de su territorio así como agentes no 
estatales, en caso de que los agentes antes mencionados, incluyendo las organizaciones 
internacionales, no puedan o no quieran proporcionar protección efectiva contra la 
persecución o los daños graves27. En este orden de ideas, el artículo 14 de la Ley 
12/2009, se refiere a los denominados “agentes de protección”, que no son definidos, en 
cambio, en la Convención de 1951; de acuerdo con el artículo citado, son agentes de 
protección: el Estado o los partidos u organizaciones internacionales, que controlan el 
Estado o una parte considerable de su territorio.Por lo que respecta al concepto de 
protección, el propio artículo 14.2 de la Ley 12/2009 establece que existe protección 
cuando “los agentes mencionados […]adopten medidas razonables y efectivas para 
impedir la persecución o el padecimiento de daños graves, tales como el 
establecimiento de un sistema jurídico eficaz para la investigación, el procesamiento y 
la sanción de acciones constitutivas de persecución o de daños graves, y siempre que el 
solicitante tenga acceso efectivo a dicha protección”28. 
Finalmente, en lo que concierne a los motivos de persecución, debe tenerse 
presente que, conforme a lo dispuesto en el artículo 6.3 de la Ley 12/2009, los actos de 
persecución definidos previamente deberán estar relacionados con los motivos del 
artículo 7, a cuyo tenor: 
“1. Al valorar los motivos de persecución se tendrán en cuenta los siguientes 
elementos: 
a) el concepto de raza comprenderá, en particular, el color, el origen o la 
pertenencia a un determinado grupo étnico; 
                                                           
26
 Tanto el artículo 6 de la Ley 12/2009 como el artículo 9 de la Directiva 2004/83/CE efectúan una 
remisión al artículo 15 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos, que se refiere 
de manera específica al derecho a la vida, a la prohibición de la tortura y los tratos inhumanos y 
degradantes, a la prohibición de la esclavitud y al respeto al principio de legalidad. 
27
 En el mismo sentido, cfr. artículo 6 de la Directiva 2004/83/CE. 
28
 Cfr. artículo 7 de la Directiva 2004/83/CE. 
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b) el concepto de religión comprenderá, en particular, la profesión de creencias 
teístas, no teístas y ateas, la participación o la abstención de hacerlo, en cultos 
formales en privado o en público, ya sea individualmente o en comunidad, así como 
otros actos o expresiones que comporten una opinión de carácter religioso, o formas de 
conducta personal o comunitaria basadas en cualquier creencia religiosa u ordenadas 
por ésta; 
c) el concepto de nacionalidad no se limitará a poseer o no la ciudadanía, sino 
que comprenderá, en particular, la pertenencia a un grupo determinado por su 
identidad cultural, étnica o lingüística, sus orígenes geográficos o políticos comunes o 
su relación con la población de otro Estado; 
d) el concepto de opiniones políticas comprenderá, en particular, la profesión 
de opiniones, ideas o creencias sobre un asunto relacionado con los agentes 
potenciales de persecución y con sus políticas o métodos, independientemente de que el 
solicitante haya o no obrado de acuerdo con tales opiniones, ideas o creencias; 
e) se considerará que un grupo constituye un grupo social determinado, si, en 
particular: 
– las personas integrantes de dicho grupo comparten una característica innata o 
unos antecedentes comunes que no pueden cambiarse, o bien comparten una 
característica o creencia que resulta tan fundamental para su identidad o conciencia 
que no se les puede exigir que renuncien a ella, y 
– dicho grupo posee una identidad diferenciada en el país de que se trate por 
ser percibido como diferente por la sociedad que lo rodea o por el agente o agentes 
perseguidores. 
En función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye en 
el concepto de grupo social determinado un grupo basado en una característica común 
de orientación sexual o identidad sexual, y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos 
puedan dar lugar a la aplicación del presente artículo. En ningún caso podrá 
entenderse como orientación sexual, la realización de conductas tipificadas como delito 
en el ordenamiento jurídico español. 
Asimismo, en función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se 
incluye a las personas que huyen de sus países de origen debido a fundados temores de 
sufrir persecución por motivos de género y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos 
puedan dar lugar a la aplicación del presente artículo. 
2. En la valoración acerca de si la persona solicitante tiene fundados temores a 
ser perseguida será indiferente el hecho de que posea realmente la característica 
racial, religiosa, nacional, social o política que suscita la persecución, a condición de 
que el agente de persecución se la atribuya”29. 
Una vez analizados los elementos del derecho de asilo, cabe detenerse ahora en 
el procedimiento de solicitud, lo que requiere determinar, por un lado, los órganos 
competentes para su resolución y, por otro, los concretos trámites que deben seguir los 
solicitantes.Así las cosas, la solicitud deberá presentarse mediante comparecencia 
personal, tal y como se desprende de lo establecido en el artículo 17.1 de la Ley 
12/2009, en los lugares determinados en los reglamentos; a saber: 
- La Oficina de Asilo y Refugio (OAR). 
- Las Oficinas de Extranjeros. 
                                                           
29
 En términos sustancialmente idénticos, cfr. artículos 9.3 y 10 de la Directiva 2004/83/CE. 
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- Las Comisarías Provinciales de Policía o Comisarías de distrito que se 
señalen mediante Orden del Ministro de Justicia e Interior. 
Efectuada la solicitud de asilo, los solicitantes deben de ser informados de los 
derechos que se derivan de la propia solicitud, tales como el derecho a asistencia 
jurídica gratuita e intérprete,atención sanitaria, posibilidad de contactar con el ACNUR 
o, en fin, a recibir las prestaciones sociales específicas a las que tienen acceso por su 
condición de solicitante de protección internacional (cfr. art. 18 de la Ley 12/2009)30. 
Los efectos que se desprenden de la solicitud de asilo vienen recogidos en el 
artículo 19 de la Ley 12/2009 y pueden, en esencia,cifrarse en los siguientes: 
- El extranjero solicitante no podrá ser retornado, devuelto o expulsado hasta 
la resolución de su solicitud. 
- Se suspenderá la ejecución de cualquier proceso de extradición hasta la 
resolución de la solicitud. 
- Se inicia el cómputo de plazos para el trámite de la solicitud. 
- Nace el derecho a reunirse con un abogado en las dependencias de los 
puestos fronterizos o en los centros de internamiento de extranjeros. 
En cuanto a la competencia para la resolución de la solicitud de asilo, cabe decir 
que corresponde al Ministro de Justicia e Interior, quien denegará o concederá el asilo. 
Contra dicha resolución podrá interponerse recurso ante las Salas Contencioso 
Administrativo de la Audiencia Nacional, cuyas sentenciaspueden ser objeto de recurso 
de casación ante las Salas de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 
Por último, a los fines de clarificar en qué forma y condiciones ha de obrar la 
Administración para que su actuación en materia de asilo se ajuste al ordenamiento 
jurídico, resulta inexcusable traer a colación la síntesis que de la jurisprudencia 
formulada al respecto se contiene en el fundamento jurídico segundo de la Sentencia de 
la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso (sección 2.ª), de 27 de noviembre de 
2014(Roj: 4698/2014) y que ha sido objeto de reiteración en el fundamento jurídico 
cuarto de la Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso (sección 2.ª),de 
27 de noviembre de 2014 (Roj: 4569/2014). A tenor de lo establecido en los referidos 
pronunciamientos, la doctrina en cuestión, que, aunque parece tener como referente la 
Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de 
refugiado,mutatismutandi puede considerarse sustancialmente vigente,se concreta en los 
siguientes términos: 
“a) El otorgamiento de la condición de refugiado no es una decisión arbitraria ni 
graciable. 
b) Para determinar si la persona ha de tener la condición de refugiado no basta 
ser emigrante, ha de existir persecución. 
c) El examen y apreciación de las circunstancias que determinan la protección 
no ha de efectuarse con criterios restrictivos, so pena de convertir la prueba de las 
mismas en difícil, si no imposible, por lo que ha de bastar la convicción racional de la 
realidad de tales circunstancias para que se obtenga la declaración pretendida, lo que 
recoge la propia Ley en su artículo 8 bajo la expresión «indicios suficientes». 
                                                           
30Cfr. ORTEGA MARTÍN, E.,ManualprácticodeDerechodeExtranjería, 4.ª ed., Editorial La Ley, Madrid, 
2010, pág. 802. 
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d) Tampoco puede bastar para obtener la condición de refugiado las meras 
alegaciones de haber sufrido persecución por motivos carentes de toda verosimilitud o 
no avaladas siquiera por mínimos indicios de ser ajustadas a la realidad. Ya la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 19 de junio de 1989 señalaba que para la concesión del 
derecho de asilo no es necesaria una prueba plena de que el solicitante haya sufrido en 
su país de origen persecución por razones de raza, etnia, religión, pertenencia a un 
grupo social específico, opiniones o actividades políticas o de cualquiera de las otras 
causas que permiten el otorgamiento de asilo, bastando que existan indicios suficientes, 
según la naturaleza de cada caso, para deducir que se da alguno de los supuestos 
establecidos en los números 1 a 3 del artículo 3 de la Ley 5/84. Pero es necesario que, al 
menos, exista esa prueba indiciaria, pues de otro modo todo ciudadano de un país en 
que se produzcan graves trastornos sociales, con muerte de personas civiles y ausencia 
de protección de los derechos básicos del hombre, tendría automáticamente derecho a la 
concesión del asilo, lo que no es, desde luego, la finalidad de la institución. 
e) Debe existir, además de persecución, un temor fundado y racional por parte 
del interesado para quedar acogido a la situación de refugiado”. 
Una vez analizado el régimen del derecho de asilo, procede en este momento 
enjuiciar la eventual denegación o concesión del mismo para los integrantes de la 
tripulación del buque Pobre Mitrofán que así lo solicitan.A tal fin, debe tenerse presente 
que todos los peticionarios basan su solicitud de asilo en la alegación genérica de ser 
víctimas de un delito de tráfico de migrantes. Mas, en relación con ello, cabe ya advertir 
que la cuestión de fondo ha de ser enjuiciada a la luz de otros criterios también 
presentes en el supuesto de hecho, como son la nacionalidad y los concretos motivos 
invocados por los solicitantes. En efecto, de entrada, cabe ya adelantar que las 
solicitudes de los ciudadanos daneses, en la medida en que Dinamarca es un país 
integrante de la Unión Europea, deben ser objeto de consideración autónoma. Por otra 
parte, desde un punto de vista sistemático, se considera que las solicitudes de los 
tripulantes de Burkina Faso deben ser también objeto de un tratamiento individualizado, 
toda vez que, a diferencia de lo que ocurre con los tripulantes de Perú y de Filipinas, 
que se limitan a alegar, como ya se ha indicado, el tráfico ilícito de migrantes como 
fundamento de su petición, los burkinesesbasan también la suya en el temor de que sus 
dos hijas menores de edadpudiesen sufrir la mutilación genital en su pueblo natal. 
Efectuadas las consideraciones precedentes, en cuanto al modo de proceder, se 
estudiará si los sujetos en cuestión ostentan la condición de refugiado, si cumplen los 
motivos recogidos en los preceptos anteriormente expuestos y si no se encuentran 
incursos en causas de denegación o exclusión. 
Así las cosas, en lo que atañe a los ciudadanos daneses, cabe llamar la atención 
sobre la circunstancia de que el artículo 2 de la Ley 12/2009, como se ha tenido ocasión 
de señalar, prevé que la protección del derecho de asilo se otorgue a nacionales no 
comunitarios que ostenten la condición de refugiado. 
Por otra parte, como ya se ha indicado, Dinamarca es miembro del espacio 
Schengen desde el año 1995;espacio basado en el Convenio de Schengen de 1985, que 
permite la libre circulación de personas. Y también es ciertoque Dinamarca puede 
decidir sobre la aplicación de nuevas medidas en relación con los contenidos del Título 
V de la Tercera Parte del Tratado de funcionamiento de la Unión Europea, entre los 
cuales se incluye el asilo. Sin embargo, en lo que aquí resulta de interés, resulta 
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determinante el Protocolo (nº 24) sobre asilo a nacionales de los Estados miembros de la 
UE, que consta de un único artículo en el que se dispone que sólo se considerará o 
admitirá la solicitud de asilo efectuada por un Estado miembro en los siguientes casos: 
“a) si el Estado miembro del que el solicitante es nacional procede, después de 
la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam, amparándose en las disposiciones del 
artículo 15 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, a adoptar medidas que establezcan en su territorio 
excepciones a sus obligaciones con arreglo a dicho Convenio; 
b) si se ha iniciado el procedimiento mencionado en el artículo 7, apartado 1, 
del Tratado de la Unión Europea y hasta que el Consejo o, en su caso, el Consejo 
Europeo adopte una decisión al respecto en relación con el Estado miembro del que es 
nacional el solicitante; 
c) si el Consejo ha adoptado una decisión de conformidad con el apartado 1 del 
artículo 7 del Tratado de la Unión Europea respecto al Estado miembro del que es 
nacional el solicitante, o si el Consejo Europeo, de conformidad con el apartado 2 del 
artículo 7 de dicho Tratado, ha adoptado una decisión respecto al Estado miembro del 
que es nacional el solicitante; 
d) si un Estado miembro así lo decidiera unilateralmente respecto de la solicitud 
de un nacional de otro Estado miembro; en este caso, se informará inmediatamente al 
Consejo. La solicitud se atenderá basándose en la presunción de que es 
manifiestamente infundada sin que afecte en modo alguno, cualesquiera puedan ser los 
casos, a la facultad de toma de decisiones del Estado miembro”. 
Así pues, sobre la base de lo expuesto, dado que no se cumplen los presupuestos 
a los que el citado Protocolo supedita la concesión de asilo de los nacionales de los 
Estados miembros de la Unión Europea (en este caso, Dinamarca), las solicitudes de los 
tripulantes daneses han de ser desestimadas. Además de no cumplirse tampoco no se 
cumplen los motivos ni los fundados temores de persecución en el país de origen de los 
artículos 6 y 7 citada Ley 12/2009. 
En cuanto a las peticiones de los ciudadanos procedentes de Filipinas y Perú 
cabe señalar, de entrada, que del supuesto fáctico no se desprende que en sus países de 
origen hubiese persecuciones por motivos de “raza, religión, nacionalidad, pertenencia 
a determinado grupo social u opiniones políticas” (art. 2 de la Ley 12/2009). De igual 
modo, el hecho dehaber sido víctimas de un delito de tráfico de migrantes, que es el 
único en el que se sustentan las solicitudes, tampoco constituye por sí mismo un motivo 
de persecución a tenor de lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley 12/2009. A mayor 
abundamiento, tampoco se considera verosímil que tanto en Filipinas como en Perú 
exista riesgo de persecución toda vez que no son considerados internacionalmente 
Estados “peligrosos o inestables”. Esta conclusión vendría abonada por los siguientes 
hechos: no existen en la actualidad conflictos internos que produzcan inestabilidad 
política; son Estados en los que se respetan los derechos humanos y que se encuentran 
adheridos a instrumentos internacionales; y, por último, se trata deEstados en los que 
existen instituciones democráticas y en los que se garantiza el pluralismo político, el 
sistema electoral y las instituciones jurídicas de protección. 
Atendiendo a los argumentos expuestos, las solicitudes de los tripulantes 
filipinos y peruanos también deberían ser desestimadas. Con todo, debe tomarse en 
consideración la incidencia que sobre la cuestión pudiera tener la aplicación del artículo 
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59 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, atinente a la colaboración contra redes 
organizadas31. Y es que si los tripulantes filipinos y peruanos fueran finalmente 
considerados víctimas de delito de tráfico de migrantes y denunciasen a los autores, 
cooperando y colaborando con las autoridades competentes, proporcionando datos y 
testificando en la causa que contra aquéllos se incoase, quedarían exentos de 
responsabilidad administrativa y no se acordaría la expulsión del territorio, de modo que 
se les daría la opción de retornarlos de forma asistida a su país de origen o bien se les 
otorgaría autorización administrativa de residencia y trabajo. 
Por último, resta por examinar la solicitud de asilo de los ciudadanos naturales 
de Burkina Faso, la Sra. Amina, el Sr. Thomas y sus hijas Laina y Alimaquienes, de 
manera específica, alegan huir de su país de origen debido al temor de que las hijas 
menores de edad sufran la mutilación genital. 
Así las cosas, en primer término, debemos dilucidar si los citados solicitantes 
pueden ostentar la condición de refugiados, lo que implica, a su vez, pronunciarse sobre 
la consideración de la mutilación genital como motivo de persecución, en general, y 
dentro de éstos, como motivo de persecución de “género”, en particular. 
El “género” como motivode persecución no viene regulado expresamente en la 
Convención de Ginebra, si bien sería susceptible de ser encuadrado en el marco de los 
motivos de persecución por pertenencia a un determinado grupo social. Son muchos los 
                                                           
31
 Conforme al mencionado artículo 59 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero: “1. El extranjero que 
se encuentre irregularmente en España y sea víctima, perjudicado o testigo de un acto de tráfico ilícito 
de seres humanos, inmigración ilegal, explotación laboral o de tráfico ilícito de mano de obra o de 
explotación en la prostitución abusando de su situación de necesidad, podrá quedar exento de 
responsabilidad administrativa y no será expulsado si denuncia a los autores o cooperadores de dicho 
tráfico, o coopera y colabora con las autoridades competentes, proporcionando datos esenciales o 
testificando, en su caso, en el proceso correspondiente contra aquellos autores. 
2. Los órganos administrativos competentes encargados de la instrucción del expediente sancionador 
informarán a la persona interesada sobre las previsiones del presente artículo a fin de que decida si 
desea acogerse a esta vía, y harán la propuesta oportuna a la autoridad que deba resolver, que podrá 
conceder una autorización provisional de residencia y trabajo a favor del extranjero, según el 
procedimiento previsto reglamentariamente. El instructor del expediente sancionador informará de las 
actuaciones en relación con este apartado a la autoridad encargada de la instrucción del procedimiento 
penal. 
3. A los extranjeros que hayan quedado exentos de responsabilidad administrativa se les podrá facilitar, 
a su elección, el retorno asistido a su país de procedencia o la autorización de residencia y trabajo por 
circunstancias excepcionales, y facilidades para su integración social, de acuerdo con lo establecido en 
la presente Ley velando, en su caso, por su seguridad y protección. 
4. Cuando el Ministerio Fiscal tenga conocimiento de que un extranjero, contra el que se ha dictado una 
resolución de expulsión, aparezca en un procedimiento penal como víctima, perjudicado o testigo y 
considere imprescindible su presencia para la práctica de diligencias judiciales, lo pondrá de manifiesto 
a la autoridad gubernativa competente para que valore la inejecución de su expulsión y, en el supuesto 
de que se hubiese ejecutado esta última, se procederá de igual forma a los efectos de que autorice su 
regreso a España durante el tiempo necesario para poder practicar las diligencias precisas, sin perjuicio 
de que se puedan adoptar algunas de las medidas previstas en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de 
diciembre, de protección a testigos y peritos en causas criminales. 
5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a extranjeros menores de edad, 
debiendo tenerse en cuenta en el procedimiento la edad y madurez de éstos y, en todo caso, la 
prevalencia del principio del interés superior del menor. 
6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de las organizaciones no 
gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la acogida y protección de las víctimas de los 
delitos señalados en el apartado primero”. 
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instrumentos,tanto nacionales como internacionales, que prohíben la discriminación por 
razones de sexo; en lo que aquí resulta de interés, cabe destacar la Declaración sobre la 
eliminación de todas las formas de violencia contra la Mujer de 1993,que en su artículo 
segundo menciona la mutilación genital femenina como acto de violencia contra la 
mujer. Además, distintos organismos internacionales, como el Consejo de Europa, el 
ACNUR, la Organización Mundial de la Salud, UNICEF, UNIFEM, UNESCO, la 
Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos, el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo, la Comisión Económica para África de Naciones Unidas, entre otras 
organizaciones,hancalificadolamutilacióngenitalfemeninacomotorturaytratoinhumanood
egradante. 
En esta misma línea argumentativa, los supuestos de persecución por temor a 
mutilaciones genitales femeninas y matrimonios forzosos son los que examinan en 
primer lugar y en la práctica justifican que las agresiones ejercidas contra determinadas 
mujeres se consideren persecución social en sentido convencional. En otros términos, en 
los casos descritos resulta posible apreciar la pertenencia a un grupo social determinado 
como motivo de persecución32. 
En la Ley 12/2009 tampoco se reconoce expresamente la violencia contra las 
mujeres basada en el género como acto de persecución, pero ello no obsta para que se 
pueda calificar el género como un criterio constitutivo de un grupo social y, por tanto, 
un motivo de persecución33. En cuanto a la valoración del “género” como un motivo de 
persecución, resulta inexcusable detenerse en el análisis que la cuestión ha efectuado el 
Tribunal Supremo34. 
En este orden de ideas, el TS considera que las llamadas “persecuciones por 
razón de género”, constituyen una categoría que “fue introducida en el sistema 
normativo del asilo por la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de hombres y mujeres, que en su disposición adicional vigésimo novena 
modificó la entonces vigente Ley de Asilo 5/1984, incluyendo entre las persecuciones 
protegibles a la sufrida por «las mujeres extranjeras que huyan de sus países de origen 
debido a un temor fundado a sufrir persecución por motivos de género»”35. De este 
modo, como señala el TS, el legislador otorgó cobertura legal expresa a lo que ya había 
adelantado y consolidado la jurisprudencia, interpretando y aplicando la entonces 
vigente legislación de asilo (la Ley 5/1984), que, a pesar de que no preveía de forma 
explícita esa modalidad de persecución, proporcionababases suficientes para 
conformarun sistema de protección de las mujeres perseguidas. 
                                                           
32Cfr. MERINO SANCHO, V.M., TratamientoJurídico de las Demandas de Asilo por Violencia contra 
las Mujeres en el Ordenamiento Jurídico Español: Perspectivas y Prospectivas, Editorial 
CivitasThomsomReuters, 2012, pág.249. En cuanto al concepto de “grupo social” y sus perfiles, el TS 
tuvo ocasión de referirse a ello en la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo (sección 5.ª),de 23 de 
junio de 2006 (Roj: 3827/2006). 
33Cfr. MERINO SANCHO, V.M., Tratamiento Jurídico de las Demandas de Asilo por Violencia contra 
las Mujere…, cit., págs.254 a 256. 
34TRIBUNAL SUPREMO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,GABINETE 
TÉCNICO,Doctrina Jurisprudencial sobre Protección Internacional (asilo y refugio, protección 
subsidiaria y autorización de permanencia en España por razones humanitarias) 2009-2012 
(QUINTANA CARRETERO, J.P., Coord.), págs. 33 a 38. 
35
 TRIBUNAL SUPREMO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, GABINETE 
TÉCNICO, Doctrina Jurisprudencial sobre Protección Internacional…, cit., pág. 33. 
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La STS de 31 de enero de 2008, Sala tercera de lo Contencioso Administrativo, 
sección 5ª (Roj: 277/2008), relativa a una solicitud de asilo fundada en la huida frente a 
la persecución por negarse la solicitante a contraer un matrimonio no deseado, 
sistematizó esa doctrina jurisprudencial afianzada en los años anteriores en los 
siguientes términos: “esta Sala Tercera ya ha tenido ocasión de declarar en distintas 
ocasiones que una situación de desprotección y marginación social, política y jurídica 
de las mujeres en su país de origen, que vulnere de forma evidente y grave sus derechos 
humanos, es causa de asilo (SSTS de 7 de julio de 2005, RC 2107/2002), que la 
persecución por razón de sexo resulta encuadrable sin duda entra las persecuciones 
sociales (SSTS de 31 de mayo de 2005 -RC 1836/2002-, 9 de septiembre de 2005 -RC 
3428/2002- y 10 de noviembre de 2005 -RC 3930/2002), y más concretamente, que una 
situación de hostigamiento y amenazas contra una mujer para obligarla a casarse reviste 
carácter protegible por resultar encuadrable sin duda entra esas persecuciones sociales 
(SSTS de 28 de febrero de 2006 -RC 735/2003-, 6 de octubre de 2006 -RC 6597/2003-, 
y 15 de febrero de 2007 -RC 9300/2003-)”36. 
Sin embargo, otra sentencia de fecha próxima, la STS de 4 de julio de 2008, Sala 
3ª de lo Contencioso Administrativo (Roj:3673/2008), desestimó el recurso interpuesto 
por una mujer nigeriana que habíahuido de su país por temor a sufrir la mutilación 
genital femenina. La valoración de los hechos concurrentes en el caso enjuiciado llevó 
al TS a desestimar la solicitud, lo que evidencia que la aplicación de la doctrina 
jurisprudencial sobre el asilo y la persecución por razón de género no se afirma de 
formal general y acrítica, sino que está vinculada a la valoración de las circunstancias de 
cada caso concreto37. 
Así las cosas, la STS de 11 de mayo de 2009, Sala 3ª de lo 
ContenciosoAdministrativo (Roj:2781/2009) constituyó un hito ya que, en lugar de 
limitarse a ordenar a la Administración que admitiera a trámite y estudiara las peticiones 
de asilo en que se alegaba una persecución por razón de género,por primera vez, 
reconoció directamente el derecho al asilo en España de la recurrente por considerar 
debidamente acreditado que había huido de su país frente a un contexto familiar y social 
en el que se le había obligado a someterse a la ablación genital como paso previo para 
un matrimonio no deseado38. 
Asimismo, cabría destacar la STS de 15 de junio de 2011, Sala tercera de lo 
ContenciosoAdministrativo (Roj: 4013/2011), por cuanto desestima el recurso de 
casación interpuesto por la Administración del Estado contra una sentencia de la 
Audiencia Nacional que había reconocido el derecho de asilo a una mujer que había 
sufrido en su país de origen (Argelia) malos tratos graves y reiterados por parte de su 
cónyuge. La relevancia de este pronunciamiento para el caso de las burkinesas Laina y 
Alimase evidencia a tenor de lo declarado en el fundamento jurídico cuarto, de acuerdo 
                                                           
36TRIBUNAL SUPREMO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, GABINETE 
TÉCNICO, Doctrina Jurisprudencial sobre Protección Internacional…, cit., pág. 35. 
37
 TRIBUNAL SUPREMO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,GABINETE 
TÉCNICO, Doctrina Jurisprudencial sobre Protección Internacional…, cit., pág. 35. En este orden de 
ideas, como señala el propio TS, en Sentencia de 9 de octubre de 2009, Sala 3ª de lo Contencioso 
Administrativo (Roj:6068/2009), si bien el “temor a ser perseguido”es un requisito básico para la 
concesión de asilo, dicho elemento subjetivo no es suficiente si no va acompañado de datos objetivos que 
puedan explicar la existencia del temor. 
38
 TRIBUNAL SUPREMO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, GABINETE 
TÉCNICO,Doctrina Jurisprudencial sobre Protección Internacional…, cit., pág. 35. 
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con el cual: “...la doctrina jurisprudencial de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo, […] ha estimado en las sentencias de 15 de febrero de 2007 (RC 
9036/2003) y de 11 de mayo de 2009 (RC 3155/2006), que en aquellos supuestos en 
que se acredite la existencia de «indicios suficientes», según las circunstancias de cada 
caso, de que una mujer sufre persecución por su pertenencia al género femenino, que le 
ha supuesto la imposición de prácticas contrarias a la dignidad humana, como el 
matrimonio forzoso o la mutilación de un órgano genital, y que el régimen legal del país 
de origen no ofrece una protección jurídica eficaz, procede la concesión del derecho de 
asilo a la luz de lo dispuesto en los artículos 3 y 8 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo, 
reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado. […] Asimismo, cabe 
referir que el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), 
en la Guía de Protección de las Mujeres Refugiadas, promulgada en 1991, sostiene que 
las mujeres que temen ser perseguidas o sufrir discriminación debido a su sexo deben 
ser consideradas como miembro de un grupo social a los efectos de determinar el 
estatuto de persona , y promueve la aceptación del concepto de «que la violencia sexual 
contra la mujer es una forma de persecución», y el reconocimiento de que «puede existir 
una base para conceder el estatuto de persona refugiada cuando un gobierno no pueda o 
no quiera proteger a las mujeres que son objeto de malos tratos por transgredir normas 
sociales»”. 
Con fundamento en el análisis jurisprudencial que se acaba de efectuarcabría 
concluir queel reconocimiento de la protección de asilo está supeditado a la 
concurrencia delos tres requisitos siguientes: 
1) Que el relato de persecución aportado por el solicitante sea detallado y 
coherente, en sí mismo y con la situación del país de procedencia. 
2) Que exista una prueba indiciaria de la veracidad del relato. 
3) Que la información sobre el país de origen corrobore lo expuesto por el 
solicitante de asilo. 
A la vista de lo expuesto, en lo que atañe al caso de Laina y Alima, cabría juzgar 
suficientemente fundada su solicitud de asilo por cuanto: 
1) Se cumplen las condiciones recogidas en el artículo 3 de la Ley 12/2009 
(condición de refugiado). 
2) La mutilación genital se considera una acción que reviste gravedad (art. 6 de 
la Ley 12/2009). 
3) Existe motivo y temor de persecución por motivos de género como 
pertenecientes a un determinado grupo social (art. 7 de la Ley 12/2009). 
4) Las solicitantes no están incursas en las causas de denegación y exclusión 
establecidas en los artículos 8 y 9 de la Ley 12/2009. 
5) El temor de persecución en el país de origen puede fundamentarse 
objetivamenteatendiendo a los datos obrantes en el informe “Demasiado Dolor”del 
ACNUR sobre “Mutilación genital femenina y asilo en la unión europea”, de entre los 
que cabe destacar los siguientes: 
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- En cuatro años España, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, los Países Bajos y 
el Reino Unido recibieron de media más del 20% de mujeres y niñas 
solicitantes procedentes de países donde se practica la mutilación genital 
femenina(en adelante, MGF). 
- Burkina Faso no se encuentra entre los 10 países de mayor riesgo, pero,aun 
así, sigue siendo un país en el que existe riesgo de sufrir la mutilación genital 
femenina. 
- En el informe consta que en el año 2011 se registraron un total 65 solicitudes 
de asilo en la Unión Europea, 5 de ellas en España. Todas las solicitudes son 
de mujeres y niñas naturales de Burkina Faso y están basadas en la práctica 
de la MGF. 
- Entre 2008 y 2011 se le ha concedido asilo en países de la Unión Europea a 
10 mujeres y niñas procedentes de Burkina Faso por este motivo. 
- Burkina Faso tiene una tasa de prevalencia de la práctica de la mutilación 
genital de un 72,5%. 
Para finalizar, habría quereferirse a la solicitud de asilo de la Sra. Amina y del 
Sr. Thomas. En este caso, sería de aplicación el Acta final de la Convención de Ginebra, 
en virtud de la cual se recomienda a los Estados que se mantenga la unidad familiar de 
los refugiados y se proteja a los refugiados menores de edad. En cuanto a la legislación 
española, el artículo 40.1 de la Ley 12/2009 contiene un mecanismo de protección de la 
unidad familiar, consistente en la concesión del derecho de asilo por extensión 
familiar.Así pues, a tenor de lo expuesto, también cabría reconocer el derecho de asilo a 
los padres de las menores burkinesas. 
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IV. INFORME SOBRE LOS ASPECTOS DERIVADOS DE LA SOLICITUD DE 
PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL Y DEL ACTA DE 
INFRACCIONES LABORALES 
1. Solicitud de las prestaciones de la Seguridad Social 
1.1. Prestación por desempleo 
La Sr. Amina y el Sr. Thomas, que declaran estar casados y huyen de Burkina 
Faso con sus dos hijas menores, Laina y Alima, además de solicitar asilo en España, 
pretenden obtenerde la Seguridad Social una prestación por desempleo. 
A la hora de analizar la procedencia de la concesión de la referida prestación, es 
preciso señalar, en primer lugar,que la protección por desempleo está expresamente 
reconocida en el artículo 41 de la CE, queestablece que “los poderes públicos 
mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que 
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad, especialmente en casos de desempleo”39. En la legislación ordinaria, la 
protección por desempleo se regula en los artículos 203 a 234 delReal Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social (en adelante LGSS). 
Llegados a este punto, uno de los conceptos clave es el de contingencia por 
desempleo40, que puede ser definida, a partir de lo dispuesto en los artículos 203, 208 y 
215 de la LGSS, como “la situación en que temporalmente se encuentran quienes, 
pudiendo y queriendo trabajar, cesan en el trabajo que venían realizando y, en 
consecuencia, se ven privados de sus rentas salariales”.Así pues, cinco son los 
elementos que integran la definición: 
En primer lugar, la temporalidad. Y es que la contingencia por desempleo nunca 
es objeto de protección con carácter vitalicio, sino que siempre tiene una “estricta 
dimensión temporal” (cfr. arts. 210 y 216 de la LGSS). 
En segundo lugar, el hecho de poder trabajar. Este elemento permite diferenciar 
el desempleo de otras contingencias, dado que el parado es apto físicamente para 
trabajar. 
En tercer lugar, la circunstancia de querer trabajar. Se trata de una actitud 
subjetiva del desempleado que la LGSS pretende objetivar imponiendo tres requisitos; a 
saber: la “inscripción como demandante de empleo” en el correspondiente Servicio 
Público; la suscripción de un “compromiso de actividad” entendido como el que el 
solicitante de la prestación adquiere para “buscar activamente empleo, aceptar una 
colocación adecuada y participar en acciones específicas de motivación, información, 
orientación, formación, reconversión o inserción profesional para incrementar su 
ocupabilidad”; y el cumplimiento de la exigencias derivadas del referido “compromiso 
de actividad” (cfr. art. 231 de la LGSS). 
                                                           
39
 Para un examen de conjunto sobre la protección por desempleo, cfr. MARTÍNEZ GIRÓN, J., ARUFE 
VARELA, A., CARRIL VÁZQUEZ, X.M., Derecho de la Seguridad Social, 3.ª ed., Ed. Netbiblo, 
Oleiros, 2013, págs. 169 a 171. 
40Al respecto, cfr. MARTÍNEZ GIRÓN, J., ARUFE VARELA, A., CARRIL VÁZQUEZ, X.M., Derecho 
de la Seguridad Social, cit., págs. 172 a 179. 
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En cuarto lugar, el cese en un trabajo previo41. De este elemento se colige que 
para ostentar la situación de desempleado es necesario haber trabajado. En efecto, la 
LGSS refiere al parado sujeto de protección expresiones como las de“actividad laboral 
que venía desarrollando” o “empleo anterior”. Por ello, no basta con estar inscrito en 
los Servicios Públicos de Empleo, sino que es necesario haber trabajado previamente. 
Y, en quinto lugar, la necesidad de compensar la pérdida del salario, teniendo en 
cuenta que, según la LGSS, el desempleo puede ser total o parcial (reducción temporal 
de jornada diaria)42. 
En el caso que nos ocupa, la situación de desempleo debe ser analizada de forma 
conjunta con la situación particular que ostenta la familia procedente de Burkina Faso,y 
que está marcada por su solicitud de asilo en España. Así pues, para la resolución y 
elaboración del presente informe han de tenerse presente las conclusiones alcanzadas en 
el informe precedente, en el sentido de que debe partirse de la concesión de asilo a los 
cuatro miembros de la unidad familiar. 
En este orden de ideas, cabe remitirse a la ya citada Ley 12/2009, de 30 de 
octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria, que en su 
artículo 18 establece cuáles son los derechos y obligaciones de los solicitantes del 
derecho de asilo. Y es queel citado precepto, en su apartado 1.g, reconoce,entre otros, el 
derecho a recibir prestaciones sociales específicas en los términos que se recogen en la 
propia Ley. Con todo, el artículo 18 de la Ley 12/2009 debe interpretarse conjuntamente 
con el artículo 36 del mismo Cuerpo legal, que versa sobre los efectos de la concesión 
del derecho de asilo e incluye, entre ellos, el acceso a los servicios públicos de empleo y 
la autorización de residencia y trabajo permanente en los términos que establece la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social. 
Sin embargo, cabe señalar que no existe una mención expresa de cuáles son las 
prestaciones a las que tendrían derecho los beneficiarios del asilo; únicamente se 
desprende que tendrán derecho a sanidad, educación y Seguridad Social, entre otros, en 
las mismas condiciones que los españoles. Precisamente esta falta de concreción habilita 
una nueva remisión, en este caso, a la Ley reguladora de la protección por desempleo, 
esto es, a la Ley General de la Seguridad Social. 
                                                           
41
 A este respecto, no resulta ocioso recordar que existen tres modalidades de cese: cesación temporal sin 
suspensión ni extinción del contrato de trabajo; suspensión del contrato de trabajo; y, por último, 
extinción del contrato de trabajo en todos los supuestos del artículo 49 del Estatuto de los Trabajadores, 
excluyendo los casos de cese voluntario del trabajador salvo lo previsto en el apartado 1.1.e) del mismo 
artículo. 
42En efecto, según el artículo 203 de la LGSS, “[…] El desempleo será total cuando el trabajador cese, 
con carácter temporal o definitivo, en la actividad que venía desarrollando y sea privado, 
consiguientemente, de su salario.- A estos efectos, se entenderá por desempleo total el cese total del 
trabajador en la actividad por días completos, continuados o alternos, durante, al menos, una jornada 
ordinaria de trabajo, en virtud de suspensión temporal de contrato o reducción temporal de jornada, 
ordenados al amparo de lo establecido en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores” y “3. El 
desempleo será parcial cuando el trabajador vea reducida temporalmente su jornada diaria ordinaria de 
trabajo, entre un mínimo de un 10 y un máximo de un 70 por ciento, siempre que el salario sea objeto de 
análoga reducción.- A estos efectos, se entenderá por reducción temporal de la jornada diaria ordinaria 
de trabajo, aquella que se decida por el empresario al amparo de lo establecido en el artículo 47 del 
Estatuto de los Trabajadores, sin que estén comprendidas las reducciones de jornadas definitivas o que 
se extiendan a todo el período que resta de la vigencia del contrato de trabajo”. 
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Tal y como disponen los artículos 204 y 206 de la LGSS, la protección por 
desempleo tiene dos niveles: por un lado, el nivel contributivo, en el que se encuadra la 
prestación por desempleo total o parcial; por otro lado, el nivel asistencial, que se 
identifica con el subsidio por desempleo. 
El artículo 205 de la LGSS establece cuáles son las personas beneficiarias de la 
citada protección por desempleo43. Y el artículo 207 de la LGSS concreta los requisitos 
que deben reunir las personas protegidas para que se produzca el nacimiento de las 
prestaciones de nivel contributivo; entre ellos, en lo que aquí resulta de interés, cabe 
destacarel periodo mínimo de cotización de 12 meses -sin que sea necesario que la 
cotización se realice de forma continuada- dentro de los últimos 6 años44. 
Así las cosas, la aplicación de la normativa expuesta al supuesto de hecho 
enjuiciado permite concluir que los solicitantes de la prestación por desempleo no 
                                                           
43Conforme al artículo 205 de la LGSS: “Personas protegidas. 
1. Estarán comprendidos en la protección por desempleo, siempre que tengan previsto cotizar por esta 
contingencia, los trabajadores por cuenta ajena incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social, 
el personal contratado en régimen de derecho administrativo y los funcionarios de empleo al servicio de 
las Administraciones Públicas. 
2. Estarán comprendidos, asimismo, con las peculiaridades que se establezcan reglamentariamente, los 
trabajadores por cuenta ajena incluidos en los Regímenes Especiales de la Seguridad Social que 
protegen dicha contingencia. 
3. También se extenderá la protección por desempleo, en las condiciones previstas en este Título, a los 
liberados de prisión. 
4. También estarán comprendidos en la protección por desempleo, en las condiciones previstas en este 
Título para los trabajadores por cuenta ajena, los miembros de las corporaciones locales y los miembros 
de las Juntas Generales de los Territorios Históricos Forales, Cabildos Insulares Canarios y Consejos 
Insulares Baleares y los cargos representativos de los Sindicatos constituidos al amparo de la Ley 
Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, que ejerzan funciones sindicales de dirección, 
siempre que todos ellos desempeñen los indicados cargos con dedicación exclusiva o parcial y 
percibiendo una retribución. Asimismo, estarán comprendidos en la protección por desempleo, en las 
condiciones previstas en este Título para los trabajadores por cuenta ajena, los altos cargos de las 
Administraciones Públicas con dedicación exclusiva, percibiendo retribuciones y que no sean 
funcionarios públicos. No se aplicará lo dispuesto en este párrafo a los altos cargos de las 
Administraciones Públicas que tengan derecho a percibir retribuciones, indemnizaciones o cualquier 
otro tipo de prestación compensatoria como consecuencia de su cese”. 
44
 Según el artículo 207 de la LGSS:“Para tener derecho a las prestaciones por desempleo las personas 
comprendidas en el artículo 205 deberán reunir los requisitos siguientes: 
a) Estar afiliadas a la Seguridad Social y en situación de alta o asimilada al alta en los casos que 
reglamentariamente se determinen. 
b) Tener cubierto el período mínimo de cotización a que se refiere el apartado 1 del artículo 210 de la 
presente Ley, dentro de los seis años anteriores a la situación legal de desempleo o al momento en que 
cesó la obligación de cotizar. 
Para el supuesto de que en el momento de la situación legal de desempleo se mantengan uno o varios 
contratos a tiempo parcial se tendrán en cuenta exclusivamente, a los solos efectos de cumplir el 
requisito de acceso a la prestación, los períodos de cotización en los trabajos en los que se haya perdido 
el empleo, de forma temporal o definitiva, o se haya visto reducida la jornada ordinaria de trabajo. 
c) Encontrarse en situación legal de desempleo, acreditar disponibilidad para buscar activamente 
empleo y para aceptar colocación adecuada a través de la suscripción del compromiso de actividad, al 
que se refiere el artículo 231 de esta Ley. 
d) No haber cumplido la edad ordinaria que se exija en cada caso para causar derecho a la pensión 
contributiva de jubilación, salvo que el trabajador no tuviera acreditado el período de cotización 
requerido para ello, o se trate de supuestos de suspensión de relaciones laborales o reducción de jornada 
autorizados por resolución administrativa. 
e) Estar inscrito como demandante de empleo en el servicio público de empleo competente”. 
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cumplen los requisitos necesarios para el nacimiento del derecho a la prestación; de 
igual modo, no consta el cumplimiento de otros requisitos fundamentales tales como el 
periodo de cotización, la situación legal de desempleo o la acreditación de búsqueda 
activa de empleo. Por todo ello, cabe ya sostener la improcedencia de la prestación por 
desempleo contributiva solicitada por la familia de Burkina Faso. 
Finalmente, en lo que a la protección de nivel asistencial o subsidio por 
desempleose refiere, el artículo 215 de la LGSS establece quiénes son los beneficiarios 
de dicho subsidio así como los requisitos necesarios para su reconocimiento, figurando 
entre estos últimos un período mínimo de cotización de 3 meses en España45. En 
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“Artículo 215. Beneficiarios del subsidio por desempleo. 
1. Serán beneficiarios del subsidio: 
1. Los parados que, figurando inscritos como demandantes de empleo durante el plazo de un mes, sin 
haber rechazado oferta de empleo adecuada ni haberse negado a participar, salvo causa justificada, en 
acciones de promoción, formación o reconversión profesionales, y careciendo de rentas de cualquier 
naturaleza superiores, en cómputo mensual, al 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida 
la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, se encuentren en alguna de las siguientes 
situaciones: 
a) Haber agotado la prestación por desempleo y tener responsabilidades familiares. 
b) Haber agotado la prestación por desempleo, carecer de responsabilidades familiares y ser mayor de 
cuarenta y cinco años de edad en la fecha del agotamiento. 
c) Ser trabajador español emigrante que habiendo retornado de países no pertenecientes al Espacio 
Económico Europeo, o con los que no exista convenio sobre protección por desempleo, acredite haber 
trabajado como mínimo doce meses en los últimos seis años en dichos países desde su última salida de 
España, y no tenga derecho a la prestación por desempleo. 
d) Haber sido liberado de prisión y no tener derecho a la prestación por desempleo, siempre que la 
privación de libertad haya sido por tiempo superior a seis meses. 
Se entenderán comprendidos en dicha situación los menores liberados de un centro de internamiento en 
el que hubieran sido ingresados como consecuencia de la comisión de hechos tipificados como delito, 
siempre que, además de haber permanecido privados de libertad por el tiempo antes indicado, en el 
momento de la liberación sean mayores de dieciséis años. 
Asimismo, se entenderán comprendidas en dicha situación las personas que hubiesen concluido un 
tratamiento de deshabituación de su drogodependencia, siempre que el mismo hubiera durado un 
período superior a seis meses y hayan visto remitida su pena privativa de libertad en aplicación de lo 
previsto en el artículo 87 del Código Penal. 
e) Haber sido declarado plenamente capaz o inválido en el grado de incapacidad permanente parcial 
para la profesión habitual, como consecuencia de un expediente de revisión por mejoría de una situación 
de invalidez en los grados de incapacidad permanente total para la profesión habitual, incapacidad 
permanente absoluta para todo trabajo o gran invalidez. 
2. Los parados que, reuniendo los requisitos a que se refiere el apartado 1.1. de este artículo, salvo el 
relativo al período de espera, se hallen en situación legal de desempleo y no tengan derecho a la 
prestación contributiva, por no haber cubierto el período mínimo de cotización, siempre que: 
a) Hayan cotizado al menos tres meses y tengan responsabilidades familiares. 
b) Hayan cotizado al menos seis meses aunque carezcan de responsabilidades familiares. 
3. Los trabajadores mayores de cincuenta y cinco años, aun cuando no tengan responsabilidades 
familiares, siempre que se encuentren en alguno de los supuestos contemplados en los apartados 
anteriores, hayan cotizado por desempleo al menos durante seis años a lo largo de su vida laboral y 
acrediten que, en el momento de la solicitud, reúnen todos los requisitos, salvo la edad, para acceder a 
cualquier tipo de pensión contributiva de jubilación en el sistema de la Seguridad Social. 
Para obtener el subsidio el trabajador deberá tener cumplida la edad de cincuenta y cinco años en la 
fecha del agotamiento de la prestación por desempleo o del subsidio por desempleo; o tener cumplida 
esa edad en el momento de reunir los requisitos para acceder a un subsidio de los supuestos 
contemplados en los apartados anteriores o cumplirla durante su percepción 
Además, aunque el solicitante carezca de rentas, en los términos establecidos en este artículo, si tiene 
cónyuge y/o hijos menores de 26 años, o mayores incapacitados o menores acogidos, únicamente se 
entenderá cumplido el requisito de carencia de rentas cuando la suma de las rentas de todos los 
integrantes de la unidad familiar así constituida, incluido el solicitante, dividida por el número de 
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consecuencia, no habiendo constancia de que ninguno de los integrantes de la familia 
solicitante de la protección hubiera cotizado previamente en España, cabe colegir que el 
subsidio por desempleo también resulta improcedente. 
1.2. Prestaciones familiares 
El Sr. Thomas y la Sra. Amina solicitan una prestación familiar por hijos 
menores de edad. De entrada, debe tenerse en cuenta que las prestaciones familiares 
conforman el Capítulo IX del Título II de la LGSS (artículos 181 a 190) y son objeto de 
desarrollo en el Real Decreto 1335/2005, de 11 de noviembre, por el que se regulan las 
prestaciones de la Seguridad Social. 
                                                                                                                                       
miembros que la componen, no supere el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional, excluida la 
parte proporcional de dos pagas extraordinarias.  
2. A efectos de lo previsto en este artículo, se entenderá por responsabilidades familiares tener a cargo al 
cónyuge, hijos menores de veintiséis años o mayores incapacitados, o menores acogidos, cuando la renta 
del conjunto de la unidad familiar así constituida, incluido el solicitante, dividida por el número de 
miembros que la componen, no supere el 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida la 
parte proporcional de dos pagas extraordinarias. 
No se considerará a cargo el cónyuge, hijos o menores acogidos, con rentas de cualquier naturaleza 
superiores al 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos 
pagas extraordinarias. 
3. A efectos de determinar el requisito de carencia de rentas y, en su caso, de responsabilidades 
familiares, a que se refiere el apartado 1 de este artículo: 
1. Los requisitos deberán concurrir en el momento del hecho causante y, además, en el de la solicitud del 
subsidio, así como en el momento de la solicitud de sus prórrogas o reanudaciones y durante la 
percepción de todas las modalidades del subsidio establecidas en el presente artículo. 
Si no se reúnen los requisitos, el trabajador sólo podrá obtener el reconocimiento de un derecho al 
subsidio cuando se encuentre de nuevo en alguna de las situaciones previstas en el apartado 1.1, 2, 3 y 4 
de este artículo y reúna los requisitos exigidos, salvo en el caso de que dentro del plazo de un año desde 
la fecha del hecho causante se acredite que se cumplen los requisitos de carencia de rentas o, en su caso, 
de existencia de responsabilidades familiares, en que el trabajador podrá obtener el subsidio que 
corresponda a partir del día siguiente al de su solicitud sin reducción de su duración. 
A estos efectos se considerará como fecha del hecho causante aquella en que se cumpla el plazo de 
espera de un mes, o se produzca la situación legal de desempleo; o la de agotamiento del derecho 
semestral; o la de finalización de la causa de suspensión. 
2. Se considerarán como rentas o ingresos computables cualesquiera bienes, derechos o rendimientos 
derivados del trabajo, del capital mobiliario o inmobiliario, de las actividades económicas y los de 
naturaleza prestacional, salvo las asignaciones de la Seguridad Social por hijos a cargo y salvo el 
importe de las cuotas destinadas a la financiación del convenio especial con la Administración de la 
Seguridad Social. También se considerarán rentas las plusvalías o ganancias patrimoniales, así como los 
rendimientos que puedan deducirse del montante económico del patrimonio, aplicando a su valor el 100 
por 100 del tipo de interés legal del dinero vigente, con la excepción de la vivienda habitualmente 
ocupada por el trabajador y de los bienes cuyas rentas hayan sido computadas, todo ello en los términos 
que se establezca reglamentariamente. 
No obstante lo establecido en el párrafo anterior, el importe correspondiente a la indemnización legal 
que en cada caso proceda por la extinción del contrato de trabajo no tendrá la consideración de renta. 
Ello con independencia de que el pago de la misma se efectúe de una sola vez o de forma periódica. 
Las rentas se computarán por su rendimiento íntegro o bruto. El rendimiento que procede de las 
actividades empresariales, profesionales, agrícolas, ganaderas o artísticas, se computará por la 
diferencia entre los ingresos y los gastos necesarios para su obtención. 
Para acreditar las rentas la Entidad Gestora podrá exigir al trabajador una declaración de las mismas y, 
en su caso, la aportación de copia de las declaraciones tributarias presentadas. 
4. En todas las modalidades de subsidio establecidas en el apartado 1 se exigirá el requisito de estar 
inscrito y mantener la inscripción como demandante de empleo en los mismos términos previstos en el 
artículo 207 e) y en el artículo 209.1 de esta ley”. 
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Así las cosas, el artículo 3 del citado Real Decreto 1335/2005, de 11 de 
noviembre, en relación con el artículo 181 de la LGSS, establecelas siguientes 
prestaciones familiares de la Seguridad social en su modalidad no contributiva: 
a) Una asignación económica por cada hijo a cargo del beneficiario, menor de 
18 años o mayor de dicha edad si está afectado por una discapacidad en 
grado igual o superior al 65 por 100,cualquiera que sea la naturaleza legal 
de la filiación de aquel, así como por los menores acogidos, en acogimiento 
familiar, permanente o preadoptivo. 
b) Una prestación económica de pago único a tanto alzado por nacimiento o 
adopción del tercer o sucesivos hijos. 
c) Una prestación económica de pago único por parto o adopción múltiples. 
La finalidad de estas prestaciones es cubrir las necesidades derivadas de la falta 
de ingresos o, en su caso, el exceso de gastos en situaciones en las que existen 
responsabilidades familiares. La prestación es de carácter económico y se reconoce por 
cada hijo que tenga a cargo el beneficiario. 
El referidoReal Decreto 1335/2005desarrolla en sus artículos 9 y 10 los 
requisitos necesarios para la concesión de la prestación por hijo a cargo46. Haciendo 
                                                           
46Conforme al artículo 9 del Real Decreto 1335/2005, de 11 de noviembre: “Delimitación del concepto de 
hijo o menor acogido a cargo. 
1. El hijo o el menor acogido se considerará a cargo cuando conviva y dependa económicamente del 
beneficiario. 
2. Se entenderá, salvo prueba en contrario, que existe dependencia económica cuando el hijo o el menor 
acogido conviva con el beneficiario. A estos efectos, no rompe la convivencia la separación transitoria 
motivada por razón de estudios, trabajo de los padres o acogedores, tratamiento médico, rehabilitación u 
otras causas similares. 
3. Se considerará que el hijo o el menor acogido está a cargo del beneficiario, aun cuando realice un 
trabajo lucrativo, por cuenta propia o ajena, siempre que continúe conviviendo con el beneficiario de la 
prestación y que los ingresos percibidos por aquél en concepto de rendimientos del trabajo no superen el 
75 por 100 del salario mínimo interprofesional vigente en cada momento, en cómputo anual. 
4. Se considerará que el hijo o el menor acogido no está a cargo del beneficiario cuando sea perceptor 
de una pensión contributiva, a cargo de un régimen público de protección social, distinta de la pensión 
de orfandad o de la pensión en favor de familiares de nietos y hermanos”. 
A su vez, a tenor de lo dispuesto en el mencionado artículo 10 del citado Real Decreto 
1335/2005:“Beneficiarios. 
1. Tendrán derecho a la asignación económica por hijo o menor acogido a cargo quienes: 
a) Residan legalmente en territorio español. Se considerará cumplida esta condición en el supuesto de 
trabajadores trasladados por su empresa fuera del territorio español, que se encuentren en situación 
asimilada a la de alta y coticen en el correspondiente régimen de Seguridad Social español. 
b) Tengan hijos o menores acogidos a su cargo, en quienes concurran las circunstancias señaladas en el 
artículo 3.a) y residan en territorio español. Se considerará cumplido este requisito respecto de los hijos 
o menores acogidos que acompañen en sus desplazamientos a los trabajadores trasladados por su 
empresa fuera del territorio nacional, a los que se refiere el párrafo anterior. 
c) No perciban ingresos anuales, de cualquier naturaleza, superiores al límite que, para cada ejercicio 
económico, se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. En el supuesto de convivencia 
de los progenitores o de los adoptantes, si la suma de los ingresos de ambos superase el límite de 
ingresos señalado en el párrafo anterior, no se reconocerá la condición de beneficiario a ninguno de 
ellos. Igual regla se aplicará en los supuestos en que el acogimiento familiar, permanente o preadoptivo, 
se haya constituido por dos personas que formen una misma unidad familiar. No obstante, también 
podrán ser beneficiarios de las asignaciones económicas por hijo o menor acogido a cargo quienes 
perciban ingresos anuales, por cualquier naturaleza, que superen el citado límite establecido en la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado pero sean inferiores a la cuantía que resulte de sumar a dicha 
cantidad el producto de multiplicar el importe anual de la asignación por hijo o menor acogido por el 
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aplicación de los mismosa la familia procedente de Burkina Faso, cabe afirmar que las 
hijas Laina y Alima, menores de 18 años y residentes en España en convivencia con los 
potenciales beneficiarios, cumplen los requisitos establecidos para tener la 
consideración legal de “hijo a cargo”. En cuanto al Sr. Thomas y la Sra. Amina, ellos no 
reciben ningún tipo de prestación de la misma naturaleza, residen legalmente en 
territorio español, no consta que reciban ningún tipo de ingreso anual, y no se 
encuentran dentro de las incompatibilidades recogidas en el artículo 30 del propio Real 
Decreto 1335/2005. Por todo ello, cabe concluir que satisfacen plenamente las 
exigencias legales para el reconocimiento de la prestación familiar por hijo a cargo. 
2. Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
El día 3 de enero de 2014 la Inspección de Trabajo y Seguridad Social levanta 
un acta por infracciones laborales. Esta acta se deriva del hecho de que la tripulación del 
buque Pobre Mitrofán al completo se encontraba sin contrato de trabajo. La tripulación, 
tal y como se ha expuesto en los antecedentes, estaba integrada por seis nacionales de 
España, cuatro nacionales de Dinamarca, dos de Perú, dos de Filipinas y cuatro de 
Burkina Faso. 
La normativa básica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social está 
conformada por la Ley 42/1997 de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social y el Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, por el que se 
aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social. 
En relación con las funciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, el 
artículo 3 de la citada Ley 42/1997, de 14 de noviembre, dispone que las funciones en 
cuestión se llevaran a cabo por “funcionarios de Cuerpo Superior de Inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social y porlos funcionarios del Cuerpo de Subinspectores de 
Empleo y Seguridad Social”.Las funciones recogidas en el citado precepto pueden 
concretarse en: funciones de vigilancia y exigencia de cumplimiento de las normas 
legales, reglamentarias y contenido de los convenios colectivos en determinados 
                                                                                                                                       
número de hijos o menores acogidos a cargo de los beneficiarios. A los efectos del reconocimiento de la 
condición de beneficiario de la asignación económica por hijo o menor acogido a cargo discapacitado, 
no se exigirá límite de recursos económicos. 
d) No tengan derecho ni los progenitores, ni los adoptantes, ni, en su caso, quienes hubiesen acogido al 
menor, a prestaciones de esta misma naturaleza en cualquier otro régimen público de protección social. 
2. Cumplidos los requisitos señalados en el apartado 1, serán beneficiarios de las asignaciones que, en 
razón de ellos, corresponderían a sus progenitores o adoptantes, los hijos discapacitados mayores de 18 
años que no hayan sido incapacitados judicialmente y conserven su capacidad de obrar, previa 
presentación de solicitud al efecto y con audiencia de aquéllos. Se presumirá que el hijo discapacitado 
mayor de 18 años conserva su capacidad de obrar, salvo que se acredite dicha incapacitación judicial. 
3. Serán, asimismo, beneficiarios de la asignación que, en su caso y en razón de ellos, hubiera 
correspondido a sus progenitores o adoptantes aquellos huérfanos de ambos, menores de 18 años o 
discapacitados en un grado igual o superior al 65 por 100. Igual criterio se seguirá en el supuesto de 
quienes no sean huérfanos y hayan sido abandonados por sus progenitores o adoptantes, siempre que no 
se encuentren en régimen de acogimiento familiar, permanente o preadoptivo. Cuando se trate de 
menores no discapacitados, huérfanos o abandonados, será requisito indispensable que sus ingresos 
anuales, incluida, en su caso, la pensión de orfandad o la pensión en favor de familiares, no superen el 
límite establecido en el apartado 1.c). 
4. En los supuestos regulados en los apartados 2 y 3, el matrimonio del discapacitado, con un grado 
igual o superior al 65 por 100, no determinará la extinción del derecho a la asignación económica que 
viniera percibiendo”. 
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ámbitos como ordenación del trabajo y relaciones sindicales, prevención de riesgos 
laborales, sistema de Seguridad Social, empleo y migraciones y cualquier otra que se les 
encomiende específicamente; funciones de asistencia técnica; y funciones de arbitraje, 
conciliación y mediación. 
La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se extiende a las 
personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, en cuanto que son los sujetos 
responsables del cumplimiento de las normas del orden social (cfr. art. 4 de la Ley 
42/1997, de 14 de noviembre). En este sentido, y en lo que al caso del buque Pobre 
Mitrofánse refiere, adquiere especial relevancia la previsión contenida en el apartado 
1.2 del artículo 4 de la Ley 42/1997, en virtud del cualla referida actuación se ejercerá 
en “los vehículos y los medios de transporte en general, en los que se preste trabajo, 
incluidos los buques de la marina mercante y pesquera, los aviones y aeronaves civiles, 
así como las instalaciones y explotaciones auxiliares o complementarias en tierra para 
el servicio de aquellos”. 
Por lo que respecta a las facultades de los Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social a la hora de ejercer sus competencias, cabe señalar que entre ellas figura la de 
entrar libremente, en cualquier momento y sin previo aviso, en todo centro de trabajo 
sujeto a inspección (cfr. art. 5.1 de la Ley 42/1997), como ocurre en el caso del buque 
Pobre Mitrofán.Otra de las facultades que conviene destacar es la atinente a la práctica 
de cualquier diligencia de investigación, examen o prueba para requerir información, 
tanto al empresario como al personal, sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de 
las disposiciones legales, así como exigir la identificación o la razón de su presencia a 
las personas que se encuentren en el centro de trabajo inspeccionado (cfr. art. 5.3.1 de la 
Ley 42/1997).Y ello, porque es lo que acontece en el caso que nos ocupa, dado que se 
requiere la identificación de la tripulación y se investiga quiénes realizan trabajo en el 
buque,debiendo quedar justificada la presencia en la embarcación de las personasque no 
desempeñan una actividad laboral a bordo. 
En este orden de ideas, cabe señalar que en el buque se encuentran dos menores 
de edad, por lo que cabría cuestionarse si en algún momento han realizado algún tipo de 
trabajo en el barco y que,a excepción de los nacionales españoles y daneses, el resto de 
la tripulación está indocumentada. Por lo tanto, con fundamento en lo expuesto se puede 
concluir que existen datos suficientes que avalan la legalidad de la actuación de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el buque Pobre Mitrofán. 
Así las cosas, finalizada la actividad comprobatoria inspectora, los inspectores 
de Trabajo y Seguridad Social podrán “iniciar el procedimiento sancionador mediante 
la extensión de actas de infracción”(art. 7.4 de la Ley 42/1997).Este procedimiento 
sancionador se regula en el Real Decreto legislativo 5/2000, de 4 de agosto por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social 
(en adelante, LISOS); en concreto en su Título VIII47. 
                                                           
47
 En efecto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 51.2 de la LISOS, “[E]l procedimiento sancionador, 
común a todas las Administraciones públicas, se ajustará a lo previsto en la presente Ley y en la 
disposición adicional cuarta de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, siendo de aplicación subsidiaria las disposiciones de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, que regula el Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento 
Administrativo Común”. 
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Los trámites del procedimiento, de conformidad con lo establecido en el artículo 
52 de la LISOS, pueden concretarse en los siguientes términos: 
1) El procedimiento se iniciará siempre de oficio, por acta de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad. 
2) El acta será notificada por la Inspección al sujeto responsable, que 
dispondrá de un plazo de 15 días para formular alegaciones. 
3) Si se hubieran formulado alegaciones se dará nueva audiencia al interesado 
por término de 8 días. 
4) Finalmente, a la vista de lo actuado, se dictará la resolución 
correspondiente. 
Así las cosas, las actas de infracción, que son objeto de regulación en el Real 
Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre 
Procedimientos para la Imposición de las Sanciones por Infracciones de Orden Social y 
para los Expedientes Liquidatorios de Cuotas de la Seguridad Social, suponen el inicio 
del procedimiento sancionador. La iniciación de las actuaciones por parte de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá tener lugar “de oficio siempre, como 
consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos, por propia 
iniciativa, o en virtud de denuncia, todo ello en los términos que reglamentariamente se 
determinen” (art. 13 de la Ley 42/1997)48. 
En cuanto al contenido del acta de infracciones, que es objeto de regulación 
específica en el artículo 14 del Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, debe tenerse 
presente que habrá de reflejar: 
1. La identificación del infractor, siendo necesario, en esencia, su nombre y 
apellidos o su razón social, domicilio social y el código de cuenta de 
cotización a la Seguridad Social. 
2. Los hechos comprobados por el funcionario relevante a efectos de tipificar la 
infracción. 
3. La infracción o infracciones presuntamente cometidas. 
4. El número de trabajadores de la empresa y el número de trabajadores 
afectados por la infracción. 
5. La propuesta de sanción, su graduación y cuantificación, y además de las 
sanciones accesorias. 
6. Los órganos competentes a la hora de resolver, realizar la instrucción y 
ordenación del expediente sancionador y el plazo para alegaciones. 
7. La indicación del funcionario que levanta el acta. 
8. Y la fecha del acta de infracción. 
Por lo que respecta a las infracciones presuntamente cometidas por parte de la 
empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, a tenor de lo establecido en la LISOS, 
podrían concretarse en las siguientes49: 
                                                           
48En el mismo sentido, cfr. artículo 9.1. del Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo. 
49Como pone de manifiesto BENEYTO CALABUIG, D. 
(LaInspeccióndeTrabajo.Funciones,actasyrecursos,EditorialCiss, 2012, pág. 140) en el procedimiento 
sancionador no basta con indicar el tipo de infracción cometido según el articulado de la LISOS, sino que 
también habrá de mencionarse el precepto de la norma sustantiva incumplido en cada caso. 
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1) Infracciones en materia de empleo: en el supuesto analizado, la empresa de 
Conservas y congelados Sousa-Holstein no realiza ningún tipo de 
comunicación a la oficina de empleo de las contrataciones de los 
trabajadores del Pobre Mitrofán;la conducta descrita se tipifica como falta 
leve en el artículo 14de la LISOS. 
2) Infracciones en materia de relaciones laborales individuales y colectivas: en 
el caso examinado ninguno de los tripulantes del buque Pobre Mitrofán 
tiene contrato de trabajo; el artículo 7.1 de la LISOS califica como 
infracción grave la acción de no formalizar por escrito el contrato de trabajo 
cuando este requisito sea exigible o cuando lo haya solicitado el trabajador. 
3) Infracciones en materia de Seguridad Social:a tenor de los datos obrantes en 
el caso, no cabe sostener, antes bien, que Conservas y congelados Sousa-
Holstein hubiese solicitado la afiliación inicial o el alta de los trabajadores 
que tenía a su servicio; de ser así, la citada empresa habría incurrido en una 
infracción grave a tenor de lo establecido en el artículo 22 de la LISOS. 
4) Infracciones en materia de permisos de trabajo de 
extranjeros:estasinfraccionespudieran adquirir especial relevancia toda vez 
que la mayor parte de la tripulación del buque Pobre Mitrofán(excepto los 
seis españoles) está constituida por extranjeros; en este sentido, cabría 
distinguir dos hipótesis netamente diferenciadas: 
a. Que la empresa hubiese utilizado“trabajadores extranjeros sin haber 
obtenido con carácter previo el preceptivo permiso de trabajo, o su 
renovación” o bien hubiese promovido, mediado o amparado “el 
trabajo de los extranjeros en España sin el preceptivo permiso de 
trabajo”, en cuyo caso habría incurrido en infracciones muy graves 
conforme al artículo 37.1 y 3 de la LISOS. 
b. Que los tripulantes extranjeros se encontrasen “trabajando en España 
sin haber obtenido autorización de trabajo o autorización 
administrativa previa para trabajar” sin contar “con autorización de 
residencia valida”, en cuyo caso a dichos extranjeros les sería de 
aplicación el artículo 53 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
sobre los derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, que tipifica la conducta descrita como infracción 
grave. 
Como se desprende de todo lo expuesto, los hechos acaecidos a bordo del buque 
Pobre Mitrofánpudieran ser constitutivos de una o más infracciones.En este sentido, el 
artículo 16 del Real Decreto 928/1998 precisa que, “[E]n el caso de que en la misma 
actuación inspectora se estimasen varias presuntas infracciones, deberán acumularse 
(…) las correspondientes a una misma materia, entendiendo por tales las infracciones 
en materia de relación laboral, de prevención de riesgos laborales, en materia de 
Seguridad Social, en materia de colocación y empleo, en materia de emigración, de 
movimientos migratorios y de trabajo de extranjeros y las motivadas por obstrucción”. 
Por último, debe tenerse en cuenta que, por aplicación del principio ne bis in 
idem, que prohíbe la concurrencia de sanciones, cuando una misma conducta sea 
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subsumible en dos o más tipos infractores, no podrá ser sancionada por todos ellos. De 
ahí que el artículo 4 del Real Decreto 1398/1993,de4 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento del procedimiento para elejercicio de la potestad sancionadora establezca 
que en aquellos casos en los que la comisión de una infracción derive de otra se 
impondrá una única sanción que se corresponderá con la sanción más grave. 
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V. INFORME SOBRE LOS DISTINTOS CONTRATOS DE CARÁCTER 
MERCANTIL 
1. Preliminar: ley aplicable a los contratos 
En la medida en que en el supuesto objeto de análisis existe un manifiesto 
componente de extranjería, la primera cuestión que habría que dilucidar sería la atinente 
a la ley aplicable a los eventuales contratos mercantiles suscritos en torno al buque 
Pobre Mitrofán. 
A los fines de determinar la legislación aplicable habría que acudir, en primera 
instancia, al Convenio de Roma sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales, en 
virtud del cual los contratos se rigen por la ley elegida por las partes (art. 3), 
admitiéndose, al respecto, la sumisión tanto expresa como tácita. Asimismo, debe 
advertirse que el propio Convenio, en su artículo 4.4, contempla como cláusula de cierre 
la aplicación de la ley del Estado con la que el contrato presenta los vínculos más 
estrechos. 
En cuanto a la regulación nacional sobre el tema de la ley aplicable al contrato, 
la norma de referencia está constituida por el artículo 10.5 del Real Decreto de 24 de 
julio de 1889, por el que se publica el Código civil (en adelante Cc), a cuyo tenor:“se 
aplicará a las obligaciones contractuales la ley a la que las partes se hayan sometido 
expresamente, siempre que tenga alguna conexión con el negocio de que se trate; en su 
defecto, la ley nacional común a las partes; a falta de ella, la de la residencia habitual 
común, y, en último término, la ley del lugar de celebración del contrato.- No obstante 
lo dispuesto en el párrafo anterior, a falta de sometimiento expreso, se aplicará a los 
contratos relativos a bienes inmuebles la ley del lugar donde estén sitos, y a las 
compraventas de muebles corporales realizadas en establecimientos mercantiles, la ley 
del lugar en que estos radiquen”. El precepto transcrito debe interpretarse en conexión 
con el artículo 15 del Real Decreto de 22 de agosto de 1885, por el que se publica el 
Código de Comercio (en adelante Ccom.), de acuerdo con el cual“los extranjeros y las 
compañías constituidas en el extranjero podrán ejercer el comercio en España; con 
sujeción a las leyes de su país, en lo que se refiere a su capacidad para contratar, y a 
las disposiciones de este Código, en todo cuanto concierna a la creación de sus 
establecimientos dentro del territorio español, a sus operaciones mercantiles y a la 
jurisdicción de los Tribunales de la nación.- Lo prescrito en este artículo se entenderá 
sin perjuicio de lo que en casos particulares pueda establecerse por los Tratados y 
Convenios con las demás potencias”. 
Así pues, con fundamento en lo expuesto, cabría concluir que a los efectos de 
determinar la ley aplicable habría que atender, en primer lugar, a los criterios de 
sumisión tanto expresa como tácita de las partes así como a los vínculos del contrato 
con un determinado Estado y, en segundo lugar, a los criterios establecidos en el Cc. 
Al hilo de lo anterior, de resultar aplicable la legislación española, cabe llamar la 
atención sobre la entrada en vigor de la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación 
Marítima, queintroduce cambios sustanciales en el ámbito del Derecho marítimo, tales 
como el concepto de buque o la equiparación del contrato de fletamento con elcontrato 
de transporte marítimo. A la vista de la circunstancia expuestacabría plantearse, de 
entrada, si la referida normativa resulta aplicable a la situación del buque Pobre 
Mitrofán. 
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En relación con el interrogante formulado, debemos partir de lo dispuesto en el 
artículo 9.3 de la CE, que consagra, con carácter general, el principio de irretroactividad 
de las normas en los siguientes términos: “La Constitución garantiza el principio de 
legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de 
las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, 
la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los 
poderes públicos”. Por lo que se refiere al alcance que deba darse al principio de 
irretroactividad expuesto, resulta inexcusable recurrir a la doctrina formulada por el 
Tribunal Constitucional. En este sentido cabe traer a colación la STC (pleno) 42/1986, 
de 10 de abril de 1986,que en su fundamento jurídico tercero declara lo siguiente: 
“...convendrá hacer de nuevo hincapié en que lo que se prohíbe en el art. 9.3 es la 
retroactividad, entendida como incidencia de la nueva Ley en los efectos jurídicos ya 
producidos de situaciones anteriores”50. En la misma línea, cabe mencionar la STC 
(pleno) 227/1988, de 29 de noviembre de 1988, que, en su fundamento jurídico noveno, 
considera que “una norma es retroactiva, a los efectos del art. 9.3 de la Constitución, 
cuando incide sobre «relaciones consagradas» y «afecta a situaciones agotadas» y «lo 
que se prohíbe en el art. 9.3 es la retroactividad entendida como incidencia de la nueva 
Ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de suerte que la 
incidencia en los derechos, en cuanto a su proyección hacia el futuro, no pertenece al 
campo estricto de lairretroactividad»”51. 
Como concreción de cuanto se acaba de exponer, el artículo 2.3 del Cc establece 
que “las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario”. A este 
respecto, el TS,en Sentenciade 11 de octubre de 1988 (Roj: 16462/1988), en su 
fundamento jurídico segundo a),considera que “el silencio de una norma, en orden a su 
retroactividad, si bien, conforme al principio proclamado por el artículo 2.3 del Código 
Civil, impide su aplicación a hechos y reclamaciones que hubieran producido todos sus 
efectos bajo el imperio del anterior orden normativo; no siempre conduce a igual 
solución respecto a los efectos de dichas relaciones que se produjeran después de la 
entrada en vigor de la nueva regulación, pues la retroactividad débil o de primer grado 
puede venir impuesta; sin necesidad de mandato expreso en tal sentido, cuando así se 
derive del espíritu y finalidad de aquélla, en cuyo caso sus disposiciones habrán de 
entenderse aplicables a los tractos futuros de la relación en curso de ejecución”52. 
Así las cosas, cabe colegir que sólo se admite la aplicación retroactiva cuando 
los efectos jurídicos de los actos sobre los que se proyecta la norma no se hayan agotado 
o consumado, lo que, volviendo al caso concreto del buque Pobre Mitrofán, que fue 
interceptado por las patrulleras de la Guardia civil el 30/12/2013, se traduce en que los 
hipotéticos contratos mercantiles se perfeccionaron ya con anterioridad a la entrada en 
vigor de la Ley de Navegación Marítima. En consecuencia, la ley aplicable a los 
contratos en cuestión, y por tanto la normativa que ha de tenerse en cuenta a los efectos 
del informe solicitado, es la vigente en el momento de la perfección de dichos contratos. 
Efectuadas las consideraciones precedentes, a continuación se analizarán los 
distintos contratos mercantiles que pudieran estar presentes en el supuesto del buque 
Pobre Mitrofán. 
                                                           
50BOE núm. 102, de 29 de abril de 1986. 
51BOE núm. 307, de 23 de diciembre de 1988. 
52En la misma línea podemos mencionar la STS de 11 de octubre de 1988 (Roj: 7024/1988). 
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2. Contrato de fletamento (anexo IV) 
Se define como el contrato por el cual una persona (fletante) se obliga a poner un 
buque armado y equipado a disposición de otra (fletador), que se compromete a pagar 
una determinada cantidad (flete), bien en proporción a un tiempo determinado o bien 
por la realización de uno o más viajes53. 
Dentro del contrato de fletamento es posible distinguir entre“fletamento por 
tiempo” y “fletamento por viaje”54. 
a) El fletamento por tiempo: en estamodalidad el fletante se compromete a 
poner a disposición del fletador durante un periodo de tiempo determinado 
un buque armado y equipado, si bien el fletante, por medio del capitán (que 
no podría ser despedido por el fletador sin solicitarlo al fletante), puede 
conservar la posesión del buque. Otra característica del fletamento por 
tiemporeside en que, a pesar de tratarse de un buque de carga, el fletante no 
se convierte en transportista o porteador; dicha función es asumida por el 
fletador, que realizará los contratos de transporte. 
b) El fletamento por viaje:en este contrato el fletante, además de poner un 
buque a disposición del fletador, se compromete frente a él a realizar uno o 
más viajes, de forma que promete un determinado resultado que sería la 
navegación del buque desde un puerto a otro.El fletante ha de tener un 
control superior sobre el buque. Dentro de esta categoría, cabría hacer 
ulteriores clasificaciones en función del número de viajes que el fletante se 
compromete a hacer o atendiendo al espacio que el fletante pone a 
disposición del fletador pudiendo tratarse de la totalidad del buque 
(“fletamento total”) o de sólo una parte (“fletamento parcial”). 
El fletamento es un contrato consensual; sin embargo, consta en una póliza a 
efectos probatorios; dicha póliza ha de estar firmada por los contratantes y contendrá, 
por un lado, los elementos esenciales del contrato y, por otro, determinadas cláusulas o 
condiciones adicionales. 
En cuanto a las obligaciones que se desprenden del contrato, debemos 
diferenciar las que incumben al fletante y aquellas otras que son de cargo del fletador. 
a) Obligaciones del fletante 
En cualquier tipo de fletamento, el fletante tiene la obligación de poner a 
disposición del fletador el buque designado en el momento y lugar que se prevén en el 
contrato. El buque debe estar en buenas condiciones de navegabilidad (analizadas con 
                                                           
53SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho mercantil, 
vol. II, 34ª ed., Thomson Reuters Aranzadi, 2011, págs. 697 a 709. En este orden de ideas, JIMÉNEZ 
SÁNCHEZ, G. (Derecho Mercantil II, cit., pág. 1.154), considera que la doctrina mantiene que el 
fletamento en el Código de comercio es fundamentalmente un fletamento-transporte y lo define como 
aquel contrato en que un naviero (fletante) cede a otra persona (fletador) la utilización de todo o parte de 
un buque para la carga de mercancías, obligándose a cambio de un precio (flete) a transportarlas de un 
puerto a otro. 
54
 SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho mercantil, 
cit., págs. 697 a 709. 
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respecto a la póliza y con el fin para el que se destina el buque), que han de mantenerse 
por el fletante durante el viaje o por el tiempo que dure el contrato, armado y equipado. 
El buque ha de poseer la documentación necesaria para navegar y en la póliza se 
pactarán las condiciones de clase y peso máximo del cargamento 
Con carácter específico, en el fletamento por viaje surgen una serie de deberes 
especiales del fletante que varían en función de que el fletante asuma la realización del 
viaje bajo su gestión náutica, dejando que el fletador gestione el transporte, o de que el 
fletante asuma la posición de transportista o porteador. 
Asimismo, el fletante tiene la obligación de entregar al fletador el conocimiento 
de embarque. 
b) Obligaciones del fletador 
En primer lugar, la utilización del buque: en el fletamento por tiempo la 
embarcación se utilizará dentro de los límites temporales fijados en la póliza y en el 
fletamento por viaje se tendrán en cuenta los plazos fijados para carga y descarga de la 
mercancía. 
Y, en segundo lugar, el pago del flete;en el fletamento por tiempo el flete se 
calcula en proporción al tiempo que dura el contrato, a contar desde el día en que el 
buque se pone a disposición del fletador o a partir de la fecha señalada en el contrato. 
Expuestas en términos generales las obligaciones de cada una de las partes del 
contrato de fletamento, por lo que se refiere a la documentación necesaria, ha de tenerse 
en cuenta que se trata de un contrato consensual y no formal. En este sentido, el artículo 
652 delCcom. dispone que “el contrato de fletamento deberá extenderse por duplicado 
en póliza firmada por los contratantes”; sin embargo, si no se firma la póliza, el 
contrato se regirá por el conocimiento del embarque. Tanto la póliza como el 
conocimiento de embarque cumplen una función probatoria55. 
La póliza de fletamento puede extenderse con corredor o sin él56 y podrá 
contener los pactos que las partes consideren. Además de ello, la póliza deberá 
contener: clase, nombre, porte, pabellón, y puerto de matrícula del buque; nombre, 
apellido y domicilio del capitán, del naviero o fletante y del fletador; el puerto de carga 
y descarga;la cabida, la cantidad de peso o medida que las partes se obliguen a cargar y 
a conducir; el flete que deberá pagarse; el tanto de capa que se pague al capitán; los días 
de carga y descarga; así como las estadías y sobreestadías (cfr. artículo 652 del Ccom.). 
En relación con el conocimiento de embarque, el artículo 706 del Ccom.dispone 
que el capitán y el cargador del buque tendrán obligación de extender el conocimiento57, 
en el que se expresará: el nombre, matrícula y porte del buque; el capitán y su 
domicilio; el puerto de carga y el de descarga; el nombre del cargador; el nombre del 
                                                           
55Cfr. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, cit., págs. 1.155 y 1.156. 
56
 Ahora bien, si se extiende con corredor, la póliza, en un hipotético juicio, haría prueba plena; en caso 
contrario, sería necesario que los contratantes reconociesen las firmas de la póliza como suyas. 
57
 En realidad, a tenor de lo dispuesto en el artículo 707 del Ccom, del conocimiento de embarque se 
deberán sacar “cuatro ejemplares de igual tenor, y los firmarán todos el capitán y el cargador. De éstos, 
el cargador conservará uno y remitirá otro al consignatario; el capitán tomará dos, uno para sí y otro 
para el naviero”. 
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consignatario; la cantidad, calidad, número de bultos y marcas de las mercancías; el 
flete y la capa contratados. Es el documento acreditativo de la carga (art. 709 del 
Ccom.) y, en caso de discordancia con la póliza, a pesar de que, como se ha señalado 
previamente, ambos son documentos probatorios, primará el conocimiento de 
embarque. Siguiendo a JIMÉNEZ SÁNCHEZ, puede afirmarse que el conocimiento de 
embarque tiene una triple función: es el título probatorio de hechos relativos al 
transporte marítimo, es título de crédito contra el capitán y es título de tradición58. 
Por último, en lo atinente a la documentación necesaria, habría que referirse a las 
órdenes de entrega59.Son títulos fraccionarios del conocimiento de embarque y dan 
derecho a obtener la parte de las mercancías a la que se refieren. Se utilizan para los 
casos en los que el cargamento se venda a distintos compradores y será a éstos a quienes 
se les entregarán estas órdenes de entrega. 
En cuanto a la rescisión del contrato de fletamento, la cuestión viene regulada en 
los artículos 688 a 692 del Ccom., pudiendo diferenciarse causas de rescisión a petición 
del fletador (art. 688 del Ccom.)60, a petición del fletante (art. 689 del Ccom.)61y causas 
de rescisión por fuerza mayor (art. 690 del Ccom.)62. 
                                                           
58Derecho Mercantil II, cit., pág. 1.156. 
59Cfr. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, cit., pág. 1.157. 
60Artículo 688 del Ccom.:“A petición del fletador podrá rescindirse el contrato de fletamento: 
1.º Si antes de cargar el buque abandonare el fletamento, pagando la mitad del flete convenido. 
2.º Si la cabida del buque no se hallase conforme con la que figura en el certificado de arqueo, o si 
hubiere error en la designación del pabellón con que navega. 
3.º Si no se pusiere el buque a disposición del fletador en el plazo y forma convenidos. 
4.º Si, salido el buque a la mar, arribare al puerto de salida, por riesgo de piratas, enemigos o tiempo 
contrario, y los cargadores convinieren en su descarga. En el segundo y tercer casos el fletante 
indemnizará al fletador de los perjuicios que se le irroguen. En el caso cuarto, el fletante tendrá derecho 
al flete por entero del viaje de ida. Si el fletamento se hubiere ajustado por meses, pagarán los fletadores 
el importe libre de una mesada, siendo el viaje a un puerto del mismo mar, y dos, si fuere a mar distinto. 
De un puerto a otro de la Península e islas adyacentes, no se pagará más que una mesada. 
5.º Si para reparaciones urgentes arribase el buque durante el viaje a un puerto, y prefirieren los 
fletadores disponer de las mercaderías. Cuando la dilación no exceda de treinta días, pagarán los 
cargadores por entero el flete de ida. Si la dilación excediese de treinta días, sólo pagarán el flete 
proporcional a la distancia recorrida por el buque”. 
61Artículo 689 del Ccom.: “A petición del fletante podrá rescindirse el contrato de fletamento: 
1.º Si el fletador, cumplido el término de las sobreestadías, no pusiere la carga al costado. En este caso 
el fletador deberá satisfacer la mitad del flete pactado, además de las estadías y sobreestadías 
devengadas. 
2.º Si el fletante vendiere el buque antes de que el fletador hubiere empezado a cargarlo, y el comprador 
lo cargare por su cuenta. En este caso el vendedor indemnizará al fletador de los perjuicios que se le 
irroguen. Si el nuevo propietario del buque no lo cargare por su cuenta, se respetará el contrato de 
fletamento, indemnizando el vendedor al comprador, si aquél no le instruyó del fletamento pendiente al 
tiempo de concertar la venta”. 
62Artículo 690 del Ccom.: “El contrato de fletamento se rescindirá, y se extinguirán todas las acciones 
que de él se originan, si, antes de hacerse a la mar el buque desde el puerto de salida, ocurriere alguno 
de los casos siguientes: 
1.º La declaración de guerra o interdicción del comercio con la potencia a cuyos puertos debía el buque 
hacer su viaje. 
2.º El estado de bloqueo del puerto a donde iba aquél destinado, o peste que sobreviniere después del 
ajuste. 
3.º La prohibición de recibir en el mismo punto las mercaderías del cargamento del buque. 
4.º La detención indefinida, por embargo del buque de orden del Gobierno, o por otra causa 
independiente de la voluntad del naviero. 
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Por último cabe hacer mención del subfletamento, recogido en el artículo 679 
del Ccom.:“el fletador de un buque por entero podrá subrogar el flete en todo o en 
parte a los plazos que más le convinieren, sin que el capitán pueda negarse a recibir a 
bordo la carga entregada por los segundos fletadores, siempre que no se alteren las 
condiciones del primer fletamento, y que se pague al fletante la totalidad del precio 
convenido, aun cuando no se embarque toda la carga, con la limitación que se 
establece en el artículo siguiente”. En tales supuestos el fletador de un buque por entero 
cede a una o varias personas, que serán los subfletadores, todo o parte de los derechos 
que tenía frente al fletante por el contrato de fletamento63. 
En el caso objeto de análisis, de existir un contrato de fletamento, la empresa 
Conservas y congelados Sousa-Holstein S.A. ostentaría la posición de fletador, 
disfrutando, por ello, de la utilización del buque y asumiendo, en consecuencia, todas 
las obligaciones que se derivan dedicha posición,en los términos que han sido 
examinados. 
3. Contrato de arrendamiento (anexo V) 
Se puede definir como el contrato mediante el cual el propietario del buque 
(arrendador) se obliga mediante la percepción de un canon determinado (flete) a poner a 
disposición de otra persona (arrendatario) por un tiempo determinado el uso de un 
buque que no está armado y equipado64. Al no estararmado el buque, éste no cumple las 
condiciones reglamentarias para la navegación; por tanto, la embarcaciónha de ser 
armada y equipada por el arrendatario, que se convertiría, así, en empresario de la 
navegación o naviero. 
De ahí que MENÉNDEZy ROJO, con mayor rigor, definan el arrendamiento de 
buque como “un contrato mediante el cual una persona, el arrendador, a cambio de una 
renta o alquiler, cede el uso del buque a otra persona, el arrendatario, quien haciéndolo 
navegar por su cuenta, asume los derechos y obligaciones inherentes a la explotación, 
convirtiéndose en naviero o empresario de la navegación marítima”65. 
La nota esencial del contrato es la cesión, en virtud de la cual el arrendatario 
adquiere el uso y disfrute del buque durante la vigencia del contrato y, por tanto, la 
posesión. En síntesis, el arrendamiento de buque se diferencia del fletamento tanto por 
el hecho de que el buque se cede sin armar, como por el hecho de que el arrendatario 
asume obligaciones típicas del arrendamiento de obra y, en consecuencia se convierte 
en titular de la empresa de navegación66. 
Así las cosas, existen dos clases de arrendamiento: de casco desnudo o 
bareboatchárter; de buque armado y equipado ocharterbydemise. La diferencia entre 
ambas modalidades de arrendamiento se encuentra en la cesión o no de las relaciones 
                                                                                                                                       
5.º La inhabilitación del buque para navegar, sin culpa del capitán o naviero. 
La descarga se hará por cuenta del fletador”. 
63Al respecto, cfr. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, cit., pág. 1.165. 
64
 SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho mercantil, 
cit., págs. 699 y 700. 
65MENÉNDEZ MENÉNDEZ A. y ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, Á.,Lecciones de Derecho Mercantil, Vol. 
II, 11.ª ed., Editorial CivitasThomson Reuters, 2014, pág. 631. 
66Cfr., al respecto, SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de 
Derecho mercantil, cit., págs. 699 y 700. 
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laborales: en el primero, se exigen no sólo que el casco esté en condiciones de 
navegabilidad sino que, además, la tripulación debe ser contratada directamente por el 
arrendatario;en el segundo, sólo se requierela cesióndel casco armado, pertrechado y 
apto para navegar. 
En cuanto a las obligaciones básicas que se derivan para cada una de las partes 
de este contrato, el arrendador debe poner a disposición del arrendatario un buque en 
buenas condiciones de navegabilidad, debe conservar la cosa y debe responder de los 
vicios ocultos del buque67.Por el contrario, el arrendatario está obligado a pagar el 
precio convenido o flete y a destinar el buque al uso pactado, teniendo la gestión náutica 
delanave68. 
En el caso sometido a informe, la empresa Conservas y congelados Sousa-
Holstein S.A. ostentaría la condición de arrendatario. De este modo, tendría la gestión 
náutica del buque y asumiría tanto la obligación de pagar el canon como la 
responsabilidad de armar y equipar el buque para su explotación. 
4. Contrato de transporte marítimo (anexo VI) 
Puede definirse como un contrato mediante el cual una persona (porteador) 
asume, mediante un determinado precio, la obligación de transportar por mar, de un 
lugar a otro, mercancías bajo su propia custodia69. 
La especialidad de este contrato se encuentra en el medio a través del cual se 
efectúa el referido transporte,siendo posible diferenciar en el ordenamiento español, 
hasta la entrada en vigor de la Ley 14/2014, de 24 de julio, un doble régimen 
jurídico.En efecto, por un lado,en relación con el contrato de transporte marítimo 
internacional, sería de aplicación la Ley de 22 de diciembre de 1949, de unificación de 
reglas en los conocimientos de embarque en buques mercantes (en adelante L.T.M.), 
que introduce en España las “Reglas de la Haya” contenidas en el Convenio de Bruselas 
de 1924, sobre conocimientos de embarque. Por otro lado, en lo atinente al transporte 
marítimo de cabotaje y todosaquellos contratos de transporte no regulados por la 
L.T.M., serían de aplicación disposiciones del Ccom. 
Así las cosas, la diferencia básica entre ambos regímenes jurídicos radica en que 
la L.T.M. es de carácter imperativo y no puede modificarse en perjuicio de los 
cargadores o tenedores de conocimiento de embarque, siendo nula la cláusula que 
exonere al porteador de su responsabilidad más allá de los términos que la Ley 
consiente, pero síse permiten cláusulas que agraven dicha responsabilidad. Se trata, por 
tanto, de un régimen favorable al tenedor del conocimiento. 
El contrato de transporte marítimo de mercancías es consensual, si bien se 
documenta por medio de un conocimiento de embarque, que funciona como prueba del 
                                                           
67Cfr. SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho 
mercantil, cit., págs. 699 y 700. 
68Cfr. SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho 
mercantil,cit., págs. 699 y 700. 
69
 SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho 
mercantil,cit., págs. 711 a 721.En términos similares se define por JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho 
Mercantil II, cit., pág. 1.170. 
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contrato70, y tiene además como función la de ser un título valor por el cual el poseedor 
del mismo tiene la posesión mediata de las mercancías, pudiendo a través del título 
disponer de ellas (cfr. art. 708 del Ccom.)71. 
En cuanto a su contenido, el conocimiento de embarque está constituido por una 
serie de indicaciones que pueden referirse a la determinación de los elementos 
personales, a la determinación del viaje o bien a la descripción de las mercancías. 
Además, contiene cláusulas o condiciones generales que regulan el contrato de 
transporte, aunque únicamente serán válidas si no contravienen normas imperativas72. 
En cuanto a las obligaciones que surgen para las partes del contrato cabe 
destacarlas siguientes: 
a) Obligaciones del porteador 
El porteador debe transportar las mercancías de un lugar a otro en buen estado. 
Sus obligaciones principales son el transporte y la custodia de las mercancías. Y a los 
fines de concretar su alcance, se suele atender a tres momentos diferentes: antes del 
viaje, el porteador debe cuidar de la navegabilidad del buque, empleando la debida 
diligencia, yde la carga; durante el viaje, el porteador debe seguir la ruta prevista en el 
contrato; y después del viaje debe cuidar la descarga de las mercancías y entregarlas al 
destinatario. 
b) Obligaciones del cargador 
El cargador debe entregar las mercancías al porteador para su transporte y debe 
pagar el precio del transporte. 
En elsupuesto de hecho analizado, la empresa de Conservas y congelados Sousa-
Holstein S.A. ostentaría la condición de cargador de modo que sus mercancías serían 
transportadas por el porteador bajo la custodia de este último. 
5. Contrato de seguro marítimo (anexo VII) 
El seguro marítimo ha sido definido como un contrato en virtud del cual una 
persona (asegurador) consiente en indemnizar a otra persona (asegurado) el perjuicio 
sufrido con ocasión de una expedición marítima, que consiste en una pérdida real de 
valor, mediante el pago de una prima, y hasta coincidir con una indemnización que no 
podría exceder el valor de las cosas perdidas. Así pues, la condición principal para que 
surja el derecho a indemnización a favor del asegurado se fundamenta en la ocurrencia 
del evento asegurado y en la producción de un daño o pérdida. 
El contrato de seguro marítimo está regulado en los artículos 737 a 805 del 
Ccom.y en la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro y se extiende a todos 
los riesgos de la actividad marítima. 
                                                           
70En efecto, se trata de un documento probatorio con presunción iuris tamtunde realización del 
cargamento en el buque y de su entidad (cfr. arts. 706 a 709 del Ccom. y art. 21 de la L.T.M.). 
71Cfr. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, cit., pág. 1.173. 
72En este orden de ideas, como pone de relieve JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G. (Derecho Mercantil II, cit., pág. 
1.177), existen también otros documentos similares al conocimiento de embarque tales como el 
“conocimiento recibido para embarque”, “las órdenes de entrega” o el “conocimiento directo”. 
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Siguiendo a SÁNCHEZ CALEROySÁNCHEZ-CALERO GUILARTE cabría distinguir 
varias modalidades de seguro marítimo en función de diferentes criterios clasificatorios. 
Así, atendiendo al interés expuesto al riesgo, cabría hablar de: seguro de buques o de 
cascos; de cargamentoo de facultades; de beneficio esperado, tantosobre las mercancías 
como sobre el flete; o, en fin, de responsabilidad en el que el daño se manifiesta con el 
nacimiento de la deuda. Tomando en consideración la duración del contrato sería 
posible distinguir entre el seguro por tiempo y el seguro por viaje (que, a su vez, puede 
ser de ida y vuelta o viaje redondo). 
En cuanto a los principios del contrato de seguro marítimo, éste no plantea 
singularidades en comparación con las restantes modalidades del contrato de seguro: el 
asegurado o tomador tiene un interés sobre la cosa asegurada por el que paga una prima 
y el asegurador, a cambio de la prima, se compromete a indemnizar por los daños o 
gastos que pueda sufrir como consecuencia de la realización del riesgo asegurado. 
Especial relevancia tiene en el contrato de seguro marítimo el principio de la 
buena fe, que debe estar presente en las negociaciones; sobre todo, en relación con el 
asegurado, a quien se le debe exigiren mayor grado pues sobre él pesa la obligación de 
dar a conocer al asegurador todas las circunstancias, tanto objetivas como subjetivas, de 
las que depende la valoración del riesgo. 
Precisamente, en relación con el riesgo, debe precisarse que no se trata de un 
riesgo concreto, sino que se asegura un conjunto de riesgos establecidos legalmente y 
recogidos en las pólizas pactadas73. De hecho, en los contratos suele añadirse una 
cláusula genérica prevista en el artículo 755, apartado 14,delCcom. en virtud de la cual 
los aseguradores “indemnizarán los daños y perjuicios que los objetos asegurados 
experimenten por […]cualesquiera otros accidentes o riesgos de mar”. 
Por último, el contrato de seguro tiene carácter indemnizatorio, de modo que la 
indemnización supone el resarcimiento del daño y éste debe estar previsto en la póliza y 
ser medible objetivamente. El resarcimiento del daño no podrá suponer enriquecimiento 
para el asegurado. 
Así las cosas, en el supuesto sometido a informe, de existir un contrato de seguro 
marítimo, la empresa Conservas y congelados Sousa- Holstein tendría la condición de 
asegurado. 
 
                                                           
73
 Con todo, conforme a lo dispuesto en el artículo 756 del Ccom.: “No responderán los aseguradores de 
los daños y perjuicios que sobrevengan a las cosas aseguradas por cualquiera de las causas siguientes, 
aunque no se hayan excluido en la póliza: 1.ºCambio voluntario de derrotero de viaje o de buque sin 
expreso consentimiento de los aseguradores. 2.ºSeparación espontánea de un convoy, habiéndose 
estipulado que iría en conserva con él. 3.ºProlongación de viaje a un puerto más remoto que el 
designado en el seguro. 4.ºDisposiciones arbitarias y contrarias a la póliza de fletamento o al 
conocimiento, tomadas por orden del fletante, cargadores y fletadores. 5.ºBaratería del patrón, a no ser 
que fuera objeto del seguro. 6.ºMermas, derramas y dispendios procedentes de la naturaleza de las cosas 
aseguradas. 7.ºFalta de los documentos prescritos en este Código, en las Ordenanzas y Reglamentos de 
Marina o de Navegación u omisiones de otra clase del capitán en contravención de las disposiciones 
administrativas, a no ser que se haya tomado a cargo del asegurador la baratería del patrón.- En 
cualquiera de estos casos los aseguradores harán suyo el premio, siempre que hubiesen empezado a 
correr el riesgo”. 
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6. Contratos auxiliares 
Finalmente, otros contratos que pueden tener lugar en el caso del buque Pobre 
Mitrofán son los siguientes: 
6.1. Contrato de practicaje74 
A tenor delo dispuesto en el artículo 126.1 delTRLPEMM el contrato de 
practicaje se puede definir como un “servicio de asesoramiento a capitanes de buques y 
artefactos flotantes, prestado a bordo de éstos, para facilitar su entrada y salida a 
puerto y las maniobras náuticas dentro de éste y de los límites geográficos de la zona 
de practicaje, en condiciones de seguridad”en los términos establecidos en la ley, en 
los reglamentos y en los contratos. 
Se denomina práctico a la persona habilitada y conocedora de la forma de 
navegar en puertos y zonas de especial peligrosidad. Es un asesor técnico del capitán y 
responde personalmente de los daños causados al buque o a terceros si mediase culpa. 
El capitán, en nombre del naviero, es el encargado de contratar sus servicios “en todas 
las circunstancias que lo requieran las necesidades de la navegación, y más 
principalmente cuando haya de entrar en puerto, canal o río, o tomar una rada o 
fondeadero que ni él ni los oficiales y tripulantes del buque conozcan” (art. 612.6.ª del 
Ccom.). 
El naviero responde frente a terceros de los hechos del práctico, pero quedará 
exonerado de responsabilidad en caso de negligencia del práctico.Por último, en cuanto 
a la responsabilidad civil en la que incurriría el práctico o las Autoridades Portuarias en 
la gestión del servicio de practicaje, cabe señalar que “no podrá superar, en caso de 
siniestro, la cuantía de veinte euros por unidad de arqueo bruto del buque para el que 
prestan el servicio, con un tope máximo de un millón de euros” (art. 281 del 
TRLPEMM). 
6.2. Contrato de remolque75 
De acuerdo con SÁNCHEZ CALEROySÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, el contrato de 
remolque podría definirse como aquél por el cual “el naviero de un buque se 
compromete, mediante un determinado precio, a desplazar de un lugar a otro un buque 
distinto”. En términos parecidos, JIMÉNEZ SÁNCHEZlo define como el contrato por el 
cual “el naviero o capitán de un buque se obliga, mediante precio, a desplazar de un 
lugar a otro un buque o aparato flotante que carece de fuerza propia de desplazamiento 
o que no pueda utilizarla”. 
Se trata de un contrato atípico que, a falta de regulación legal,se rige por 
condiciones generales inspiradas en formularios ingleses. Además, el contrato de 
remolque es consensual y bilateral. El naviero del remolcador está obligado a dar 
comienzo a las operaciones de remolque en el lugar y tiempo convenidos, ha de aportar 
                                                           
74Cfr., SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho 
mercantil, cit., págs. 727 y 728 y JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, cit., págs. 1.185 y 
1.186. 
75Cfr., SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho 
mercantil, cit., págs. 729 y 730 y JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G., Derecho Mercantil II, cit., págs. 1.184 y 
1.185. 
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los medios necesarios para ello y ha de seguir las órdenes del capitán del buque 
remolcado. Por contraposición, el naviero del buque remolcado tiene como obligación 
fundamental el pago del precio y el deber de cooperar en la ejecución del remolque y 
responde si por su culpa causa daños al buque remolcador. 
Pueden distinguirse dos clases de remolque: 
1. El remolque-maniobra, que se produce en el tráfico interior de los puertos, 
donde los grandes buques no pueden utilizar su propia propulsión, necesitando así la 
ayuda de los remolcadores; y 
2. El remolque-transporte, cuya finalidad es el transporte, de modo que el 
remolcador no sólo se compromete a remolcar los elementos, sino también las 
mercancías transportadas por estos, haciéndose cargo de ellas y responsabilizándose por 
su custodia. 
6.3. Contrato de carga y descarga 
Se puede definir como aquelcontrato celebrado entre determinados empresarios 
en virtud del cual se asume la prestación de la obra de la carga y descarga de las 
mercancías en los puertos76. La prestación constituye el núcleo del contrato y el 
empresario de carga y descarga puede ser el naviero u otro distinto. Se trata de un 
contrato ligado íntimamente a los contratos de transporte y fletamento, dado que los 
mismos indican a quién le corresponde realizar la carga y descarga de las mercancías. 
En este tipo de contrato tiene especial relevancia la carga de la estiba de las 
mercancías del buque, operación que es efectuada por los “estibadores” y que se realiza 
en el caso de transporte por cuenta del porteador. 
7. Conclusión 
No existen datos suficientes en el supuesto de hecho para concluir de forma 
concluyente el contrato de explotación del buque llevado a cabo por la empresa 
Conservas y congelados Sousa- Holstein. En cualquier caso, puede tratarse de 
cualquiera de los tres siguientes tipos contractuales; a saber:fletamento, arrendamientoo 
trasporte marítimo. Además, las referidas modalidades contractuales podrían coexistir 
con el contrato de seguro marítimo así como con los distintos contratos auxiliares, que 
variarían en función del contrato de explotación de que se tratase. 
  
                                                           
76Cfr. SÁNCHEZ CALERO, F. y SÁNCHEZ-CALERO GUILARTE, J., Instituciones de Derecho 
mercantil, cit., pág. 730. 
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VI. INFORME SOBRE LA RESPONSABILIDAD DE SR. SILVESTRE-HOLMS, 
EN SU CONDICIÓN DE ADMINISTRADOR DE LA EMPRESA 
CONSERVAS Y CONGELADOS SOUSA-HOLSTEIN, S.A. 
El examen de la responsabilidad del Sr. Silvestre-Holmsrequiere partir del hecho 
relativo a la orden de detención emitida contra él por el Juez de Instrucción en fecha 3 
de enero de 2014. Además cabe señalar que el Sr. Silvestre-Holms, de nacionalidad 
española, no sólo es el administrador de la empresa Conservas y congelados Sousa-
Holstein, S.A., con domicilio social en Lalín, sino que ostenta el cargo de senador en las 
Cortes Generales españolas. 
De ahí que, desde un punto de vista sistemático, se analice, por un lado, la 
responsabilidad como administradory, por otro, la responsabilidad como senador de las 
Cortes Generales. 
1. Responsabilidad como administrador 
1.1. Responsabilidad mercantil 
La determinación de la responsabilidad del Sr.Silvestre-Holms, en cuanto 
administrador en el ejercicio de su cargo,ha de hacerse a partir de las disposiciones 
contenidas en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital (en adelante LSC)77. 
La responsabilidad de los administradores viene regulada en los artículos 236 y 
237 de la LSC. En el primero de los preceptos reseñados se establecen los presupuestos 
de responsabilidad de los administradores, quienes habrán de responder “frente a la 
sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores sociales, del daño que causen por 
actos u omisiones contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados incumpliendo 
los deberes inherentes al desempeño del cargo”; el artículo 237 de la LSC reconoce el 
carácter solidario de dicha responsabilidad al establecer que “[T]odoslosmiembros del 
órgano de administración que hubiera adoptado el acuerdo o realizado el acto lesivo 
responderán solidariamente, salvo los que prueben que, no habiendo intervenido en su 
adopción y ejecución, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron todo lo 
conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusieron expresamente a aquél”.El 
artículo 237 de la LSC, por tanto, sólo se aplicaría en caso de que hubiese varios 
administradores en la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, S.A. 
Además de los presupuestos de responsabilidad, el Sr. Silvestre-Holms deberá 
cumplir una serie de deberes que establece la LSC; a saber: 
− Deber de diligente administración (artículo 225 de la LSC). 
                                                           
77A este respecto, cabe señalar que la LSC, en lo que aquí resulta de interés, fue objeto de reforma por 
medio de la Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital para 
la mejora del gobierno corporativo. Con todo, en cuanto a la incidencia que pudiera tener sobre el 
supuesto de hecho objeto de análisis la reforma apuntada (vigente desde el día 24 de diciembre de 2014), 
son reproducibles aquí las consideraciones efectuadas en el Informe precedente acerca de la Ley 14/2014, 
de 24 de julio, de Navegación Marítima.Por ello, cabe concluir que el análisis de la responsabilidad 
mercantil del Sr. Silvestre-Holms deberá efectuarse atendiendo a los preceptos de la LSC en su redacción 
anterior a la entrada en vigor de la mencionada Ley 31/2014, de 3 de diciembre. 
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− Deber de lealtad, en el desempeño de su cargo,debiendo actuar como un 
representante leal en defensa del interés social, entendido como interés de la 
sociedad, y cumpliendo los deberes impuestos por las leyes y los estatutos 
(artículo 226de la LSC). 
− Prohibición de utilizar el nombre de la sociedad y de invocar la condición de 
administrador para la realización de operaciones por cuenta propia o de 
personas a ellos vinculadas (artículo 227de la LSC). 
− Prohibición de aprovechar oportunidades de negocio, en beneficio propio o de 
personas a él vinculadas (artículo de la 228 LSC) 
− En situación de conflicto de intereses, los administradores deberán comunicar 
al consejo de administración y a los otros administradores o, en caso de 
administrador único, a la junta general cualquier situación de conflicto, 
directo o indirecto, que pudieran tener con el interés de la sociedad.El 
administrador afectado se abstendrá de intervenir en los acuerdos o decisiones 
relativos a la operación a que el conflicto se refiera. Asimismo, los 
administradores deberán comunicar la participación directa o indirecta que, 
tanto ellos como las personas vinculadas a que se refiere el artículo 231, 
tuvieran en el capital de una sociedad con el mismo, análogo o 
complementario género de actividad al que constituya el objeto social, y 
comunicarán igualmente los cargos o las funciones que en ella ejerzan 
(artículo 229de la LSC). 
− Prohibición de competencia: los administradores no se pueden dedicar ni por 
cuenta propia ni ajena, al mismo, análogo o complementario género de 
actividad que constituye el objeto social, salvo una autorización expresa de la 
sociedad (artículo 230 de la LSC). 
− Deber de secreto sobre las informaciones de carácter confidencial, conocidas 
como consecuencia del ejercicio del cargo, sin que las mismas puedan ser 
comunicadas a terceros o ser objeto de divulgación cuando pudiera tener 
consecuencias perjudiciales para el interés social (artículo 232 de la LSC), 
salvo en aquellos supuestos permitidos por las leyes. Este deber se mantendrá 
aun cuando el administrador cese de su cargo. 
Así las cosas, a los fines de exigir al Sr. Silvestre-Holms su responsabilidad, se 
pueden ejercitar dos acciones78: la acción social de responsabilidad, por un lado, y la 
acción individual de responsabilidad, por otro. 
La acción social de responsabilidad surge cuando se daña el patrimonio de la 
sociedad, es decir, tiene lugar cuando es la sociedad la que padece las consecuencias 
lesivas de la conducta negligente o dolosa de los administradores. 
La acción social de responsabilidad busca la protección y defensa del patrimonio 
de la sociedad mediante el resarcimiento del daño sufrido. Su virtualidad consiste, pues, 
en permitir a la sociedad actuar en contra de los administradores y obtener la 
                                                           
78MENÉNDEZ MENÉNDEZ A. y ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, Á.,Lecciones de Derecho Mercantil, Vol. 
I, 11.ª ed., cit., págs. 515 y 516. 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 
Celia Martínez Barbosa 
 
55 
indemnización por los daños que haya sufrido el patrimonio social como consecuencia 
del incumplimiento de deberes que les incumben en virtud de la Ley, los estatutos o del 
deber de administrar con la diligencia exigible al ordenado y leal administrador. 
La acción social de responsabilidad está regulada en el artículo 238 de la LSC. 
Están legitimados para interponer esta acción, en primer lugar, la sociedad (en el caso 
que nos ocupa, sería la propia mercantil Conservas y congelados Sousa-Holstein, S.A.) 
mediante acuerdo de la Junta General adoptado por mayoría ordinaria a solicitud de 
cualquier socio, aunque no conste en el orden del día (cfr. art. 238.1 de la LSC). 
Subsidiariamente, la legitimación se atribuye a los socios, como titulares de un interés 
indirecto en la defensa del patrimonio social; en los términos legales, los socios que 
representen un mínimo del 5% del capital social pueden entablar por sí mismos la 
acción social de responsabilidad siempre y cuando no lo haga la propia sociedad (cfr. 
art. 239 de la LSC).Asimismo, la legitimación también corresponde a los acreedores 
sociales cuando la acción no se ejercite por la sociedad o por los socios y el patrimonio 
social resulte insuficiente para la satisfacción de sus créditos (cfr. art. 240 de la LSC). 
En este orden de ideas, a pesar de que en el caso del buque Pobre Mitrofán no se 
mencione que Conservas y congelados Sousa-Holstein, S.A. se encuentre en una 
situación de concurso de acreedores, no resulta ocioso recordar que tratándose de 
sociedades que están en concurso de acreedores, la legitimación para el ejercicio de la 
acción social de responsabilidad se atribuye por igual a los administradores 
concursales79. 
Por lo que respecta a la acción individual de responsabilidad, el patrimonio 
dañado por la conducta dolosa o negligente de los administradores pertenece, en este 
caso, a los propios socios o a terceros (cfr. art. 241 de la LSC). Así pues, a través de su 
ejercicio los socios o los terceros reclaman una indemnización para sí mismos debido al 
daño sufrido directamente en su patrimonio. 
En cuanto a los requisitos exigidos para entablar esta acción, se pueden concretar 
en los siguientes: en primer lugar, la existencia de un daño directo a los intereses de 
quien actúa; en segundo lugar, la existencia de una conducta negligente por parte del 
administrador en el desempeño de su cargo; y, en tercer lugar, una relación de 
causalidad entre la conducta negligente y el daño80. 
                                                           
79Cfr. artículo 48.2 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (LC). 
80
 En relación con la acción individual de responsabilidad resulta sumamente ilustrativa la STS 242/2014, 
Sala de lo Civil, de 23 de mayo de 2014 (Roj: 2037/2014), que la define, en su fundamento jurídico 
tercero apartado nº 6, contraponiéndola a la acción social, como “una acción directa y principal, no 
subsidiaria, que se otorga a los accionistas, socios y terceros, para recomponer su patrimonio particular 
(STS 11 de marzo de 2005), que resultó afectado directamente por los actos de administración (STS 10 de 
marzo de 2003), siendo los actos u omisiones constitutivos de esta acción idénticos a los de la acción 
social de responsabilidad, es decir, los contrarios a la ley, a los estatutos o los realizados sin la diligencia 
con la que los administradores deben desempeñar su cargo, con la diferencia que el daño (o la 
disminución patrimonial) no se ocasiona a la sociedad sino directamente a un tercero, que es el legitimado 
para el ejercicio de la acción que, cuando carece de fuerza ejecutiva, se suelen acumular las acciones 
contra ambos (STS 17 de diciembre de 2003)”. En cuanto a su naturaleza jurídica, en el referido 
pronunciamiento se declara, en el fundamento jurídico tercero apartado nº 3, que “supone una especial 
aplicación de responsabilidad extracontractual integrada en un marco societario, que cuenta con 
regulación propia (art. 135 LSA- 241 LSC)”. Y por lo que respecta a los presupuestos para entablar la 
acción, la STS 242/2014, de 23 de mayo los concreta, en el fundamento jurídico tercero apartado nº 4, en 
los siguientes términos: “1. Incumplimiento de una norma; 2. Imputabilidad  de tal conducta; 3. Que la 
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Así las cosas, haciendo aplicación de lo expuesto al caso concreto, la acción 
individual de responsabilidad sólo se podría entablar si el patrimonio de alguno de los 
socios o accionistas de la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, S.A., o de 
terceros, se viese afectado de forma directa por la actuación del Sr. Silvestre-Holms en 
calidad de administrador de la empresa, por haber llevado a cabo actos contrarios a la 
Ley y no haber actuado con la diligencia requerida para los administradores en el 
desempeño de su cargo; esto es, por haber tenido una conducta dolosa o negligente, que 
le fuese directamente imputable. 
1.2. Responsabilidad penal 
De entrada, deben darse por reproducidas las consideraciones y conclusiones 
alcanzadas en el apartado tercero del primer informe con respecto a la existencia de un 
delito de tráfico de migrantes del artículo 318 bis del CP. 
En cuanto a la participación del Sr. Silvestre-Holms, como administrador de la 
empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, en este hecho delictivo, parece 
incuestionable sostener, teniendo en cuenta el relato fáctico,que dicha participación tuvo 
lugar. Máxime cuando, como se pone de manifiesto en el fundamento jurídico tercero 
de la ya mencionada STS 582/2007,Sala de lo Penal, de 21 de junio de 2007 (Roj: 
4009/2007), con cita de otras anteriores, el tipo penal en cuestión admite un amplio 
abanico de actividades, entre las que se incluye la de facilitar el tráfico ilegal o la 
inmigración clandestina de personas. 
El artículo 318 bis del CP establece la pena tipo que cabría imponer al Sr. 
Silvestre-Holms como administrador de la sociedad: pena de 4 a 8 años de prisión (art. 
318 bis.1 del CP). Pero, además, el propio precepto prevé, por un lado, la imposición de 
la pena superior en grado, así como la“inhabilitación especial para profesión, oficio, 
industria o comercio por el tiempo de la condena, cuando el culpable perteneciera a 
una organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicase a la 
realización de tales actividades” y contempla, por otro, la aplicación de la pena en su 
mitad superior, pudiendo ser elevada a la inmediatamente superior en grado,“cuando se 
trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o 
asociaciones” (art. 318 bis.4 del CP). 
Así pues, en el caso examinado, tratándose del administrador de la empresa, 
cabría imponer una pena de prisión aplicada en su mitad superior o incluso la superior 
en grado. Realizado el cálculo de la pena, ello se traduciría en lo siguiente: para el caso 
de aplicarse la mitad superior,seestaría anteuna pena de 6 a 8 años de prisión; y para el 
caso de la superior en grado, la pena sería de 8 a 12 años de prisión. Además, en ambos 
casos, cabría imponer como pena accesoria la de inhabilitación especial para industria o 
comercio por el mismo tiempo de la condena. 
En conclusión, si se declarase al Sr. Silvestre Holms responsable penalmente en 
calidad de administrador de la empresa Conservas y congelados Sousa-Holsteindel 
delito del artículo 318 bis del CP podría ser condenado a cumplir penas de prisión entre 
6 y 8 años o entre 8 y 12 años, además de la mencionada inhabilitación por el mismo 
tiempo de la condena. 
                                                                                                                                       
conducta sea culposa, negligente y susceptible de producir daño; 4. El daño debe ser directo al tercero y 
no a la sociedad; 5. Conexión de causalidad entre la conducta contraria a la ley y el daño directo”. 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 
Celia Martínez Barbosa 
 
57 
Al hilo de lo expuesto, debe tenerse presente que la responsabilidad penal del Sr. 
Silvestre-Holms pudiera hallarse íntimamente ligada a la responsabilidad penal de la 
empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, S.A. Por esta razón, se considera 
oportuno traer a colación el marco legal de la eventual responsabilidad de la citada 
sociedadpor los hechos acaecidos a bordo del buque Pobre Mitrofán; marco legal que se 
contiene, en esencia, en los artículos 31 bisy 33.7 del CP. 
A tenor de lo establecido en el artículo 31 bis.1 del CP, “[E]n los supuestos 
previstos en este Código, las personas jurídicas serán penalmente responsables de los 
delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su provecho, por sus 
representantes legales y administradores de hecho o de derecho.- En los mismos 
supuestos, las personas jurídicas serán también penalmente responsables de los delitos 
cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en provecho de las 
mismas, por quienes, estando sometidos a la autoridad de las personas físicas 
mencionadas en el párrafo anterior, han podido realizar los hechos por no haberse 
ejercido sobre ellos el debido control atendidas las concretas circunstancias del caso”. 
A su vez, conforme a lo previsto en el artículo 31 bis.2 del referido Cuerpo legal, “[L]a 
responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se constate la 
comisión de un delito que haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o 
funciones aludidas en el apartado anterior, aun cuando la concreta persona física 
responsable no haya sido individualizada o no haya sido posible dirigir el 
procedimiento contra ella. Cuando como consecuencia de los mismos hechos se 
impusiere a ambas la pena de multa, los jueces o tribunales modularán las respectivas 
cuantías, de modo que la suma resultante no sea desproporcionada en relación con la 
gravedad de aquellos”. Y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31 bis.3 del CP, 
“[L]a concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o 
en las que los hubiesen hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de 
circunstancias que afecten a la culpabilidad del acusado o agraven su responsabilidad, 
o el hecho de que dichas personas hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción 
de la justicia, no excluirá ni modificará la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, sin perjuicio de lo que se dispone en el apartado siguiente”. 
El artículo 33.7 del CP se refiere, de manera específica, a las penas susceptibles 
de ser impuestas a las personas jurídicas81. De entre ellas, para el caso concreto de la 
empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, se estima que el juez podría aplicar 
las previstas en los apartados b) (disolución de la persona jurídica) y g)(intervención 
judicial); y ello, además de imponer una pena de multa de 2 a 5 años, o la del triple al 
                                                           
81Según el referido artículo 33.7 del CP, “Las penas aplicables a las personas jurídicas, que tienen todas 
la consideración de graves, son las siguientes: a) Multa por cuotas o proporcional. b) Disolución de la 
persona jurídica. La disolución producirá la pérdida definitiva de su personalidad jurídica, así como la 
de su capacidad de actuar de cualquier modo en el tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de 
actividad, aunque sea lícita. c) Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco 
años. d) Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco años. e) 
Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o 
encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si fuere temporal, el plazo no 
podrá exceder de quince años. f) Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para 
contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, 
por un plazo que no podrá exceder de quince años. g) Intervención judicial para salvaguardar los 
derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no podrá 
exceder de cinco años”. 
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quíntuple del beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada, a tenor de 
lo establecido en el artículo 318 bis.4 del CP. 
Finalmente, para concluir con el análisis de la responsabilidad penal cabríatomar 
en consideración la existencia de un posible delito contra los trabajadores, tipificado en 
el artículo 311.2 del CP(“Los que den ocupación simultáneamente a una pluralidad de 
trabajadores sin comunicar su alta en el régimen de la Seguridad Social que 
corresponda o, en su caso, sin haber obtenido la correspondiente autorización de 
trabajo”).Al respecto, baste señalar que para la hipótesis descrita, junto a la 
responsabilidad personal en que pudiera incurrir el Sr. Silvestre-Holms, el artículo 318 
del CP prevé, cuandolos hechos fuesen atribuidos a personas jurídicas, la imposición 
de“la pena señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido 
responsables de los mismos y a quienes, conociéndolosy pudiendo remediarlo, no 
hubieran adoptado medidas para ello”. Por tanto cabría imponer pena de “prisión de 
seis meses a seis años y multa de seis a doce meses” (art. 311 del CP). 
1.3. Responsabilidad laboral 
Con respecto a esta cuestión, es preciso partir del hecho -recién señalado- de la 
posible imputación del Silvestre-Holms por un delito contra los derechos de los 
trabajadores ex artículo 311.2 del CP. Y ello por cuanto que el artículo 3 de la LISOS, 
bajo el titulillo “Concurrencia con el orden jurisdiccional penal”, establece de entrada 
que “no podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de 
fundamento” y señala, a continuación, que si los hechos pudieran ser constitutivos de 
ilícito penal “la Administración pasará el tanto de culpa al órgano judicial competente 
o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras 
la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al 
procedimiento o mientras el Ministerio Fiscal no comunique la improcedencia de 
iniciar o proseguir actuaciones”. Quiere ello decir que, de abrirse la causa penal contra 
el Sr. Silvestre-Holms, las actuaciones en el ámbito laboral se paralizarían hasta la 
resolución de los hechos en vía penal, por cuanto que la determinación de la 
responsabilidad de Silvestre-Holms por el delito contra los derechos de los trabajadores 
reviste carácter prioritario. 
En cuanto a determinación de la responsabilidad por las restantes infracciones 
laborales, que han sido objeto de análisis específico en el apartado IV de este trabajo, ha 
de tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la LISOS, que al regular los sujetos 
responsables de las infracciones laborales, y en lo que aquí resulta de interés, no incluye 
entre aquéllos a los administradores de la sociedad, refiriéndose de modo genérico a las 
personas jurídicas. De ahí que, en el caso enjuiciado, de entrada, se deba colegir que la 
responsabilidad por las infracciones laborales recaería únicamente sobre la empresa 
Conservas y congelados Sousa-Holstein. 
Con todo, apesar de que, como se acaba de señalar, el artículo 2 de la LISOS no 
haga mención expresa a los administradores en cuanto sujetos responsables de las 
infracciones, cabe traer a colación la obligación de cotización a la Seguridad Social 
estipulada en el artículo 15 dela LGSS. En efecto, el citado precepto, tras establecer que 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 
Celia Martínez Barbosa 
 
59 
“la cotización es obligatoria en los Regímenes General y Especiales”82y que “la 
obligación de cotizar nacerá desde el momento de iniciación de la actividad 
correspondiente, determinándose en las normas reguladoras de cada Régimen las 
personas que hayan de cumplirla”, dispone, en su apartado tercero, que “son 
responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar y del pago de los demás 
recursos de la Seguridad Social las personas físicas o jurídicas o entidades sin 
personalidad a las que las normas reguladoras de cada régimen y recurso impongan 
directamente la obligación de su ingreso y, además, los que resulten responsables 
solidarios, subsidiarios o sucesores mortis causa de aquéllos, por concurrir hechos, 
omisiones, negocios o actos jurídicos que determinen esas responsabilidades, en 
aplicación de cualquier norma con rango de Ley que se refiera o no excluya 
expresamente a las obligaciones de Seguridad Social, o de pactos o convenios no 
contrarios a las leyes. Dicha responsabilidad solidaria, subsidiaria, o mortis causa se 
declarará y exigirá mediante el procedimiento recaudatorio establecido en esta ley y su 
normativa de desarrollo” 
El precepto transcrito debe ser interpretado conjuntamente con el artículo 236 de 
la LSC, que, como se ha señalado, dispone que los administradores responden“frente a 
la sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores sociales, del daño que causen 
por actos u omisiones contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados 
incumpliendo los deberes inherentes al desempeño del cargo” y con el artículo 237 del 
referido Cuerpo legal, que, como también se tuvo ocasión de señalar, establece el 
carácter solidario de dicha responsabilidad. 
Así las cosas, si se hace aplicación de la normativa expuesta al caso concreto, 
cabría sostener la posibilidad de exigir responsabilidad al Sr. Silvestre-Holms, en cuanto 
administrador de la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, por infracción de 
la obligación de cotización a la Seguridad Social. 
1.4. Responsabilidad tributaria 
En cuanto a la posible responsabilidad de índole tributaria en la que pudiera 
haber incurrido el Sr. Silvestre-Holms, dada su condición de administrador de la 
empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein, S.A., el análisis en cuestión ha de 
efectuarse a partir de las disposiciones contenidas en la Sección 3.ª del Capítulo II del 
Título II de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante LGT). 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 43.1.a) de la LGT, “serán 
responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o entidades: a) 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 1 del artículo 42 de esta ley, 
los administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, habiendo 
éstas cometido infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos necesarios que 
sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios, 
hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen 
                                                           
82En este sentido, el artículo 230 de la LGSS, que desarrolla las obligaciones de los empresarios, en sus 
apartados a y b dispone que son obligaciones de los empresarios “cotizar por la aportación empresarial a 
la contingencia de desempleo”así como“ingresar las aportaciones propias y las de sus trabajadores en 
su totalidad, siendo responsables del cumplimiento de la obligación de cotización”. 
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adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad también se 
extenderá a las sanciones”83. 
Por tanto, si de los hechos acaecidos en torno al buque Pobre Mitrofán se 
derivase la existencia de una deuda tributaria84, el administrador de la empresa 
Conservas y congelados Sousa-Holstein sería responsable, cuando menos, de forma 
subsidiaria de la deuda tributaria resultante por consentir y posibilitar que la sociedad 
incurriese en infracciones en materia tributaria, al no haber realizado los actos 
encaminados al cumplimiento de las referidas obligaciones. 
2. Responsabilidad como senador de las Cortes Generales 
En cuanto a la responsabilidad del Sr. Silvestre-Holms como senador de las 
Cortes Generales, es necesario señalar,en primer lugar, que el cargo desenador es 
incompatible con el ejercicio de otros cargos y actividades. Las causas de 
incompatibilidad se establecen en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General (en adelante, LOREG). En concreto, en lo que aquí resulta de interés, 
cabe traer a colación lo dispuesto en los artículos 156.1, 157 y 159 de la LOREG, a 
cuyo tenor: 
1) Artículo 156de la LOREG: “1. Los Diputados y Senadores únicamente 
podrán formar parte de los órganos colegiados de dirección o Consejos de 
Administración de Organismos, entes públicos o empresas con participación 
pública, mayoritaria, directa o indirecta, cuando su elección corresponda a 
las respectivas Cámaras, a las Cortes Generales o a las Asambleas 
Legislativas de las Comunidades Autónomas, pero sólo percibirán las dietas 
o indemnizaciones que les correspondan y que se acomoden al régimen 
general previsto para la Administración Pública”. 
2) Artículo 157 de la LOREG: “1. El mandato de los Diputados y Senadores se 
ejercerá en régimen de dedicación absoluta en los términos previstos en la 
Constitución y en la presente Ley. 
2. En virtud de lo establecido en el apartado anterior, el mandato de los 
Diputados y Senadores será incompatible con el desempeño, por sí o 
mediante sustitución, de cualquier otro puesto, profesión o actividad, 
                                                           
83
 En relación con el precepto transcrito, el artículo 42.1 de la LGT contempla la responsabilidad solidaria 
de las personas o entidades que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una 
infracción tributaria, al tiempo que prevé, de modo expreso, que en tales supuestos la responsabilidad se 
extienda a la sanción. 
84
 Dicha deuda podría resultar de distintos actos, como, por ejemplo, el hecho de tener a los trabajadores 
de la empresa sin ningún tipo de contrato, eludiendo así pagos como el IRPF del que los empresarios son 
responsables de su retención a tenor de lo dispuesto en el artículo 108 del Real Decreto 439/2007, de 30 
de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y se 
modifica el Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de 
febrero, en relación con el artículo 71del Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, que aprueba el 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido y se modifica el Real Decreto 1041/1990, de 27 de 
julio, por el que se regulan las declaraciones censalesque han de presentar a efectos fiscales los 
empresarios, los profesionales y otros obligados tributarios; el Real Decreto 338/1990, de 9 de marzo, por 
el que se regulala composición y la forma de utilización del número de identificación fiscal; el Real 
Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedir y entregar factura que 
incumbe a los empresarios y profesionales, y el Real Decreto 1326/1987, de 11 de septiembre, por el que 
se establece el procedimiento de aplicación de las Directivas de la Comunidad Económica Europea sobre 
intercambio de información tributaria. 
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públicos o privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos mediante sueldo, 
salario, arancel, honorarios o cualquier otra forma. En caso de reproducirse 
el pase a la situación administrativa o laboral que corresponda en aquéllos, 
deberá garantizarse la reserva de puesto o plaza y de destino, en las 
condiciones que determinen las normas específicas de aplicación. 
El régimen de dedicación absoluta y de incompatibilidades previsto en esta 
Ley será aplicable sin que en ningún caso se pueda optar por percepciones o 
remuneraciones correspondientes a puestos o cargos incompatibles.” 
3) Artículo 159 de la LOREG: “1. De conformidad con lo establecido en el 
artículo 157, el mandato de los Diputados y Senadores es incompatible con el 
desempeño de actividades privadas. 
2. En particular, es en todo caso incompatible la realización de las conductas 
siguientes: […] c) El desempeño de puestos o cargos que llevan anejas 
funciones de dirección, representación, asesoramiento o prestación de 
servicios en Empresas o Sociedades arrendatarias o administradoras de 
monopolios”. 
Con base en los preceptos transcritos, cabe sostener, pues, que existe una 
evidente incompatibilidad entre los cargos que ostenta el Sr. Silvestre-Holms de senador 
y administrador de una sociedad mercantil. 
El procedimiento que se llevará a cabo por tal motivo es el recogido en el 
artículo 160 de la LOREG, que, en líneas generales, puede sintetizarse del siguiente 
moso: el Sr. Silvestre-Holms deberá declarar acerca de sus actividades ante ambas 
Cámaras, inscribiéndose dicha declaración en el Registro de intereses; el órgano que 
instruye y resuelve los procedimientos de registro de interés será el Presidente de la 
Cámara; por último, el Pleno dela Cámara resolverá sobre la posible incompatibilidad, a 
propuesta motivada de la Comisión. En este caso al tratarse de actividades privadas, la 
propuesta ha de basarse en los casos previstos en el número 2 del artículo 159 y, si se 
declara la incompatibilidad, el parlamentario deberá optar entre el escaño y el cargo, 
actividad, percepción o participación incompatible. En el caso de no ejercitarse la 
opción, se entiende que renuncia al escaño. 
En segundo lugar, cabe referirse a la inmunidad parlamentaria de la que goza el 
Sr. Silvestre-Homs por el simple hecho de ostentar la condición de senador. En cuanto 
al alcance de la mencionada inmunidad, resulta ciertamente clarificadora la 
STS1117/2006,Sala de lo Penal,de 10 de noviembre de 2006 (Roj: 6607/2006),que, en 
su fundamento jurídico cuarto, establece lo siguiente:“durante su mandato los 
Diputados y Senadores «sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito» 
(freedomfromarrest). Asimismo, «no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa 
autorización de la Cámara respectiva».- Ambas instituciones -inviolabilidad e 
inmunidad- vienen referidas sólo a los Diputados y Senadores en la Constitución de 
1978…”. 
De igual modo, remitiéndose a la doctrina del Tribunal Constitucional, el Alto 
Tribunal, en el referido pronunciamiento de 10 de noviembre de 2006, aclara el 
concepto de inviolabilidad del artículo 71 de la CE en los siguientes términos: “La […] 
resolución del Tribunal Constitucional (STC 51/1985, de 10 de abril de 1985 ), precisa 
mucho más esta doctrina constitucional, entendiendo que cuando el art. 71.1 de la 
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Constitución disponeque «los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las 
opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones», garantiza así la freedom of 
speech de los parlamentarios, genéricamente reconocida en los diferentes sistemas 
constitucionales democráticos. Al margen ahora de la discutida naturaleza en el ámbito 
penal de esta prerrogativa (causa de inimputabilidad para algunos, eximente de 
antijuridicidad desde otra perspectiva), sigue argumentando el Tribunal Constitucional 
que es claro que la misma se orienta a la preservación de un ámbito cualificado de 
libertad en la crítica y en la decisión sin el cual el ejercicio de las funciones 
parlamentarias podría resultar mediatizado y frustrado, por ello, el proceso de libre 
formación de voluntad del órgano”. 
Así las cosas, a tenor de lo expuesto, cabría concluir que para imputar y procesar 
al Sr. Silvestre-Holms, dada su condición de senador, sería necesaria autorización de la 
Cámara; en este caso concreto, del Senado. La referida autorización se solicitará por los 
cauces del artículo 755 de la LECrim, que establece que “se pedirá en forma de 
suplicatorio, remitiendo con éste, y con carácter reservado, el testimonio de los cargos 
que resulten contra el Senador o Diputado, con inclusión de los dictámenes del Fiscal y 
de las peticiones particulares en que se haya solicitado la autorización”. 
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En primer lugar, se traen a colación las conclusiones alcanzadas en el primer 
informe que se solicita, que versa sobre la legalidad de la actuación de las 
autoridades españolas en relación con el buque Pobre Mitrofán, su carga y sus 
tripulantes; a saber: 
En lo que a la legalidad de actuación con respecto al buque se refiere existen 
dos cuestiones controvertidas. La primera de ellas gira en torno a la determinación de la 
jurisdicción a bordo del buque Pobre Mitrofán y con respecto a la misma se llega a la 
conclusión de que las Autoridades Españolas tienen jurisdicción a bordo del citado 
buque a tenor de los artículos 91, 92 y 94 de la CNUDM en relación con los artículos 4, 
9.3 y 23.1 de la LOPJ. A partir de loscitados preceptos se concluye que el Estado que 
ostenta la nacionalidad del pabellón enarbolado es España, equiparándose así el buque a 
territorio español y estando sujeto, por tanto, la embarcación a la jurisdicción española. 
Además, mención especial requiere el hecho de que se trate de cuestiones penales, 
respecto de la cuales se atribuye a España la jurisdicción cuando los presuntos hechos 
delictivos tienen lugar a bordo de buques españoles. 
El segundo aspecto discutido es el atinente a la entrada y registro del ya citado 
buque. Sobre este particular se ha llegado a la conclusión de que la legalidad de la 
actuación de las Autoridades Españolas está supeditada al lugar en donde se hubiesen 
hallado las cajetillas de tabaco. De este modo, si las cajetillas de tabaco se encontrasen 
en los camarotes de la tripulación, la actuación de las Autoridades Españolas se 
consideraría ilegal, dado queaquellos constituyen domicilio constitucionalmente 
protegido por considerarse un lugar separado en el cual los tripulantes se independizan 
para desarrollar su privacidad, pudiendo así constituir morada de una o varias personas 
cuando lo utilicen como reducto de su vida privada y entendiéndolas como áreas propias 
y reservadas al ejercicio de la libertad personal a tenor de una consolidada 
jurisprudencia, entre las que cabe destacar, entre otras, la STS 894/2007, Sala de lo 
Penal, de 31 de octubre de 2007 y la STS 312/2011, Sala de lo Penal, de 29 de abril; por 
todo ello se concluye que sería necesario consentimiento del residente u orden judicial 
para la entrada y registro en los camarotes tal y como establecen los artículos 545, 550 y 
551 de la LECrim. Sin embargo, la solución sería distinta si las cajetillas hubiesen sido 
encontradas en parte distinta del buque, puesto que al margen de los camarotes, las 
restantes partes no tendrían la consideración de domicilio constitucionalmente protegido 
a tenor de las citadas Sentencias; por tanto recordando la STS 1534/1999, Sala de lo 
Penal, de 16 de diciembre la entrada en estos lugares se equipararía al registro de 
automóviles, no sería necesaria autorización judicial de ningún tipo para la entrada y 
registro y, en consecuencia, la actuación de las Autoridades Españolas sería legal. 
En cuanto a lalegalidad de actuación con respecto a la carga,la problemática 
principal se centra en determinar si existe delito o infracción administrativa de 
contrabando y si las medidas que se llevan a cabo son las procedentes. Con respecto a 
ello, se llega a la conclusión de que existe una infracción administrativa de contrabando 
con fundamento en el artículo 2 apartado b de la L.O. 12/1995, de 12 de diciembre, de 
represión de contrabando en relación con los artículos 1.11 y el 11.1.º de la misma LO. 
Por tanto, es legal la actuación de las Autoridades Españolas con respecto a la 
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carga,siendo procedente la medida del comiso de las cajetillas atendiendo a los artículos 
14 y 5 de la citada Ley de represión del contrabando. 
Y por lo que se refierea la legalidad de actuación con respecto a la tripulación 
se llega a la conclusión de que existe una infracción administrativa de contrabando y un 
delito de tráfico de migrantes del artículo 318 bis del CP. En el citado informe se tratan 
por separado a los distintos miembros de la tripulación, en función de la nacionalidad y 
de las concretas circunstancias del caso; así: 
- En relación con a la tripulación de nacionalidad española se concluye que 
la actuación de las Autoridades Españolas es legal y se justifica en los 
siguientes hechos: la detención del patrón se habría realizado por el hecho 
de ser patrón del buque Pobre Mitrofán, cabiendo entender que ha 
colaborado para llevar a cabo la acción constitutiva del citado delito y ha 
sido abordado por los agentesin fraganti. Los restantes tripulantes 
españoles pueden ser colaboradores o coparticipes del referido delito, 
siendo necesaria la existencia de tripulación para su consecución y, 
además,habrían sido sorprendidos in fraganti, con lo que su detención 
estaría, de esta forma, justificada. Por último, por lo que respecta a su 
puesta a disposición judicial a la llegada al puerto de Burela, dicha 
actuación sería conforme a tenor de lo establecido en el artículo 496 de la 
LECrim. 
- En cuanto a la tripulación proveniente de Dinamarca, se considera que es 
cuestionable que sean víctimas de un delito de tráfico de migrantes, ya que 
Dinamarca es un Estado parte del Convenio de Schengen por el cual se crea 
el espacio Schengen o un espacio común, que tiene como objetivos la 
supresión de fronteras, la seguridad, la inmigración y la libre circulación de 
personas; por tanto, el sujeto pasivo del citado delito no puede ser un 
ciudadano comunitario, ya que ostenta este derecho de libre circulación. 
Por todo ello, se considera que los tripulantes daneses no pueden ser 
víctimas de un delito de tráfico de migrantes; no obstante, los mismos 
sípodrían ser cómplices del referido delito, razón por la cual podrían ser 
detenidos por las autoridades españolas. 
- Y ya por lo que respecta al resto de la tripulación se considera adecuada la 
actuación de las Autoridades Españolas dado que los mismos no son objeto 
de enjuiciamiento penal (artículo 5 del Protocolo contra el tráfico ilícito de 
migrantes por tierra, mar y aire hecho); únicamente cabe atender a las 
medidas de protección y asistencia recogidas en el citado Protocolo, que 
son las que han de llevarse a cabo para considerar correcta la actuación de 
las Autoridades, con respecto a algunas medidas en este caso no existe  
constancia de su cumplimiento tal y como se ha indicado en el presente 
informe, pudiendo ser incorrecta la actuación de las Autoridades Españolas 
con respecto a determinadas medidas recogidas en el Protocolo. 
II 
Las conclusiones que se alcanzan en relación con el informe sobre las 
solicitudes de asilo se sistematizan de forma separada,examinando y agrupando las 
concretas solicitudes de los tripulantes de la siguiente forma: 
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En primer lugar, las solicitudes de asilo de los tripulantes daneses son 
desestimadas, dado que Dinamarca es un Estado firmante del ya citado Convenio de 
Schengeny no se cumplen las condiciones descritas en el artículo 2 de la Ley 12/2009. 
En este caso, si bien resulta de aplicación el Protocolo (nº 24) sobre asilo a nacionales 
de los Estados miembros de la UE, no se cumplen los motivos ni los fundados temores 
de persecución en el país de origen de los artículos 6 y 7 de la citada Ley 12/2009. 
En segundo lugar, las solicitudes de asilo de los tripulantes procedentes de Perú 
y Filipinas cabe ser desestimada ya que fundan (al igual que los daneses) sus 
pretensiones en el hecho de ser víctimas de un delito de tráfico ilícito de migrantes, lo 
cual no constituye per seun acto o un motivo de persecución a tenor de lo dispuesto en 
los artículos 6 y 7 de la mencionada Ley 12/2009. A ello cabría añadir que, del examen 
efectuado, sus países de origen no se consideran Estados peligrosos o inestables 
internacionalmente. 
Por último, en cuanto a las solicitudes de los ciudadanos de Burkina Faso, cabe 
señalar que las mismas se fundan en motivo distinto, como es el hecho de que huyen de 
su país de origen por miedo a que se practique la mutilación genital a sus hijas menores 
de edad. Con respecto a esta cuestión se concluye que la solicitud de los ciudadanos de 
burkineses debe ser estimada, concediéndoles, por tanto, el asilo. En el caso de las 
menores de edad Laina y Alima, por cumplir la condición de refugiadas en los términos 
del artículo 3 de la Ley 12/2009 y por concurrir, también, los motivos y el temor de 
persecución por motivos de género (como pertenecientes a un determinado “grupo 
social”tal y como es objeto de interpretación por una consolidada jurisprudencia del TS) 
que se exigen como requisito a través del artículo 7 de la misma Ley, pudiendo 
fundamentarse dichos temores de forma objetiva en su país de origen y considerando 
que la mutilación genital es un acto que reviste gravedad tal y como se exige en el 
artículo 6 del mismo Texto legal; además,las menores no se encuentran incursas en las 
causas de denegación y exclusión establecidas en los artículos 8 y 9 de la Ley 12/2009. 
En cuanto a la Sra. Amina y al Sr. Thomas, también se estima su solicitud de asilo por 
extensión familiar mediante la aplicación delartículo 40.1 de la Ley 12/2009 y el Acta 
final de la Convención de Ginebra, en virtud de la cual se recomienda a los Estados que 
se mantenga la unidad familiar de los refugiados y se proteja a los refugiados menores 
de edad. 
III 
En el informe sobre los aspectos derivados de la solicitud de prestaciones de 
Seguridad Social y del acta de infracciones laboralesse resuelven tres cuestiones 
controvertidas. Las dos primeras se centran en la solicitud de prestaciones a la 
Seguridad Social. En este sentido, se desestiman las solicitudes de prestación por 
desempleo del Sr. Thomas y de la Sra. Amina, tanto a nivel contributivo como 
asistencial, dado que no se cumplen los requisitos establecidos en los artículos 207 y 
215 de la LGSSpara el nacimiento de esta prestación. Por otro lado, se concluye que es 
procedente concederles la prestación por hijos a cargo por satisfacer los requisitos 
exigidos al efecto en los preceptos 9 y 10 del Real Decreto 1335/2005, ya que las hijas 
del matrimonio burkinés, Laina y Alima, menores de 18 años y residentes en España 
debido a la concesión del derecho de asilo, conviven con los potenciales beneficiarios 
ytienen la consideración legal de “hijo a cargo”; además, tanto el Sr. Thomas como la 
Sra. Amina no reciben prestación de la misma naturaleza ni ingreso anual alguno, 
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residen legalmente en territorio español por el mismo motivo que sus hijas y no se 
encuentran dentro de las incompatibilidades recogidas en el artículo 30 del propio Real 
Decreto 1335/2005. 
La tercera de las cuestiones problemáticas hace referencia al acta de infracciones 
laborales. Al respectose considera que la empresa Conservas y congelados Sousa-
Holstein ha incurrido en las siguientes infracciones a tenor de lo establecido en la 
LISOS: a) infracciones en materia de empleo, ya que la empresa conservera no realiza 
ningún tipo de comunicación a la oficina de empleo de las contrataciones de los 
trabajadores del Pobre Mitrofán (falta leve ex artículo 14de la LISOS); b)infracciones 
en materia de relaciones laborales individuales y colectivas, debido a que ninguno de los 
tripulantes del buque Pobre Mitrofán tiene contrato de trabajo (infracción gravesegún el 
artículo 7.1 de la LISOS); c)infracciones en materia de Seguridad Social, por no haber 
solicitado la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein la afiliación inicial o el 
alta de los trabajadores que tenía a su servicio (infracción grave conforme al artículo 22 
de la LISOS); y d), por último, infracciones en materia de permisos de trabajo de 
extranjerosy que pueden ser objeto de una doble lectura: por un lado, que la empresa 
hubiese utilizado“trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo el 
preceptivo permiso de trabajo, o su renovación” o bien hubiese promovido, mediado o 
amparado “el trabajo de los extranjeros en España sin el preceptivo permiso de 
trabajo”(infracciones muy graves, a tenor de los artículos 37.1 y 3 de la LISOS) y, por 
otro lado, que los tripulantes extranjeros se encontrasen “trabajando en España sin 
haber obtenido autorización de trabajo o autorización administrativa previa para 
trabajar” sin contar “con autorización de residencia valida”,en cuyo caso sería de 
aplicación a los tripulantes extranjeros el artículo 53 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre los derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social (que tipifica la conducta descrita como infracción grave). Con respecto a las 
citadas infracciones deberán aplicarse el artículo16 del Real Decreto 928/1998 sobre 
acumulación de las infracciones así como el artículo 4 del Real Decreto 1398/1993 por 
el cual se desarrolla el principio de ne bis in idem para esta clase de procedimientos; así 
las cosas, y a tenor del último de los preceptosmencionados, en aquellos casos en que la 
comisión de una infracción derive de otra se impondrá una única sanción que se 
corresponderá con la sanción más grave. 
IV 
En relación con el informe que tiene por objeto los distintos contratos de 
carácter mercantilse concluye que no existen datos suficientes en el supuesto de hecho 
para sostener de forma terminante el contrato de explotación del buque llevado a cabo 
por la empresa Conservas y congelados Sousa- Holstein. En cualquier caso, puede 
tratarse de cualquiera de los tres siguientes tipos contractuales; a saber:fletamento, 
arrendamientoo trasporte marítimo. Además, las referidas modalidades contractuales 
podrían coexistir con el contrato de seguro marítimo así como con los distintos 
contratos auxiliares, que variarían en función del contrato de explotación de que se 
tratase. 
V 
Finalmente, en cuanto al informe solicitado sobre la responsabilidad de Sr. 
Silvestre-Holms, en su condición de administrador de la empresa Conservas y 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 
Celia Martínez Barbosa 
 
67 
Congelados Sousa-Holstein, S.A. se concluye que el Sr. Silvestre-Holms, en calidad de 
administrador de la empresa,incurriría en las siguientes responsabilidades: 
En primer lugar, responsabilidad mercantil,que viene regulada para el caso de 
los administradores en los artículos 236 y 237 de la LSC, y será reclamable mediante 
dos acciones: la acción social de responsabilidad, regulada en el artículo 238 de la LSC, 
y la acción individual de responsabilidad, recogida en el artículo 241 de la misma Ley. 
En segundo lugar, responsabilidad penal por su participación en dos delitos: el 
primero de ellos se encuentra tipificado en el artículo 318 bis del CP, delito de tráfico 
ilícito de migrantes, que, en concreto, en su apartado 4.º hace referencia a los casos en 
que los responsables del delitosean los “[...]administradores o encargados de dichas 
organizaciones o asociaciones”, cabiendo aplicar la pena en su mitad superior o incluso 
la superior en grado para estos supuestos; el segundo delito es eltipificado en el artículo 
311.2 del CP, contra los derechos de los trabajadores y la responsabilidad del Sr. 
Silvestre-Holms se deduce a través del artículo 318 del CP de acuerdo con el cual la 
pena del delito del artículo 311 se impondrá a los administradores. 
En tercer lugar, estaría la responsabilidad laboral, íntimamente relacionada con 
la penal, dado que del artículo 3 de la LISOS se deduce que de abrirse la causa penal 
contra el Sr. Silvestre-Holms, las actuaciones en el ámbito laboral se paralizarían hasta 
la resolución de los hechos en vía penal, por cuanto que la determinación de la 
responsabilidad de Silvestre-Holms por el delito contra los derechos de los trabajadores 
reviste carácter prioritario. Pero, al margen de esta cuestión, el Sr. Silvestre-Holms 
responderá, en todo caso, de la obligación de cotizar establecida en el artículo 15 de la 
LGSS interpretado, de manera conjunta, con el artículo 236 de la LSC. 
Por último, responsabilidad tributaria: si de los hechos acaecidos en torno al 
buque Pobre Mitrofán se derivase la existencia de una deuda tributaria, el administrador 
de la empresa Conservas y congelados Sousa-Holstein sería responsable, cuando menos, 
de forma subsidiaria de la deuda tributaria resultante por consentir y posibilitar que la 
sociedad incurriese en tales infracciones por no haber realizado los actos encaminados 
al cumplimiento de lasreferidas obligaciones (artículo 43.1.ade la LGT). 
Además de su responsabilidad como administrador se examina la 
responsabilidad del Sr. Silvestre-Holms como Senador de las Cortes Generales.Sobre 
este particular se llega a la conclusión de que existe una evidente incompatibilidad entre 
los cargos que ostenta el Sr. Silvestre-Holms de senador y administrador de una 
sociedad mercantil a tenor de lo establecido en los artículos 156, 157 y 159 de la 
LOREG.El procedimiento que se llevará a cabo por esta incompatibilidad es el recogido 
en el artículo 160 de la LOREG. Si se declara la incompatibilidad, el parlamentario 
deberá optar entre el escaño y el cargo, actividad, percepción o participación 
incompatible. En el caso de no ejercitarse la opción, se entiende que renuncia al escaño. 
Por último, debe mencionarse que Silvestre-Holms como Senador goza de inmunidad 
parlamentaria e inviolabilidad; por ello para imputarlo y procesarlo sería necesaria 
autorización de la Cámara (en este caso concreto, del Senado) que se solicitará por los 
cauces del artículo 755 de la LECrim. 
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CONTRATO DE FLETAMENTO 
Contrato de fletamento. FOR\2009\48 
En ..... , a .....de ..... de .....  
REUNIDOS 
De una parte: 
D. ........................ , mayor de edad, de estado civil ..... , vecino de ..... , domiciliado en 
........................ , con documento nacional de identidad número ............... 
De otra: 
D. ........................ , mayor de edad, de estado civil ..... , vecino de ..... , domiciliado en 
........................ , con documento nacional de identidad número ............... 
INTERVIENEN D ........................ , en nombre y representación de ........................ , en 
lo sucesivo “EL FLETANTE”, en virtud de poder otorgado a su favor ante el Notario de 
........................ D ........................ , en fecha ..... , con el número de protocolo ..... , poder 
que se halla debidamente inscrito en el Registro Mercantil de ........................ y vigente, 
según manifiesta. 
D ........................ , en nombre y representación de ........................ , en lo sucesivo “EL 
FLETADOR”, en virtud de poder otorgado a su favor ante el Notario de ........................ 
D ........................ , en fecha ..... , con el número de protocolo ..... , poder que se halla 
debidamente inscrito en el Registro Mercantil de ........................ y vigente, según 
manifiesta. 
Todas las partes, en el respectivo carácter con el que intervienen, se reconocen 
mutuamente la capacidad legal en Derecho necesaria para concertar el presente 
CONTRATO DE FLETAMENTO, y a tal efecto, libremente y de común acuerdo, 
EXPONEN 
PRIMERO.- Que EL FLETANTE es propietario del buque “........................” (nombre 
del buque), matrícula ..... de la lista ..... con bandera de ........................ estado de 
........................ registrado en ........................ buque de carga general y con las siguientes 
características: 
- Arqueo Bruto: .....  
- Arqueo Neto: .....  
- Peso muerto: .....  
- Capacidad de carga rodada: .....  
- Maquinaria principal: .....  
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- Maquinaria adicional: .....  
- Capacidad de pasajeros: .....  
- Capacidad de bodegas: .....  
SEGUNDO.- Que EL FLETADOR está interesado en celebrar un contrato de 
fletamento del buque descrito en el Exponendo Primero para transportar ........................ 
(descripción de la mercancía) al puerto de ........................ (nombre). 
TERCERO.- Que ambas partes de común acuerdo llevan a efecto el presenten contrato 
con arreglo a las siguientes: 
CLÁUSULAS 
PRIMERA.- OBJETO El objeto del presente contrato es el fletamento del buque 
descrito en el Exponendo Primero durante .....días a contar desde el día siguiente al ..... 
(día) de ..... (mes) de ..... (año), en que el buque estará a disposición del Fletador para el 
transporte de: 
- ..... toneladas de .....  
- ..... toneladas de .....  
- ..... toneladas de .....  
EL FLETADOR podrá prorrogar el plazo de fletamento notificándoselo al FLETANTE 




El precio establecido para el flete es de .....euros/día. 
Pago 
El pago del ..... % del precio se efectuará el día .....en la cuenta corriente núm. ..... que 
EL FLETANTE tiene suscrita con la entidad ........................ en su sucursal ..... . 
El ..... % restante del precio del transporte lo recibirá FLETANTE en el plazo de 
.....desde el día siguiente a la entrega de las mercancías en el lugar de destino con 
aceptación por el destinatario. 
Retraso en el pago 
El retraso en más de .....días en cualquiera de los pagos dará derecho al FLETANTE a 
exigir al FLETADOR un interés moratorio del ..... % respecto de cada uno de los pagos 
no satisfechos puntualmente. 
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TERCERA.- ENTREGA DEL BUQUE 
En el puerto de origen 
EL FLETANTE se compromete a poner a disposición del FLETADOR el buque el día 
.....de ..... (mes) de ..... (año) en perfecto estado de navegabilidad, acondicionado para el 
transporte de mercancías, limpio y capaz de desarrollar con plena carga la velocidad de 
..... nudos con mar llana con un consumo de ..... toneladas de combustible líquido 
recorriendo ..... millas marinas. 
En el puerto de destino 
EL FLETADOR entregará el buque al FLETANTE en el puerto de ........................ , en 
las mismas condiciones en que lo recibió y con la misma cantidad de combustible. 
Hasta que se entregue el buque, éste devengará el flete previamente acordado bien sea 
por día o por fracción. 
CUARTA.- TRIPULACIÓN El capitán, D. ........................ , así como la tripulación del 
buque estarán sujetos a las órdenes del fletador, y cumplirán la normativa nacional de la 
marina mercante de ........................  
AUTORIZACIÓN DE SUBCONTRATACIÓN EL FLETADOR está autorizado para 
subcontratar con terceros cargadores determinadas parcelas de carga. EL FLETADOR 
asumirá la total responsabilidad ante EL FLETANTE y si por ello se irrogase algún 
perjuicio al FLETANTE o a los cargadores, será responsable de la eventual 
indemnización por daños y perjuicios que pudiera corresponderles. 
QUINTA.- SEGURO El deterioro o disminución de las mercaderías por cualquier 
causa no será causa obstativa del pago íntegro del flete al FLETANTE. 
EL FLETADOR contratará un seguro que resulte satisfactorio para EL FLETANTE y 
proporcionará a éste, a su solicitud, pruebas de la existencia de dicho seguro. La 
cobertura incluirá, entre otros aspectos, los daños provocados por fenómenos de la 
naturaleza, incendios, robo o piratería. EL FLETADOR informará con prontitud 
FLETANTE de cualquier peligro asegurable y cualquier suceso extraordinario que 
afecten a la mercancía y al buque fletado, tomando las medidas necesarias para la 
resolución del problema y la satisfacción de las reclamaciones. 
Igualmente, EL FLETADOR deberá asegurar las mercaderías antes del embarque y 
entregar una copia de la póliza al FLETANTE. 
SEXTA.- GASTOS 
Gastos de cuenta del FLETADOR 
Serán de cuenta del FLETADOR todos los gastos relativos a la carga y descarga, estiba 
y desestiba, de combustible, de puertos, de practicaje, derechos, impuestos, amarre y 
todos los que se devenguen por el fletamento que no correspondan al FLETANTE. 
Igualmente, EL FLETADOR sufragará los gastos relativos al seguro de las mercancías 
transportadas. 
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Gastos de cuenta del FLETANTE 
Los gastos de provisiones, salarios, seguros del buque, pertrechos y mantenimiento del 
buque en perfectas condiciones de navegabilidad serán a cargo del FLETANTE. 
DERECHO DE RETENCIÓN EL FLETANTE autoriza al FLETADOR a retener hasta 
el ..... % del flete hasta que los gastos y responsabilidades que son de cuenta y cargo del 
FLETANTE no hayan sido íntegramente satisfechos. 
OPERACIONES DE REPARACIÓN Y MANTENIMIENTO En caso de realizarse 
reparaciones en el buque para mantener sus condiciones de navegabilidad y, éste deba 
entrar en dique seco o similar, no se devengará el flete diario de dichas operaciones. 
Cualquier otra causa de detención del buque correrá a cuenta del FLETADOR, aunque 
se produzca por negligencia del personal de a bordo. 
SÉPTIMA.- RESOLUCIÓN DEL CONTRATO 
El Contrato podrá resolverse por las siguientes causas: 
1. Por voluntad de cualquiera de las Partes cuando medie incumplimiento grave de las 
obligaciones pactadas. 
2. Por acuerdo de las Partes por escrito. 
3. La extinción de la personalidad jurídica de cualquiera de las Partes o la suspensión de 
pagos, quiebra, concurso o embargo de bienes de alguna de ellas a menos que se 
garantice de cualquier forma la deuda. 
Tras la entrada en vigor de la Ley Concursal, y de conformidad con su artículo 61.3, “Se 
tendrán por no puestas las cláusulas que establezcan la facultad de resolución o la 
extinción del contrato por la sola causa de la declaración de concurso de cualquiera de 
las partes”. 
En cualquier caso, la Parte que pretenda resolver el presente Contrato alegando 
incumplimiento de la contraparte, deberá requerirle al cumplimiento de la obligación de 
forma fehaciente, otorgándole un plazo de .....días a la Parte incumplidora para que 
pueda subsanar dicho incumplimiento. Transcurrido dicho plazo sin que los 
incumplimientos hubiesen sido subsanados, el perjudicado podrá ejercitar la 
mencionada facultad. 
En el supuesto de que los incumplimientos fueren de imposible subsanación en el plazo 
de 30 días, el perjudicado podrá ejercitar directamente la facultad opción, sin necesidad 
de remitir, previamente, el antedicho requerimiento. 
OCTAVA.- GASTOS E IMPUESTOS Todos los gastos e impuestos que se originen 
como consecuencia de la formalización, cumplimiento o extinción del presente contrato 
y de las obligaciones que de él se deriven serán de cargo de ........................ 
Igualmente, los gastos judiciales que se ocasionen por incumplimiento del presente 
contrato serán por cuenta de la parte incumplidora, incluidos honorarios del Procurador 
y Abogado aunque sus intervenciones no fueran preceptivas. 
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NOVENA.- JURISDICCIÓN COMPETENTE Y LEY APLICABLE Para cuantas 
cuestiones o divergencias pudieran suscitarse en relación con el presente contrato, la 
competencia de los Juzgados y Tribunales que deban conocer del asunto se determinará 
de conformidad con los criterios de competencia objetiva, funcional y territorial 
legalmente aplicables. 
El presente contrato tiene carácter mercantil y se regirá por sus propias cláusulas, y en 
lo en ellas no dispuesto, por lo previsto en el Código de Comercio, demás leyes 
especiales y usos mercantiles. 
DÉCIMA.- NOTIFICACIONES Toda notificación que se efectúe entre las partes se 
hará por escrito y será entregada personalmente o de cualquier otra forma que certifique 
la recepción por la parte notificada en los respectivos domicilios indicados en el 
encabezamiento de este Contrato. 
Cualquier cambio de domicilio de una de las partes deberá ser notificado a la otra de 
forma inmediata y por un medio que garantice la recepción del mensaje. 
DECIMOPRIMERA.- GENERALIDADES El presente contrato anula y reemplaza 
cualquier contrato o acuerdo anterior entre las partes con el mismo objeto y sólo podrá 
ser modificado por un nuevo acuerdo firmado por ambas partes. 
Si alguna de las cláusulas del presente contrato fuere declarada nula o inaplicable, dicha 
cláusula se considerará excluida del contrato, sin que implique la nulidad del mismo. En 
este caso las partes harán cuanto esté a su alcance para encontrar una solución 
equivalente que sea válida y que refleje debidamente sus intenciones. 
Los encabezamientos de las distintas cláusulas lo son sólo a efectos informativos, y no 
afectarán, calificarán o ampliarán la interpretación de este Contrato. 
Y en prueba de conformidad y aceptación de cuanto antecede, ambas partes firman los 
.....folios del presente CONTRATO DE FLETAMENTO, extendido por duplicado y a 
un solo efecto, en la ciudad y fecha mencionados en el encabezamiento. 
Fdo. Don ........................ 
(El Fletador) 
Fdo. Don ........................ 
(El Fletante) 
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CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE BUQUE 
En A Coruña, a 12 de septiembre de 2013 
REUNIDOS 
De un parte,......, con domicilio en............. constituida regularmente con arreglo a las 
leyes de España, en documento público otorgado ante el fedatario 
……………………..e inscrita en el registro mercantil con el número………. Se halla 
representada por……………., Consejera Delegada de la entidad, según poderes 
recogidos en escritura pública otorgada ante el mismo notario convenientemente 
registrados en el Registro Mercantil de A Coruña al 12 de junio de 2003, con 
NIF………………. En adelante ARRENDADOR 
Y de otra CONSERVAS Y CONGELADOS SOUSA HOLSTEIN S.A., con 
domicilio en Lalín, representada por Sr. Silvestre-Holms, en calidad de administrador, 
con NIF......... En adelante ARRENDATARIO. 
ESTIPULACIONES 
PRIMERA.- El presente contrato de arrendamiento tiene como objeto el buque de 
nombre Pobre Mitrofán, bajo bandera Española clasificadocomo mercante y con las 
características técnicas que se contienen en documento anexo al presente contrato. 
SEGUNDA.- El arrendador pone a disposición de arrendatario durante el tiempo de 
...............del presente año, en el puerto de............., el buque que se describe en la 
estipulación primera del presente contrato perfectamente hábil y equipado para navegar 
y transportar la carga de mercancías que el fletador se propone. A tal efecto, en el 
momento de la recepción de la nave, el arrendatario hará entrega al arrendador de un 
documento en el que se recoja su conformidad con la entrega y el estado y aptitud del 
buque. 
TERCERA.- El arrendatario se obliga al pago de la cantidad de ............euros mediante 
ingreso bancario en la cuenta que a tal efecto designe el arrendador, en dos pagos 
.............cada uno, habiendo de realizarse el primero antes del día ..............y el segundo, 
el.................. 
CUARTA.- El arrendatario corre con los gastos de combustible, puertos, practicajes, 
servicio de botes, derechos y tasas, muelles y otros, exceptos los de oficiales y 
tripulación del buque, así como impuestos de toda clase, gastos de agentes, comisiones, 
carga, trimado, pesaje, estiba, descarga, apuntado y entrega del cargamento, de 
conocimiento de escotillas y aparejos para amarre. 
QUINTA.- El Capitán y la tripulación permanecerán a las órdenes del arrendatario, 
actuando todos ellos con la debida diligencia. Aquél, y en su caso, el Jefe de máquinas, 
podrán a disposición del arrendador los Diarios de abordo. El fletador, arrendatario, por 
su parte,, impartirá las instrucciones oportunas sobre viajes y destinos. 
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SEXTA.- Cualquier daño al buque o a sus pertrechos, producidos por el fletador o sus 
estibadores será comunicado por escrito por el Capitán, de acuerdo con los Agentes del 
buque o el Sobrecargo, determinándose las causas que lo motivaron. En caso de 
negligencia de aquellos será responsable de los mismos el fletador, que también 
responde de los que se produzcan por carga de mercancías diferentes a las estipuladas, o 
por efectuarlas, estibarlas o descargarlas en forma irregular o negligente por parte de su 
personal, sin perjuicio de las responsabilidades personales que procedan por infracción 
de las normas legales. 
SÉPTIMA.- El fletador podrá subarrendar el buque, participándolo al fletante, pero 
responderá en todo caso de las actuaciones del subfletador o personal a su servicio y del 
cumplimiento de este contrato. Podrá igualmente contratar directamente con la 
tripulación los trabajos de carga, descarga y reparaciones de averías ocasionadas por el 
cargamento de la mercancía. 
OCTAVA.- El fletador podrá hacer pintar su nombre comercial y distintivos en el 
costado del buque, e incluir su propio pabellón devolviéndolo luego en el estado en que 
lo recibió. 
NOVENA.- El contrato se extingue por el transcurso del tiempo pactado, debiendo el 
fletador devolver el buque en el.......... Igualmente queda extinguido por pérdida o 
desaparición del buque, desde el momento mismo del siniestro si fuere conocido y en 
caso contrario desde la última noticia que tuviere. 
DÉCIMA.- Si llegado el término del contrato no fuera devuelto el buque en la forma 
estipulada, el fletante puede ejercitar las acciones pertinentes de recuperación, previo 
requerimiento fehaciente al fletador. De hallarse de viaje al puerto de devolución, se 
calculará el retraso evaluando el gasto del flete por los días que falten hasta completar el 
viaje. 
UNDÉCIMA.- Cualquier litigio, discrepancia en torno al cumplimiento e interpretación 
de este contrato, o que esté directa o indirectamente relacionado con él, se someterá a 
arbitraje, con renuncia expresa de las partes al fuero propio que haya de corresponderles 
y en el marco de la........................., a la que se encomienda su gestión, administración, 
designación de árbitros de conformidad a su reglamento y estatutos. En lo que por 
normas imperativas no pueda ser sometido a arbitraje, las partes, con renuncia al fuero 
propio que pueda corresponderles, se someten a la jurisdicción de los 
Tribunales............... 
DUODÉCIMA.- La invalidez de alguna de las estipulaciones de este contrato no 
afectará a los demás, que se consideran vigentes en virtud del principio in favor negotii. 
Para cuantas dudas no puedan ser resueltas con el presente contrato, las partes se 
someten expresamente a las condiciones generales de la Póliza Baltime vigentes en este 
momento, y subsidiariamente a la legislación Española, sin perjuicio de las normas 
imperativas y de orden público que resulten de aplicación por Derecho Internacional 
Privado. 
En señal de aceptación y conformidad firman ambas partes contratantes el presente 
contrato que se extiende por triplicado y a un solo efecto en lengua española, en el lugar 
y fecha arriba indicados.  
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CONTRATO DE TRANSPORTE MARÍTIMO 
Contrato de transporte marítimo de mercancías en régimen de conocimiento de 
embarque. FOR\2009\49 
CONTRATO DE TRANSPORTE MARÍTIMO DE MERCANCÍAS EN RÉGIMEN 
DE CONOCIMIENTO DE EMBARQUE 
En ..... , a .....de ..... de .....  
REUNIDOS 
De una parte: 
D. ........................ , mayor de edad, de estado civil ..... , vecino de ..... , domiciliado en 
........................ , con documento nacional de identidad número .....  
De otra: 
D. ........................ , mayor de edad, de estado civil ..... , vecino de ..... , domiciliado en 
........................ , con documento nacional de identidad número .....  
INTERVIENEN 
D ........................ , en nombre y representación de ........................ , en lo sucesivo “EL 
PORTEADOR”, en virtud de poder otorgado a su favor ante el Notario de 
........................ D ........................ , en fecha ..... , con el número de protocolo ..... , poder 
que se halla debidamente inscrito en el Registro Mercantil de ........................ y vigente, 
según manifiesta. 
D ........................ , en nombre y representación de ........................ , en lo sucesivo “EL 
CARGADOR”, en virtud de poder otorgado a su favor ante el Notario de 
........................ D ........................ , en fecha ..... , con el número de protocolo ..... , poder 
que se halla debidamente inscrito en el Registro Mercantil de ........................ y vigente, 
según manifiesta. 
Todas las partes, en el respectivo carácter con el que intervienen, se reconocen 
mutuamente la capacidad legal en Derecho necesaria para concertar el presente 
CONTRATO DE TRANSPORTE MARÍTIMO DE MERCANCÍAS EN 
RÉGIMEN DE CONOCIMIENTO DE EMBARQUE , y a tal efecto, libremente y 
de común acuerdo, 
EXPONEN 
PRIMERO.- Que EL PORTEADOR es propietario del buque “........................” 
(nombre del buque), matrícula ..... de la lista ..... con bandera de ........................ estado 
de ........................ registrado en ........................ buque de carga general y con las 
siguientes características: 
- Arqueo Bruto: .....  
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- Arqueo Neto: .....  
- Peso muerto: .....  
- Capacidad de carga rodada: .....  
- Maquinaria principal: .....  
- Maquinaria adicional: .....  
- Capacidad de pasajeros: .....  
- Capacidad de bodegas: .....  
SEGUNDO.- Que EL CARGADOR está interesado en celebrar un contrato de 
transporte marítimo de mercancías para transportar ........................ (descripción de la 
mercancía) al puerto de ........................ (nombre).- 
TERCERO.- Que ambas partes de común acuerdo llevan a efecto el presenten contrato 
con arreglo a las siguientes: 
CLÁUSULAS 
PRIMERA.- OBJETO EL PORTEADOR se compromete al transporte de las 
mercancías señaladas en el Exponendo Segundo desde ........................ (puerto de 
origen) a ........................ (puerto de destino) entre los días ..... y ..... del mes de ..... de 
..... (año). 
SEGUNDA.- FLETE, FACTURACIÓN Y PAGO 
Flete 
En contraprestación a sus obligaciones EL PORTEADOR percibirá una remuneración 
de .....euros ( ..... €). 
Pago 
El pago del ..... % del precio se efectuará el día .....en la cuenta corriente núm. ..... que 
EL PORTEADOR tiene suscrita con la entidad ........................ en su sucursal ..... . 
El ..... % restante del precio del transporte lo recibirá EL PORTEADOR en el plazo de 
.....desde el día siguiente a la entrega de las mercancías en el lugar de destino con 
aceptación por el destinatario. 
Retraso en el pago 
El retraso en más de .....días en cualquiera de los pagos dará derecho al PORTEADOR a 
exigir al CARGADOR un interés moratorio del ..... % respecto de cada uno de los pagos 
no satisfechos puntualmente. 
REVISIÓN DEL PRECIO POR ALTERACIÓN DEL PRECIO DEL COMBUSTIBLE 
EL PORTEADOR podrá incrementar en su factura el precio inicialmente pactado en 
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cuantía equivalente a la diferencia existente entre el precio que tenía el litro de gasóleo 
el día de celebración del contrato y el que tenía en el momento de realizarse el 
transporte, multiplicada por el número de litros de gasóleo utilizados en su realización. 
De la misma manera, el obligado al pago del precio del transporte podrá exigir una 
reducción equivalente del precio inicialmente pactado cuando el precio del gasóleo se 
hubiese reducido entre la fecha de celebración del contrato y la de realización efectiva 
del transporte. 
TERCERA.- RECOGIDA Y ENTREGA DE LA MERCANCÍA 
Carga y descarga asumida por EL PORTEADOR 
El PORTEADOR se obliga a la recogida y carga de dichas mercancías en el puerto de 
........................ (país), en la localidad de ........................ (localidad) en la calle 
........................ núm. ..... el día ..... de (mes) de ..... (año) entre las ..... y las ..... horas. 
EL PORTEADOR se obliga a entregar dichas mercancías en el puerto sito en 
........................ (país), en la localidad de ........................ (localidad) en la calle 
........................ núm. ..... el día ..... de (mes) de ..... (año) entre las ..... y las ..... horas. 
Carga y descarga asumida por EL CARGADOR 
EL PORTEADOR cumplirá su obligación poniendo a disposición del 
CONSIGNATARIO el buque para su carga en el puerto sito en ........................ (país), 
en la localidad de ........................ (localidad) en la calle ........................ núm. ..... el día 
..... de (mes) de ..... (año) entre las ..... y las ..... horas. 
Transcurrido dicho plazo sin que buque haya sido puesto a su disposición, EL 
CARGADOR podrá, sin perjuicio de exigir la indemnización a que en su caso hubiere 
lugar, buscar otro PORTEADOR. 
El plazo para realizar la carga del envío a bordo del buque será de .....horas contadas 
desde su puesta a disposición por EL PORTEADOR. Cuando EL 
CARGADOR/CONSIGNATARIO incumpla los plazos anteriormente señalados podrá 
EL PORTEADOR exigirle una indemnización en concepto de paralización del vehículo, 
a menos que pruebe que el retraso se debió a circunstancias de fuerza mayor, caso 
fortuito o causa imputable al PORTEADOR. 
ACONDICIONAMIENTO, EMBALAJE Y SEÑALIZACIÓN DEL ENVÍO DE 
MERCANCÍAS CON RIESGO Las mercancías deberán ser entregadas al 
PORTEADOR convenientemente acondicionadas y embaladas, y señalizadas mediante 
marcas o inscripciones que avisen del riesgo que su manipulación pueda entrañar para 
las personas o para las propias mercancías, de tal forma que éstas puedan soportar sin 
menoscabo su transporte en condiciones normales y no constituyan causa de peligro 
para el porteador o su personal dependiente, las demás mercancías transportadas, el 
vehículo o los terceros. 
EL PORTEADOR podrá rechazar los envíos o bultos que se presenten mal 
acondicionados, embalados o señalizados para su transporte. 
Informe sobre cuestiones marítimas transfronterizas y otros problemas jurídicos 




Determinado por EL PORTEADOR 
EL PORTEADOR puede elegir las rutas, medios y demás aspectos del transporte que 
estime convenientes. 
Determinado por EL REMITENTE 
EL PORTEADOR no podrá apartarse de la ruta elegida por EL CARGADOR salvo por 
causa de fuerza mayor. 
Si se apartara de la misma sin mediar causa justificada, será responsable de todos los 
daños que por cualquier circunstancia sobrevengan durante el transporte a las 
mercancías que integran el envío, además de pagar la suma de .....euros ( ..... €) en 
concepto de arras penitenciales. 
SEGUIMIENTO EN RUTA El buque utilizado en la ejecución del presente contrato 
deberá tener instalado un medio de comunicación .......... (describir) que permita al 
transportista informar de las siguientes incidencias: 
a) Averías 
b) Elección de rutas o itinerarios alternos 
c) Cualquier otra incidencia que pudiera provocar un retraso en entrega de la mercancía 
superior a .....horas/días .....  
QUINTA.- DAÑO O AVERÍA EN LA MERCANCÍA Los daños y pérdidas deberán 
ser objeto de reservas precisas, completas, fechas y firmadas en el documento 
justificativo de la entrega en el momento en que se produzca en el caso de daños. 
Transcurridos ese plazo no se admitirá reclamación alguna contra EL PORTEADOR 
sobre el estado en que entregó el envío transportado. 
NOMBRAMIENTO DE PERITOS Si se producen dudas y contestaciones entre EL 
CONSIGNATARIO y EL PORTEADOR sobre el estado en que se hallan las 
mercancías que componen el envío en el momento en que éste hace entrega de las 
mismas a aquél, dichas mercancías serán reconocidas por peritos nombrados por las 
partes, y un tercero en caso de discordia, designado por la Junta Arbitral del Transporte. 
SEXTA.- RETRASO EN LA ENTREGA EL PORTEADOR deberá entregar sin 
demora ni entorpecimiento alguno el envío al CONSIGNATARIO dentro del plazo de 
tiempo acordado en la Cláusula Primera. 
De no hacerlo así en supuesto de incumplimiento del plazo de entrega por parte del 
transportista, las partes pactan una penalización de ..... euros por cada día de retraso en 
la entrega de la carga, descontándose, en su caso, de la cantidad que quedara pendiente 
de pago si la misma fuera superior a la derivada de la penalización por retraso pactada, 
salvo que pruebe que el retraso fue debido a fuerza mayor, caso fortuito o causa 
imputable al CARGADOR o CONSIGNATARIO. 
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SÉPTIMA.- FORMALIDADES ADUANERAS Corresponderá al PORTEADOR el 
cumplimiento de las formalidades aduaneras durante el transporte conforme a las 
instrucciones del CARGADOR que se recogen en el Anexo ..... , siendo los gastos y 
derechos aduaneros devengados con tal motivo de cuenta y cargo de ..... 
OCTAVA.- RESPONSABILIDAD DEL PORTEADOR 
Alcance de la responsabilidad 
Las mercancías se transportarán a riesgo y ventura del CARGADOR. 
La responsabilidad del PORTEADOR comenzará desde el momento en que las 
mercancías se encuentren cargadas, colocadas y estibadas en su totalidad a bordo del 
vehículo que ha de realizar el transporte. 
Límites a la responsabilidad del PORTEADOR 
La responsabilidad del PORTEADOR por los daños, pérdidas o averías que sufran las 
mercancías integrantes del envío o por los retrasos en su entrega al consignatario, estará 
limitada como máximo a la cantidad de .....euros por kilogramo/tonelada .....  
Dicha limitación de responsabilidad no será de aplicación cuando el daño o retraso se 
hubiese producido mediando dolo del PORTEADOR. 
SUBCONTRATACIÓN El transporte de las mercancías deberá ser realizado por EL 
PORTEADOR con los medios personales y materiales integrantes de su propia 
organización empresarial, utilizando vehículos de los que disponga en tal concepto. 
No obstante, cuando el transporte se lleve a cabo por EL PORTEADOR mediante la 
colaboración de otro porteador que cuente con el personal y los vehículos adecuados 
para realizarlo, no quedará desvirtuada su condición de porteador único frente al 
CARGADOR. 
En todo caso, los vehículos utilizados habrán de reunir las condiciones adecuadas para 
el transporte del envío de que se trate, así como para el acceso y circulación por los 
lugares en que haya de realizarse su carga y descarga, cuando tales condiciones le 
hubiesen sido previamente comunicadas por el REMITENTE. 
DERECHO DE RETENCIÓN EL PORTEADOR autoriza al CARGADOR a retener 
hasta el ..... % del precio del porte hasta que se demuestre que las mercancías han sido 
recibidas en condiciones óptimas para su utilización o, en su caso, hasta que EL 
PORTEADOR haya respondido de los daños y perjuicios irrogados al remitente. 
SEGURO EL PORTEADOR contratará un seguro que resulte satisfactorio para EL 
REMITENTE y proporcionará a éste, a su solicitud, pruebas de la existencia de dicho 
seguro. La cobertura incluirá, entre otros aspectos, los daños provocados por incendios, 
agua, fenómenos naturales y robo. 
EL PORTEADOR informará con prontitud al CARGADOR de cualquier peligro 
asegurable y cualquier suceso extraordinario que afecten a la mercancía transportada y 
tomará las medidas necesarias para la resolución del problema y la satisfacción de las 
reclamaciones. 
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NOVENA.- RESOLUCIÓN DEL CONTRATO 
El Contrato podrá resolverse por las siguientes causas: 
1. Por voluntad de cualquiera de las Partes cuando medie incumplimiento grave de las 
obligaciones pactadas. 
2. Por acuerdo de las Partes por escrito. 
3. La extinción de la personalidad jurídica de cualquiera de las Partes o la suspensión de 
pagos, quiebra, concurso o embargo de bienes de alguna de ellas a menos que se 
garantice de cualquier forma la deuda. 
En cualquier caso, la Parte que pretenda resolver el presente Contrato alegando 
incumplimiento de la contraparte, deberá requerirle al cumplimiento de la obligación de 
forma fehaciente, otorgándole un plazo de .....días a la Parte incumplidora para que 
pueda subsanar dicho incumplimiento. Transcurrido dicho plazo sin que los 
incumplimientos hubiesen sido subsanados, el perjudicado podrá ejercitar la 
mencionada facultad. 
En el supuesto de que los incumplimientos fueren de imposible subsanación en el plazo 
de 30 días, el perjudicado podrá ejercitar directamente la facultad opción, sin necesidad 
de remitir, previamente, el antedicho requerimiento. 
CLÁUSULA PENAL En caso de resolución del contrato por causa imputable a 
cualquiera de las Partes, la parte contraria no estará obligada a la devolución de las 
mercancías o cantidades entregadas hasta ese momento, fijándose además una cantidad 
adicional de ..... € como indemnización que la parte incumplidora deberá abonar a .....  
DÉCIMA.- GASTOS E IMPUESTOS Todos los gastos e impuestos que se originen 
como consecuencia de la formalización, cumplimiento o extinción del presente contrato 
y de las obligaciones que de él se deriven serán de cargo de ........................ 
Igualmente, los gastos judiciales que se ocasionen por incumplimiento del presente 
contrato serán por cuenta de la parte incumplidora, incluidos honorarios del Procurador 
y Abogado aunque sus intervenciones no fueran preceptivas. 
DECIMOPRIMERA.- JURISDICCIÓN COMPETENTE Y LEY APLICABLE Para 
cuantas cuestiones o divergencias pudieran suscitarse en relación con el presente 
contrato, la competencia de los Juzgados y Tribunales que deban conocer del asunto se 
determinará de conformidad con los criterios de competencia objetiva, funcional y 
territorial legalmente aplicables. 
El presente contrato tiene carácter mercantil y se regirá por sus propias cláusulas, y en 
lo en ellas no dispuesto, por lo previsto en el Código de Comercio, demás leyes 
especiales y usos mercantiles. 
DECIMOSEGUNDA.- NOTIFICACIONES Toda notificación que se efectúe entre las 
partes se hará por escrito y será entregada personalmente o de cualquier otra forma que 
certifique la recepción por la parte notificada en los respectivos domicilios indicados en 
el encabezamiento de este Contrato. 
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Cualquier cambio de domicilio de una de las partes deberá ser notificado a la otra de 
forma inmediata y por un medio que garantice la recepción del mensaje. 
DECIMOTERCERA.- GENERALIDADES El presente contrato anula y reemplaza 
cualquier contrato o acuerdo anterior entre las partes con el mismo objeto y sólo podrá 
ser modificado por un nuevo acuerdo firmado por ambas partes. 
Si alguna de las cláusulas del presente contrato fuere declarada nula o inaplicable, dicha 
cláusula se considerará excluida del contrato, sin que implique la nulidad del mismo. En 
este caso las partes harán cuanto esté a su alcance para encontrar una solución 
equivalente que sea válida y que refleje debidamente sus intenciones. 
Los encabezamientos de las distintas cláusulas lo son sólo a efectos informativos, y no 
afectarán, calificarán o ampliarán la interpretación de este Contrato. 
Y en prueba de conformidad y aceptación de cuanto antecede, ambas partes firman los 
..... folios del presente CONTRATO DE TRANSPORTE MARÍTIMO DE 
MERCANCÍAS EN RÉGIMEN DE CONOCIMEINTO DE EMBARQUE, extendido 
por duplicado y a un solo efecto, en la ciudad y fecha mencionados en el 
encabezamiento. 
Fdo. Don ........................ 
(El Porteador) 
Fdo. Don ........................ 
(El REMITENTE) 
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CONTRATO DE SEGURO MARÍTIMO 
En A Coruña, a 5 de septiembre de 2013. 
REUNIDOS 
De una parte, La Compañía de Seguros ………..., con domicilio 
social………………………………….. constituida regularmente en documento público 
otorgado ante el fedatario …………………. e inscrita en el Registro Mercantil de 
Madrid con el número……….., representada por………………………….., 
representación que se acredita según poderes recogidos en escritura pública otorgada 
ante…………………, objeto de registro en el Registro mercantil con 
fecha………………, con NIF número…………………., en adelante asegurador, 
Y de otra Conservas y congelados Sousa Holstein S.A., con domicilio en Lalín, 
constituida regularmente en documento público otorgado ante el Notario de A Coruña 
…………., e inscrita en el Registro Mercantil de A Coruña con el número…………., 
representada por su administrador único D. Silvestre-Holms, con NIF número…………, 
en adelante asegurado. 
MANIFIESTAN 
1.- El asegurado ostenta la propiedad de un buque de nombre Pobre Mitrofán, de 
pabellón español clasificado como mercante y con las características técnicas que se 
adjuntan en documento anexo al presente contrato. 
2.- El buque Pobre Mitrofán, objeto del presente contrato de seguro, fue construido en 
BADA BING S.A., inscrito en el Registro de buques al Tomo 543, folio 54, número 21 
y se haya libre de cargas y gravámenes, no estando sujeto a embargo o retención 
judicial. 
3.- El asegurado necesita para el desarrollo de sus actividades de transporte por el 
referido buque, garantizar el riesgo derivado de la navegación y las responsabilidades 
que de él se derivan en el transporte de mercancías. En consecuencia, y reconociéndose 
las partes capacidad bastante para el presente acto, suscriben libremente contrato de 
seguro marítimo de transporte de mercancías sobre el buque descrito, con sujeción a lo 
dispuesto en las siguientes 
ESTIPULACIONES 
PRIMERA.- Es objeto de este contrato la previsión, preparación, articulación y 
concertación de unas condiciones de seguro de daños a las mercancías que transporte el 
buque anteriormente descrito, bien de manera conjunta para un solo cargador, bien 
mediante cargas separadas de distintos cargadores, con excepción de aquellos que 
presenten su propio seguro. 
SEGUNDA.- El asegurador toma a su cargo los daños a mercancías que se produzcan 
por riesgo de mar, puerto, bahía, rada, ensenada, varadero, y consistan en los siguientes 
accidentes: abandono, pérdida total, contribución a la avería común, gastos de 
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salvamento por naufragio, abordaje, varada embarrancada arribadas y escalas forzosas, 
explosiones de máquinas, incendios, rotura de elementos de dirección y demás riesgos 
de mar, con excepción de los que se excluyen en la estipulación cuarta. 
TERCERA.- Igualmente quedan comprometidos los perjuicios por retraso en el viaje y 
consiguiente retraso en la entrega de las mercancías que no se deban a las anteriormente 
descritas en las que ya queda incluido, o fuerza mayor ajena a cualquiera de las partes 
en la contratación, incluido el cargador. 
CUARTA.- El asegurador no responde de los riesgos producidos por guerras, 
movimientos revolucionarios, motines, huelgas, embargos gubernativos, retención por 
orden de potencias extranjeras, saqueo, apresamiento, represalias, cierre de puertos, ni 
de las  consecuencias derivadas de estos riesgos. Tampoco responde el asegurador de 
los daños producidos por dolo o negligencia grave del asegurado, cargadores y 
consignatarios o mandatarios en tierra, por contrabando, comercio clandestino o 
prohibido y violaciones de bloqueo. 
QUINTA.-  La cobertura comenzará a partir 13 de septiembre de 2014 y tendrá una 
duración de 2 años, salvo que al término del plazo el buque se encontrara navegando, en 
cuyo caso se prorrogará hasta que el mismo arribase a puerto, anclase, amarrase, y todas 
las incidencias hasta su completa paralización y descarga, percibiendo la prima 
estipulada en proporción a los días que se  gasten en la terminación de las operaciones. 
Igualmente se prorrogará, transcurrido el plazo pactado, por la tácita voluntad de 
continuar vigente el presente contrato, renovándose su vigencia por un año, salvo que 
medie preaviso  con la antelación de un mes a la expiración de la prórroga que estuviese 
vigente en ese momento. 
SEXTA.- La prima estipulada se compone de una cantidad fija mensual, a cuenta de las 
operaciones de seguro de cada cargamento separado, que se cifra en el 25% de la media 
de las efectuadas en el año anterior y otra que depende de la valoración de los 
cargamentos singularizados, en los términos que se especifican en el apartado siguiente. 
Si fuera variado en tránsito el curso de las mercancías se abonará la prima suplementaria 
a contar desde el punto de desvío. 
SÉPTIMA.- Las mercancías a transportar que se aseguran serán objeto de una 
declaración por parte del asegurado, con base a los datos aportados por el cargador, con 
motivo de cada operación de transporte que realice, a cuyo fin se proveerá a la oportuna 
valoración por las partes contratantes del seguro, partiendo del precio de venta en 
factura y en otro caso, el precio medio que tuviere en el mercado del punto de 
embarque. Al propio tiempo y en función de su valor y de los riesgos que se corran, se 
determinará la prima  del seguro por el transporte de las mercancías, que figura por 
separado junto con cada declaración y se abordarán en su conjunto semestralmente, 
deducido el 25% hasta entonces abonado. 
OCTAVA.-El contrato será resuelto y las cantidades abonadas quedaran a favor del 
asegurador si mediase valoración inexacta o del cargador en la declaración de las 
mercancías, particularmente en la mención de aquellas peligrosas que exigen ciertas 
medidas de seguridad en su transporte. Igualmente se resolverá por falta de aviso al 
asegurador de la existencia de cargas, embargos y otras contingencias que determinan 
un retraso del viaje y consiguiente abono de daños por entrega retardada de las 
mercaderías. 
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NOVENA.- Son también causa de resolución, la transmisión del buque a otro naviero 
sin comunicación anticipada al asegurador, y aun comunicándoselo, éste podrá o no 
continuar el seguro, como también el incumplimiento por cualquiera de las partes de las 
condiciones establecidas en este contrato, todo ello con pérdida de las primas hasta 
entonces abonadas. 
DÉCIMA.- El contrato quedará extinguido por el transcurso del plazo de vigencia o las 
prórrogas, en su caso, si media-re preaviso, y en caso de siniestro del buque que 
ocasiones su pérdida total o parcial, con devolución de las primas a cuenta que 
correspondan a partir de ese momento y las que correspondan en concreto al 
cargamento, si no se hallaran comprendidas en la indemnización propia del seguro del 
buque. 
DECIMOPRIMERA.- Todos los impuestos, tasas, arbitrios, corretajes y cuantos se 
originen por la formalización, tramitación, cumplimiento y extinción de este contrato 
serán a cargo de la parte que interviniere según la ley. 
DECIMOSEGUNDA.- Cualquier litigio, discrepancia entorno al cumplimiento e 
interpretación de este contrato, o que esté directa e indirectamente relacionado con él, se 
someterá a arbitraje, con renuncia expresa de las partes al fuero propio que haya de 
corresponderles y en el marco de la Cámara de Comercio de A Coruña a la que se 
encomienda su gestión, administración, y designación de árbitros de conformidad a su 
reglamento y estatutos. En lo que por normas imperativas no pueda ser sometido a 
arbitraje, las partes, con renuncia al fuero propio que pueda corresponderles, se someten 
a la jurisdicción de los Tribunales de A Coruña. 
DECIMOTERCERA.- La invalidez de algunas de las estipulaciones de este contrato 
no afectará a los demás, que se consideran vigentes en virtud del principio in favor 
negotii. Para cuantas dudas no puedan ser resueltas con el presente con-trato, las partes 
se someten expresamente a la legislación española sin perjuicio de las normas 
imperativas y de orden público que resulten de aplicación por Derecho Internacional 
Privado. 
En señal de aceptación y conformidad firman ambas partes contratantes el presente 
contrato que se extiende por triplicado y a un solo efecto en lengua castellana en el lugar 
y fecha arriba indicados. 
El asegurador                                                                             El asegurado 
